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INFORME DE PONENCIA PARA PRIMER 
DEBATE AL PROYECTO DE LEY NÚMERO 

044 DE 2011 CÁMARA
por medio de la cual se expide la Ley de Salud 

Mental y se dictan otras disposiciones.
Bogotá, D. C., lunes 5 de diciembre de 2011
Doctora
YOLANDA DUQUE NARANJO
Vicepresidenta Comisión Séptima Constitucio-

nal Permanente
Cámara de Representantes
Ciudad
Referencia: Informe de ponencia para primer 

debate al Proyecto de ley número 044 de 2011 
Cámara, por medio de la cual se expide la Ley de 
Salud Mental y se dictan otras disposiciones.

Señora Vicepresidenta:
Dando cumplimiento a lo ordenado por la ho-

norable Mesa Directiva de la Comisión, y de 
acuerdo a lo establecido en el artículo 153 de la 
Ley 5ª de 1992, presentamos ante usted informe 
de ponencia para primer debate en la Cámara al 
Proyecto de ley número 044 de 2011 Cámara, 
por medio de la cual se expide la Ley de Salud 
Mental y se dictan otras disposiciones, presentado 
a consideración del Congreso de la República por 
la Representante Alba Luz Pinilla Pedraza y el Se-
nador Mauricio Ernesto Ospina.

Cordial saludo,
Lina María Barrera Rueda, Gloria Stella Díaz 

Ortiz, Carlos Alberto Escobar Córdoba, Dídier 
Burgos Ramírez, Representantes a la Cámara.

I. ANTECEDENTES DEL PROYECTO
La iniciativa materia de discusión, fue presen-

tada ante la Secretaría General de la Cámara de 
Representantes el 8 de agosto de 2011, por sus au-

tores la honorable Representante a la Cámara Alba 
Luz Pinilla y el honorable Senador Mauricio Er-
nesto Ospina. Publicado en la Gaceta del Congre-
so de la República número 583 de 2011.

II. OBJETO DEL PROYECTO
Este proyecto busca crear una ley garantista a 

toda la población colombiana en el ejercicio ple-
no del derecho a la salud mental, como también el 
goce efectivo de los derechos humanos de quienes 
padecen trastornos mentales.

La iniciativa pretende también la Atención Pri-
maria en Salud y la atención integral e integrada 
en Salud Mental con fundamento en el enfoque 
promocional de calidad de vida, así como la inclu-
sión de nuevas actividades, procedimientos e in-
tervenciones de Salud Mental como parte del plan 

complementarios de salud.
Así mismo establece los criterios que bajo los 

enfoques para actualizar la política pública de sa-
lud mental en Colombia.

III. MARCO CONSTITUCIONAL
 Constitución Política

Artículo 49: -
tivo número 02 de 2009. La atención de la salud y 
el saneamiento ambiental son servicios públicos a 
cargo del Estado. Se garantiza a todas las perso-
nas el acceso a los servicios de promoción, protec-
ción y recuperación de la salud.

Corresponde al Estado organizar, dirigir y re-
glamentar la prestación de servicios de salud a los 
habitantes y de saneamiento ambiental conforme 

-
lidaridad. También, establecer las políticas para 
la prestación de servicios de salud por entidades 
privadas, y ejercer su vigilancia y control. Así mis-
mo, establecer las competencias de la Nación, las 
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entidades territoriales y los particulares, y deter-
minar los aportes a su cargo en los términos y con-
diciones señalados en la ley.

Los servicios de salud se organizarán en for-
ma descentralizada, por niveles de atención y con 
participación de la comunidad. 

La ley señalará los términos en los cuales la 
atención básica para todos los habitantes será 
gratuita y obligatoria.

Toda persona tiene el deber de procurar el cui-
dado integral de su salud y la de su comunidad”.

El inciso sexto del referido artículo, establece 
-

sible que el legislador establezca medidas y tra-
tamientos administrativos y de orden terapéutico 
para las personas que consumen sustancias estupe-
facientes o sicotrópicas.

IV. MARCO LEGAL

Crea el Sistema General de Seguridad Social en 
Salud.

-
lud Pública debe incluir acciones orientadas a la 
promoción de la salud mental con énfasis en vio-
lencia intrafamiliar, drogadicción y suicidio. 

Artículo 6° PLAN DECENAL PARA LA SA-
LUD PÚBLICA, la salud mental.

Artículo 65 “Atención integral en salud mental. 
Las acciones de salud deben incluir la garantía del 
ejercicio pleno del derecho a la salud mental de los 
colombianos y colombianas, mediante atención 
integral en salud mental para garantizar la satis-
facción de las necesidades de salud y su atención 

-
tación, seguimiento y evaluación de la política na-
cional de salud mental”.

Jurisprudencia

de la salud que comprende el bienestar sicológico, 
mental y sicosomático de la persona.

Es un derecho fundamental por conexidad con 
la vida y la integridad personal porque su afecta-
ción conduce a la disminución de las condiciones 
de vida digna, al poner en riesgo entre otras cosas 
la capacidad de relacionarse en sociedad, ponien-
do en riesgo sus derechos. En tanto derecho huma-
no, es un derecho interdependiente, de este modo 
está inescindiblemente relacionado con derechos 
como la vida digna, la integridad personal, la au-
tonomía y la seguridad económica, su vulneración 
pone en riesgo los derechos de la persona, pero al 
mismo tiempo los de su familia y hasta los de la 
colectividad. Se expresa entre otros en el derecho a 

la atención adecuada de la salud mental y los trata-
mientos que lo realicen deben ser parte integrante 
del sistema de salud en seguridad social.

DERECHO A LA VIDA DIGNA-Protección a 
la salud mental.

Cuando la salud mental de una persona se en-
cuentre afectada, considerando que el aspecto psi-
cológico y mental de los seres humanos hace par-
te del concepto de vida en condiciones dignas y 
que la dignidad humana implica la posibilidad de 
exigir un tratamiento acorde con la condición hu-
mana, es obligación del juez de tutela conceder el 
amparo al derecho a la salud en conexidad con el 
derecho a la vida digna del tutelante y, para poner 

necesarios para evitar que continúe la perturbación 
psíquica de quien reclama.

Bloque de constitucionalidad
 Pacto Internacional de Derechos Económi-

cos, Sociales y Culturales
Artículo 12 “Los Estados Partes en el presen-

te Pacto reconocen el derecho de toda persona al 
disfrute del más alto nivel posible de salud física 
y mental”.

 Protocolo Adicional a la Convención Ameri-
cana sobre Derechos Humanos en materia de De-
rechos Económicos, Sociales y Culturales PRO-
TOCOLO DE SAN SALVADOR

Artículo 10 “Derecho a la Salud:
1. Toda persona tiene derecho a la salud, enten-

dida como el disfrute del más alto nivel de bienes-
tar físico, mental y social.

salud los Estados Partes se comprometen a recono-
cer la salud como un bien público y particularmen-
te a adoptar las siguientes medidas para garantizar 
este derecho”.

 Convención Internacional sobre la Elimina-
ción de todas las formas de Discriminación Racial

Reconoce el derecho a la salud pública, la asis-
tencia médica, la seguridad social y los servicios 
sociales.

 Convención sobre la Eliminación de todas las 
formas de Discriminación contra la Mujer

Incluye el derecho a la protección de la salud 
y a la seguridad en las condiciones de trabajo, in-
cluso la salvaguardia de la función de reproduc-

parto, y la nutrición adecuada durante el embara-
zo y lactancia.

 Convención sobre los Derechos del Niño
Plantea en el artículo 24 la plena aplicación 

del derecho a la salud y la adopción de medidas 
mediante, entre otras cosas, la aplicación de la 
tecnología disponible, el suministro de alimentos 
nutritivos adecuados y agua potable salubre; la 
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atención sanitaria prenatal y posnatal apropiada 
a las madres; y el desarrollo de atención sanitaria 
preventiva.

V. CONSIDERACIONES GENERALES
 Panorama Mundial

El Informe de Salud 2001 de la Organización 
Mundial de la Salud (OMS) denominado “Salud 
mental: nuevos conocimientos, nuevas esperan-
zas” determinó que:

* Una de cada cuatro personas sufre un trastor-
no mental o neurológico en algún momento de su 
vida.

* 450 millones de personas sufren actualmente 
estos trastornos.

* 121 millones de personas sufren depresión y 
50 millones padecen epilepsia.

* 90 millones trastornos de abuso de alcohol o 
drogas.

* 25 millones de personas sufren esquizofrenia.
* Un millón de personas se suicidan cada año 

(entre 10 y 20 millones intentan suicidarse).
De acuerdo a la OMS las enfermedades men-

tales representan el 14 por ciento de la carga de 
enfermedades en el mundo, así los Años de Vida 
Ajustados en Función de las Discapacidades 
(AVAD) 11.5% en 1998 y que de los 10 principa-
les trastornos, cinco son mentales: la depresión, el 
alcoholismo (con el 10% de la carga total de en-
fermedades), los trastornos bipolares, la esquizo-
frenia y los trastornos obsesivos-compulsivos. Los 
problemas de salud mental tienden a ascender; por 
ejemplo, la depresión pasará del cuarto al segundo 
lugar en el año 2020.

En concreto, el Proyecto Atlas de la Organiza-
ción Mundial de la Salud (2005), evidenció que 
muchos países no están preparados para hacer 
frente al aumento previsto de los trastornos men-
tales y conductuales a nivel mundial por falta de 
políticas, programas y recursos, así:

* El 28% no poseía un presupuesto indepen-
diente para la salud mental;

* El 41% no disponía de centros de tratamiento 
para los trastornos mentales graves en el ámbito de 
la atención primaria;

* El 37% carecía de centros de atención comu-
nitaria;

* Un 65% de las camas para enfermos mentales 
se encontraban en hospitales psiquiátricos;

* De los países estudiados, el 41% no disponía 
de una política de salud mental, y

* El 25% carecía de legislación sobre salud 
mental. 

En América Latina y el Caribe entre 1980 y 
2004 en un estudio sobre tasas brutas de diversos 
trastornos psiquiátricos se encontró que:

* Las psicosis no afectivas (entre ellas la esqui-
zofrenia) tuvieron una prevalencia media estimada 
durante el año precedente de 1,0%.

* La depresión: mayor de 4,9%.
* El abuso o la dependencia del alcohol, de 

5,7%.
Más de la tercera parte de las personas afecta-

das por psicosis no afectivas, más de la mitad de 
las afectadas por trastornos de ansiedad y cerca de 
tres cuartas partes de las que abusaban o depen-
dían del alcohol no habían recibido tratamiento 
psiquiátrico alguno, sea en un servicio especializa-
do o en uno de tipo general.

 Panorama en Colombia
El Estudio de Salud Mental Colombia 2003 rea-

lizado por el Ministerio de la Protección Social, 

-
blema ni de sus factores protectores ni de riesgo, 
como tampoco existen metodologías y estudios 
previos que permitan hacer comparación de los re-
sultados y además se indicó entre otras cosas que:

* Alrededor de 8 de cada 20 colombianos pre-
sentaron trastornos psiquiátricos alguna vez en la 
vida.

* 3 de cada 20 en los últimos doce meses y uno 
(1) de cada 20 en los últimos 30 días.

* Por tipo de trastorno los más frecuentes fue-
ron:

- Trastornos de ansiedad: 19% alguna vez en la 
vida.

- Trastornos del estado de ánimo: 15%.
- Trastornos del uso de sustancias psicoactivas: 

10.6%.
En Colombia, el Estudio de Salud Mental 

(2003) además mostró que el 12,3% de los colom-
bianos ha tenido ideas suicidas, 4,1% ha realizado 
planes suicidas y 4,9% ha hecho intentos suicidas. 
Así mismo que al diferenciar los datos por grupos 
de edad, se observó que la mayor prevalencia de 
conductas suicidas durante toda la vida se encuen-
tran entre el grupo de 30-44 años, pero si se tiene 
en cuenta sólo el último año, la prevalencia es ma-
yor en los jóvenes de 18-29 años de edad. De otro 
lado, el informe de forensis rendido por el Institu-
to de Medicina legal, reveló recientemente que en 
Colombia para el año 2010 se presentaron 1.864 
casos de suicidios de los cuales el 82% correspon-
de a hombres y el 18% a mujeres.

Estas cifras evidencian la importancia de expe-
dir una norma que brinde garantías a la población 
colombiana para el ejercicio pleno del derecho a la 
salud mental y en especial a la población que pade-
ce trastornos mentales, así mismo que contribuya a 
entender y atender el impacto que este tipo de tras-
tornos sumados a la pobreza, exclusión social, y al 

generando a miles de familias y a la sociedad co-
lombiana. Este llamado se ha venido formulando 
de manera unánime desde distintos sectores de la 
academia, tanto al Ejecutivo como al Legislador, 
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para que den respuestas integrales que permitan 
fortalecer la capacidad del Estado para hacerle 
frente a este problema de salud pública.

Pese a que nuestro país contó con una política 
Nacional de Salud Mental desde 1998 (Resolución 
02358 de 1998 del Ministerio de Salud), lo cierto 
es que carecemos de una legislación particular en 
materia de Salud Mental, lo que pone en evidencia 
lo importante que resulta para Colombia la expedi-
ción de una iniciativa legislativa que aborde la sa-
lud mental como una condición especí
humano, como un derecho humano indispensable 
para el desarrollo social, personal y económico.

Es por ello, que luego de haberse recogido ob-
servaciones formuladas por el Ministerio de Ha-
cienda, el Ministerio de la Salud y la Protección 
Social, y la Academia Nacional de Medicina, es 
que hemos considerado presentar el siguiente plie-

viable esta propuesta legislativa.
VI. PLIEGO DE MODIFICACIONES

TEXTO DEL PROYECTO
MODIFICACIONES PRO-
PUESTAS PARA PRIMER 

DEBATE
por medio del cual se expide la Ley 
de Salud Mental y se dictan otras 

disposiciones.
El Congreso de Colombia

DECRETA:

por medio del cual se expide la 
Ley de Salud Mental y se dictan 

otras disposiciones.
El Congreso de Colombia

DECRETA:
Artículo 1°. Objeto. El objeto de la 
presente ley es garantizar a la pobla-
ción colombiana el ejercicio pleno del 
derecho a la salud mental, así como el 
goce efectivo de los derechos humanos 
de quienes padecen trastornos men-
tales, con fundamento en el enfoque 
promocional de calidad de vida y la 
estrategia y principios de la Atención 
Primaria en Salud y la atención integral 
e integrada en Salud Mental estable-
cida por la presente ley, así como 
la inclusión de nuevas actividades, 
procedimientos e intervenciones de 
Salud Mental como parte del plan de 

y planes complementarios de salud, 
en los términos de esta ley.
De igual forma se establecen los 
criterios que bajo los enfoques de 
derechos, diferencial, territorial, 
poblacional por etapa del ciclo vital 
actualicen la política pública de salud 
mental vigente.

Artículo 1°. Objeto. El objeto de la 
presente ley es garantizar el ejerci-
cio pleno del Derecho a la Salud 
Mental a la población colombiana, 
priorizando a los niños, las niñas 
y adolescentes, mediante la pro-
moción de la salud y la prevención 
del trastorno mental, la Atención 
Integral e Integrada en Salud 
Mental en el ámbito del Sistema 
General de Seguridad Social en 
Salud, de conformidad con lo 
preceptuado en el artículo 49 de la 
Constitución y con fundamento en 
el enfoque promocional de calidad 
de vida y la estrategia y principios 
de la Atención Primaria en Salud.

De igual forma se establecen los 
criterios de política para la re-
formulación, implementación y 
evaluación de la Política Pública 
Nacional de Salud Mental, con 
base en los enfoques de derechos, 
territorial y poblacional por etapa 
del ciclo vital. 

Artículo 3°. Sujetos titulares de de-
rechos. Para efectos de la presente ley 
son Sujetos Titulares de Derechos en 
cualquier etapa del ciclo vital, géneros 
y orientación sexual, priorizando a los 
niños, las niñas y adolescentes, en 
cualquier etapa del ciclo vital, géneros 
y orientación sexual, priorizando a los 
niños, las niñas y adolescentes.
Las personas tendrán derecho a gozar 
de las políticas, planes y programas 
de atención integral en Salud Mental 

-
do, la población del régimen contri-
butivo, subsidiado y a la población 
no asegurada, con atención integral 
e integrada diferencial para todos los 
grupos y poblaciones en situaciones 
y condiciones especiales. 

ELIMINADO

TEXTO DEL PROYECTO
MODIFICACIONES PRO-
PUESTAS PARA PRIMER 

DEBATE
Artículo 4°. Salud mental. La salud 

bienestar en el cual el individuo es 
consciente de sus propias capaci-
dades, puede afrontar las tensiones 
normales de la vida, puede trabajar 
de forma productiva y fructífera y es 
capaz de hacer una contribución a su 
comunidad.

La Salud Mental es de interés y prio-
ridad nacional para la República de 
Colombia, es un derecho fundamental, 
es tema prioritario de salud pública, es 
un bien de interés público y es compo-
nente esencial del bienestar general y 
el mejoramiento de la calidad de vida 
de colombianos y colombianas.

Artículo 4°. Salud mental. La 

estado dinámico que se expresa 
en la vida cotidiana a través del 
comportamiento y la interacción 
de manera tal que permite a los 
sujetos desplegar sus recursos 
emocionales, cognitivos y mentales 
para transitar por la vida cotidia-
na, para trabajar, para establecer 
relaciones signi cativas y para 
contribuir a la comunidad.
La Salud Mental es de interés y 
prioridad nacional para la Repú-
blica de Colombia, es un derecho 
fundamental, es tema prioritario de 
salud pública, es un bien de interés 
público y es componente esencial del 
bienestar general y el mejoramiento 
de la calidad de vida de colombianos 
y colombianas. 

Artículo 5°. Garantía en salud men-
tal. El Estado y el Sistema General de 
Seguridad Social en Salud garantiza-
rán, de acuerdo con las competencias 
y normas legales vigentes, a todas las 
personas la atención integral e inte-
grada en salud mental que incluya la 
promoción, prevención, diagnóstico, 
tratamiento y rehabilitación psicoso-
cial para los problemas psicosociales 
y enfermedades mentales incluyendo 
psicosis, trastornos afectivos, trastor-
nos de ansiedad, trastornos de control 
de hábitos e impulsos, adicciones y 
conductas adictivas, trastornos de 
la conducta alimentaria, trastornos 
generalizados del desarrollo y todos 
aquellos trastornos mentales severos 
que generen cronicidad y cuyos 
tratamientos sean prolongados en 
el tiempo. 

Artículo 5°. Garantía en salud men-
tal. El Estado a través del Sistema 
General de Seguridad Social en 
Salud garantizará a la población 
colombiana, priorizando a los 
niños, las niñas y adolescentes, la 
promoción de la salud mental y 
prevención del trastorno mental, 
atención integral e integrada que 
incluya diagnóstico, tratamiento y 
rehabilitación en salud para todos 
los trastornos mentales.

Artículo 6°. e niciones. Para la 
aplicación de la presente ley se tendrán 

Artículo 6°. Definiciones. Para 
la aplicación de la presente ley se 
tendrán en cuenta las siguientes 

1. Promoción de la salud mental. 
La promoción de la salud mental 
es una estrategia intersectorial y 
un conjunto de procesos orientados 
hacia la transformación de los de-
terminantes de la Salud Mental que 
afectan la calidad de vida, en procura 
de la satisfacción de las necesidades 
y los medios para mantener la salud, 
mejorarla y ejercer control de la 
misma en los niveles individual 
y colectivo teniendo en cuenta el 
marco cultural colombiano.
2. Prevención del trastorno mental. 
La Prevención del trastorno mental 
hace referencia a las intervenciones 
tendientes a impactar los factores de 
riesgo relacionados con la ocurrencia 
de trastornos mentales, enfatizando 
en el reconocimiento temprano de 
factores protectores y de riesgo, en 
su automanejo y está dirigida a los 
individuos y familias.
3. Atención integral e integrada en 
salud mental. La atención integral 
en salud mental es la concurrencia 
del talento humano y los recursos 
su cientes y pertinentes en salud 
para responder a las necesidades 
de salud mental de la población, 
incluyendo la promoción, pre-
vención, diagnóstico precoz, tra-
tamiento, rehabilitación en salud 
e inclusión social.
La atención integrada hace re-
ferencia a la conjunción de los 
distintos niveles de complejidad, 
complementariedad y continuidad 
en la atención en salud mental, 
según las necesidades de salud de 
las personas.
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TEXTO DEL PROYECTO
MODIFICACIONES PRO-
PUESTAS PARA PRIMER 

DEBATE
1. Trastornos mentales. Para los 
efectos de la presente ley se entiende 
trastorno mental como una alteración 
de los procesos cognitivos y afectivos 
del desenvolvimiento considerado 
como normal con respecto al grupo 
social de referencia del cual proviene 
el individuo. Esta alteración se mani-

del comportamiento, de la facultad de 
reconocer la realidad y de adaptarse a 
las condiciones de la vida.
2. Discapacidad mental. Se presenta 
en una persona que padece limitacio-
nes psíquicas o de comportamiento; 
que no le permiten en múltiples oca-
siones comprender el alcance de sus 

acciones o tareas, y para participar 
en situaciones vitales. La discapaci-
dad mental de un individuo, puede 
presentarse de manera transitoria o 

criterios clínicos del equipo médico 
tratante.
3. Problema psicosocial. Un proble-
ma psicosocial o ambiental puede ser 
un acontecimiento vital negativo, una 

situación de estrés familiar o interper-

social o los recursos personales, u otro 
problema relacionado con el contexto 
en que se han desarrollado alteraciones 
experimentadas por una persona.

4. Rehabilitación psicosocial. Es un 
proceso que facilita la oportunidad a 
individuos -que están deteriorados, 
discapacitados o afectados por el han-
dicap -o desventaja- de un trastorno 
mental-para alcanzar el máximo nivel 
de funcionamiento independiente en 
la comunidad. Implica a la vez la 
mejoría de la competencia indivi-
dual y la introducción de cambios 
en el entorno para lograr una vida 
de la mejor calidad posible para la 
gente que ha experimentado una un 
trastorno psíquico, o que padece un 
deterioro de su capacidad mental que 
produce cierto nivel de discapacidad. 
La Rehabilitación Psicosocial apunta 
a proporcionar el nivel óptimo de 
funcionamiento de individuos y 
sociedades, y la minimización de 
discapacidades, dishabilidades y 
handicap, potenciando las elecciones 
individuales sobre cómo vivir satisfac-
toriamente en la comunidad. 

4. Trastorno mental. Para los efec-
tos de la presente ley se entiende tras-
torno mental como una alteración de 
los procesos cognitivos y afectivos 
del desenvolvimiento considerado 
como normal con respecto al grupo 
social de referencia del cual proviene 
el individuo. Esta alteración se mani-

del comportamiento, de la facultad 
de reconocer la realidad y de adap-
tarse a las condiciones de la vida.
5. Discapacidad mental. Se pre-
senta en una persona que padece 
limitaciones psíquicas o de com-
portamiento; que no le permiten en 
múltiples ocasiones comprender el 

-
tad para ejecutar acciones o tareas, y 
para participar en situaciones vitales. 
La discapacidad mental de un indi-
viduo, puede presentarse de manera 
transitoria o permanente, la cual es 

equipo médico tratante.
6. Problema psicosocial. Un 
problema psicosocial o ambiental 
puede ser un acontecimiento vital 

ambiental, una situación de estrés 
familiar o interpersonal, una insu-

recursos personales, u otro problema 
relacionado con el contexto en que 
se han desarrollado alteraciones 
experimentadas por una persona.
7. Rehabilitación psicosocial. Es un 
proceso que facilita la oportunidad a 
individuos -que están deteriorados, 
discapacitados o afectados por 
el handicap -o desventaja- de un 
trastorno mental-para alcanzar el 
máximo nivel de funcionamiento 
independiente en la comunidad. 
Implica a la vez la mejoría de la com-
petencia individual y la introducción 
de cambios en el entorno para lograr 
una vida de la mejor calidad posible 
para la gente que ha experimentado 
una un trastorno psíquico, o que 
padece un deterioro de su capacidad 
mental que produce cierto nivel de 
discapacidad. La Rehabilitación 
Psicosocial apunta a proporcionar 
el nivel óptimo de funcionamiento 
de individuos y sociedades, y la 
minimización de discapacidades, 
dishabilidades y handicap, poten-
ciando las elecciones individuales 
sobre cómo vivir satisfactoriamente 
en la comunidad. 

Artículo 7°. Principios. La Atención 
Integral en Salud Mental se realizará 
con sujeción a los principios de 
universalidad, solidaridad, igualdad, 
obligatoriedad, prevalencia de dere-
chos, enfoque diferencial, equidad, 
calidad, eficiencia, participación 
social, progresividad, libre escogen-
cia, sostenibilidad, transparencia, 
descentralización administrativa, 
complementariedad y concurrencia, 
corresponsabilidad, irrenunciabilidad, 
intersectorialidad, prevención y con-
tinuidad contemplados en el artículo 
3° de la Ley 1438 de 2011. 

ELIMINADO

Artículo 8°. Interpretación y apli-
cación. Harán parte integral de la 
presente ley las normas contenidas 
en la Constitución Política y en los 
tratados o convenios internacionales 

la Declaración Universal de los Dere-
chos Humanos, el Pacto Internacional 
de Derechos Civiles y Políticos, el 
Pacto Internacional de Derechos

ELIMINADO

TEXTO DEL PROYECTO
MODIFICACIONES PRO-
PUESTAS PARA PRIMER 

DEBATE
Artículo 8°. Interpretación y apli-
cación. Harán parte integral de la 
presente ley las normas contenidas 
en la Constitución Política y en los 
tratados o convenios internacionales 

la Declaración Universal de los Dere-
chos Humanos, el Pacto Internacional 
de Derechos Civiles y Políticos, el 
Pacto Internacional de Derechos 
Económicos Sociales y Culturales, 
Convención Sobre la Eliminación de 
Todas las Formas de Discriminación 
contra la Mujer, Convención sobre 
los Derechos del Niño, Convención 
contra la Tortura y otros Tratos o Penas 
Crueles, inhumanos o Degradantes, la 
Declaración Americana de Derechos y 
Deberes del Hombre, la Convención 
Interamericana de Derechos Huma-
nos, la Convención Interamericana 
para Prevenir y Sancionar la Tortura, 
la Carta de Ottawa, y la Declaración 
de Caracas de la Organización Pana-
mericana de la Salud y los Principios 
de Brasilia y demás normas e Instru-
mentos Internacionales de Derechos 

Artículo 9°. Derechos de las perso-
nas. Además de los Derechos consig-
nados en la Constitución Política, el 
bloque de constitucionalidad y la ley 
general de Seguridad Social en Salud 
son derechos de las personas en el 
ámbito de la Salud Mental:
1. Derecho a recibir atención integral e 
integrada y humanizada por el equipo 
humano y los servicios especializados 
en salud mental.
2. Derecho a recibir información 
clara, oportuna, veraz y completa de 
las circunstancias relacionadas con 
su estado de salud, diagnóstico, tra-
tamiento y pronóstico, incluyendo el 
propósito, método, duración probable 

sus riesgos y las secuelas, de los hechos 
o situaciones causantes de su deterioro 
y de las circunstancias relacionadas 
con su seguridad social.
3. Derecho a recibir la atención es-
pecializada e interdisciplinaria y los 
tratamientos con la mejor evidencia 

4. Derecho a que las intervenciones 
sean las menos restrictivas de las 
libertades individuales de acuerdo a 
la ley vigente.
5. Derecho a tener un proceso psicote-
rapéutico, con los tiempos y sesiones 
necesarias para asegurar un trato digno 
para obtener resultados en términos de 
cambio, bienestar y calidad de vida.

6. Derecho a recibir psico-educación 
sobre su trastorno mental y las formas 
de autocuidado.
7. Derecho a recibir incapacidad la-
boral, en los términos y condiciones 
dispuestas por el profesional de la 
salud tratante, garantizando la recu-
peración en la salud de la persona.
8. Derecho a ejercer sus derechos 
civiles y en caso de incapacidad que 
su incapacidad para ejercer estos 
derechos sea determinada por un juez 
de conformidad con la ley vigente.
9. Derecho a no ser discriminado o 
estigmatizado, por su condición de 
persona sujeto de atención en salud 
mental.

Artículo 9°. Derechos de las perso-
nas. Además de los Derechos con-
signados en la Constitución Política, 
el bloque de constitucionalidad y la 
Ley General de Seguridad Social en 
Salud son derechos de las personas 
en el ámbito de la Salud Mental:
1. Derecho a recibir atención inte-
gral e integrada y humanizada por 
el equipo humano y los servicios 
especializados en salud mental.
2. Derecho a recibir información 
clara, oportuna, veraz y completa 
de las circunstancias relacionadas 
con su estado de salud, diagnóstico, 
tratamiento y pronóstico, incluyendo 
el propósito, método, duración pro-

como sus riesgos y las secuelas, de 
los hechos o situaciones causantes de 
su deterioro y de las circunstancias 
relacionadas con su seguridad social.
3. Derecho a recibir la atención es-
pecializada e interdisciplinaria y los 
tratamientos con la mejor evidencia 

4. Derecho a que las intervenciones 
sean las menos restrictivas de las 
libertades individuales de acuerdo 
a la ley vigente.
5. Derecho a tener un proceso 
psicoterapéutico, con los tiempos y 
sesiones necesarias para asegurar un 
trato digno para obtener resultados 
en términos de cambio, bienestar y 
calidad de vida.
6. Derecho a recibir psico-educación 
sobre su trastorno mental y las for-
mas de autocuidado.
7. Derecho a recibir incapacidad la-
boral, en los términos y condiciones 
dispuestas por el profesional de la 
salud tratante, garantizando la recu-
peración en la salud de la persona.
8. Derecho a ejercer sus derechos 
civiles y en caso de incapacidad que 
su incapacidad para ejercer estos 
derechos sea determinada por un juez 
de conformidad con la ley vigente.
9. Derecho a no ser discriminado 
o estigmatizado, por su condición 
de persona sujeto de atención en 
salud mental.
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10. Derecho a recibir o rechazar ayuda 
espiritual o religiosa de acuerdo con 
sus creencias.
11. Derecho a mantener el vínculo con 
el sistema educativo y el empleo, y no 
ser excluido por causa de su trastorno 
mental.
12. Derecho a recibir el medicamen-

terapéuticos o diagnósticos y nunca 
como castigo.
13. Derecho a exigir que sea tenido en 
cuenta el consentimiento informado 
para recibir el tratamiento.
14. Derecho a no ser sometido a 
ensayos clínicos ni tratamientos ex-
perimentales sin su consentimiento 
informado.

de la información relacionada con 
su proceso de atención y respetar la 
intimidad de otros pacientes.
Este catálogo de derechos deberá pu-
blicarse en un lugar visible y accesible 
de las Instituciones Prestadoras de Ser-
vicios de Salud que prestan atención en 
salud mental en el territorio nacional. 

10. Derecho a recibir o rechazar ayu-
da espiritual o religiosa de acuerdo 
con sus creencias.
11. Derecho a mantener el vínculo 
con el sistema educativo y el empleo, 
y no ser excluido por causa de su 
trastorno mental.
12. Derecho a recibir el medicamento 

-
rapéuticos o diagnósticos y nunca 
como castigo.
13. Derecho a exigir que sea tenido 
en cuenta el consentimiento infor-
mado para recibir el tratamiento.
14. Derecho a no ser sometido a 
ensayos clínicos ni tratamientos ex-
perimentales sin su consentimiento 
informado.

de la información relacionada con 
su proceso de atención y respetar la 
intimidad de otros pacientes.
Este catálogo de derechos deberá 
publicarse en un lugar visible y 
accesible de las Instituciones Pres-
tadoras de Servicios de Salud que 
brindan atención en salud mental 
en el territorio nacional. 

Artículo 10. Promoción de la salud 
mental. La promoción de la salud 
mental es una estrategia intersectorial 
y un conjunto de procesos orientados 
hacia la transformación de los de-
terminantes de la Salud Mental que 
afectan la calidad de vida, en procura 
de la satisfacción de las necesidades 
y los medios para mantener la salud, 
mejorarla y ejercer control de la misma 
en los niveles individual y colectivo 
teniendo en cuenta el marco cultural 
colombiano.

ELIMINADO

Artículo 11. De la promoción de 
la salud mental y prevención de la 
enfermedad mental. El Ministerio de 
la Protección Social o la entidad que 
haga su veces, establecerá las accio-
nes en promoción en salud mental y 
prevención de la enfermedad mental, 
que deban incluirse en los planes 
decenales y nacionales para la salud 
pública, planes territoriales y planes 
de intervenciones colectivas, garanti-
zando el acceso a todos los ciudadanos 
y las ciudadanas, dichas acciones 
serán de obligatoria implementación 
por parte de los entes territoriales, 
Entidades Promotoras de Salud, Ins-
tituciones Prestadoras de Servicios de 
Salud, Administradoras de Riesgos 
Profesionales, Empresas Sociales 
del Estado y tendrán seguimiento y 
evaluación a través de indicadores en 
su implementación.

La Superintendencia Nacional de 
Salud ejercerá las acciones de inspec-
ción, vigilancia y control respecto de 
lo ordenado en el presente artículo. 

Artículo 11. De la promoción de 
la salud mental y prevención del 
trastorno mental. El Ministerio de 
la Protección Social o la entidad 
que haga su veces, establecerá las 
acciones en promoción en salud 
mental y prevención del trastorno 
mental, que deban incluirse en los 
planes decenales y nacionales para 
la salud pública, planes territoriales y 
planes de intervenciones colectivas, 
garantizando el acceso a todos los 
ciudadanos y las ciudadanas, dichas 
acciones serán de obligatoria im-
plementación por parte de los entes 
territoriales, Entidades Promotoras 
de Salud, Instituciones Prestadoras 
de Servicios de Salud, Administra-
doras de Riesgos Profesionales, Em-
presas Sociales del Estado y tendrán 
seguimiento y evaluación a través de 
indicadores en su implementación.
Así mismo, el Ministerio tendrá 
la responsabilidad de promover y 
concertar con los demás sectores 
aquellas políticas, planes y pro-
gramas necesarios para garantizar 
la satisfacción de los derechos 
fundamentales y el desarrollo y 
uso de las capacidades mentales 
para todos los ciudadanos.
La Superintendencia Nacional de Sa-
lud ejercerá las acciones de inspec-
ción, vigilancia y control respecto de 
lo ordenado en el presente artículo. 

TEXTO DEL PROYECTO
MODIFICACIONES PRO-
PUESTAS PARA PRIMER 

DEBATE
Artículo 13. Promoción de la salud 
mental y prevención de la enfermedad 
mental en el ámbito laboral. Las Ad-
ministradoras de Riesgos Profesiona-
les deben generar planes y programas 
de promoción y prevención en salud 
mental, así como la intervención y 
monitoreo permanente de la exposi-
ción a factores de riesgo psicosocial 
en el trabajo para potencializar la salud 
mental de los trabajadores.
El Ministerio de la Protección Social o 

los lineamientos para el diseño y for-
mulación de estos planes y programas 
en un término no mayor a seis (6) 
meses, a partir de la promulgación 
de la presente ley.
Asimismo, la Dirección Técnica de 
Riesgos Profesionales vigilará el 
cumplimiento de lo ordenado en el 
presente artículo. 

Artículo 13. Promoción de la salud 
mental y prevención del trastorno 
mental en el ámbito laboral. Los 
Empleadores con la asesoría y 
asistencia técnica indelegable de 
las Administradoras de Riesgos 
Profesionales deben generar planes 
y programas de promoción y pre-
vención en salud mental, así como 
la intervención y monitoreo perma-
nente de la exposición a factores de 
riesgo psicosocial en el trabajo para 
proteger, mejorar y recuperar la salud 
mental de los trabajadores.
El Ministerio de Salud y Protec-
ción Social
para el diseño y formulación de estos 
planes y programas en un término no 
mayor a seis (6) meses, a partir de 
la promulgación de la presente ley.
Asimismo, vigilará el cumplimien-
to de lo ordenado en el presente 
artículo”. 

Artículo 14. Atención integral e in-
tegrada en salud mental. La atención 
integral en salud mental es la concu-

pertinentes en salud para responder a 
las necesidades de salud mental de la 
población, incluyendo la promoción, 
prevención, diagnóstico precoz, tra-
tamiento, rehabilitación psicosocial 
e inclusión social.
La atención integrada hace referencia 
a la conjunción de los distintos niveles 
de complejidad, complementariedad 
y continuidad en la atención en salud 
mental, según las necesidades de salud 
de las personas.

ELIMINADO

Artículo 15. Responsabilidad en 
la atención integral e integrada en 
salud mental. El Ministerio de la 
Protección Social o la entidad que 
haga sus veces, adoptará el modelo 
de atención integral e integrada, los 
protocolos de atención y las guías 
de atención en salud mental para dar 
cumplimiento a la garantía en salud 
mental establecida en la presente ley.

Igualmente asignará prioridad al 
diseño y ejecución de programas 
alternativos de atención y protección 
a las personas con trastornos mentales 
severos y a sus familias.
Dichos modelos, protocolos y guías 
serán expedidos mediante actos 

epidemiológico nacional y se ajusta-
rán periódicamente siempre que las 
necesidades y dinámicas del servicio 
así lo exijan.
El Ministerio de la Protección Social 
o la entidad que haga sus veces, ten-
drá un término de ocho (8) meses a 
partir de la fecha de expedición de la 
presente ley, para expedir tales actos 
administrativos. 

Artículo 15. Responsabilidad en 
la atención integral e integrada 
en salud mental. El Ministerio de 
Salud y Protección Social, adoptará 
en el marco de la Atención Primaria 
en Salud el modelo de atención 
integral e integrada, los protocolos 
de atención y las guías de atención 
integral en salud mental para dar 
cumplimiento a la garantía en salud 
mental establecida en la presente ley.
Dichos protocolos y guías inclui-
rán los principales problemas y 
trastornos, los procesos y procedi-
mientos para su implementación, 
ajustándolos periódicamente 
siempre que las necesidades y 
dinámicas del servicio así lo exijan.
Igualmente, asignará prioridad al 
diseño y ejecución de programas al-
ternativos de atención y protección a 
las personas con trastornos mentales 
severos y a sus familias. 



GACETA DEL CONGRESO  945  Martes, 6 de diciembre de 2011 Página 7

TEXTO DEL PROYECTO
MODIFICACIONES PRO-
PUESTAS PARA PRIMER 

DEBATE
Artículo 17. Prolongación de la 
internación. Cuando una persona 
requiera internación mayor a treinta 
(30) días, esta circunstancia será 
evaluada por un grupo de médicos 

parte del cuerpo administrativo de la 
Institución Prestadora de Servicios 
de Salud que avale tal decisión en un 
término no superior a tres días.
Dicho concepto será vinculante para la 
EPS. En caso de prolongarse más de 
ciento veinte (120) días, se comunicará 
al ministerio público en cabeza de la 
Procuraduría General de la Nación 
o Personerías Distritales y Munici-
pales, los motivos que fundamentan 
tal decisión.

ELIMINADO

Artículo 18. Incapacidad mayor 
a 180 días. Cuando una persona 
supere los ciento ochenta (180) 
días consecutivos de incapacidad y 
pertenezca al régimen contributivo, 
la EPS deberá remitir el concepto 
emitido por el profesional tratante a 
la Administradora de Pensiones a la 

de Riesgos Profesionales según sea 

ELIMINADO

Artículo 19. Adicciones. El tratamien-
to de las adicciones es parte funda-
mental de las acciones de promoción 
de la salud mental y prevención de 
la enfermedad mental, así como de 
la atención integrada e integral y de 
la política pública de Salud Mental.
El Ministerio de la Protección Social 
o la entidad que haga sus veces, 
determinará en un término no mayor 
a ocho (8) meses los lineamientos 
técnicos para dar cumplimiento a lo 
consignado en este artículo. 

ELIMINADO

Artículo 20. Red integral de presta-
ción de servicios en salud mental. De 
conformidad con lo establecido en los 
artículos 60, 61, 62, 63, 64 de la Ley 
1438 de 2011 los Entes Territoriales, 
Empresas Promotoras de Salud de los 
regímenes contributivo y subsidiado 
deberán disponer de una red integral 
de prestación de servicios de salud 
mental pública y privada de servicios 
integrales en salud mental, que estén 
articulados y coordinados bajo un sis-
tema de referencia y contrarreferencia 
en el marco de un modelo de atención 
integral que garantice calidad y calidez 
en la atención de una manera oportu-

de fácil accesibilidad a servicios de 
promoción, prevención, detección 
temprana, diagnóstico, intervención, 
cuidado y rehabilitación psicosocial 
en salud mental.
Los entes territoriales, las empresas 
promotoras de salud de los regímenes 
contributivo y subsidiado, las admi-
nistradoras de riesgos profesionales, 
podrán asociarse para prestar estos 
servicios, siempre que garanticen 
calidad, oportunidad, complementa-
riedad y continuidad en la prestación 
de los servicios de salud mental a las 
personas de cada territorio. 

Artículo 20. Red integral de 
prestación de servicios en salud 
mental. Los Entes Territoriales, 
Empresas Promotoras de Salud 
de los regímenes contributivo y 
subsidiado deberán disponer de 
una red integral de prestación de 
servicios de salud mental pública 
y privada, como parte de la red 
de servicios generales de salud.
Esta red prestará sus servicios 
en el marco de la estrategia de 
Atención Primaria en salud con 
un modelo de atención integral en 
todos los niveles de complejidad 
que garantice calidad y calidez en 
la atención de una manera oportuna, 

fácil accesibilidad a servicios de 
promoción, prevención, detección 
temprana, diagnóstico, intervención, 
tratamiento y rehabilitación en 
salud mental.
Esta red estará articulada y 
coordinada bajo un sistema de 
referencia y contrarreferencia que 
garantice el retorno efectivo de los 
casos al primer nivel de atención.
Los entes territoriales, las empresas 
promotoras de salud de los regí-
menes contributivo y subsidiado, 
las administradoras de riesgos 
profesionales, podrán asociarse para 
prestar estos servicios, siempre que 
garanticen calidad, oportunidad, 
complementariedad y continuidad 
en la prestación de los servicios de 
salud mental a las personas de cada 
territorio. 

TEXTO DEL PROYECTO
MODIFICACIONES PRO-
PUESTAS PARA PRIMER 

DEBATE
Artículo 21. Modalidades y servicios 
de atención integral en salud mental. 
La red integral de prestación de servi-
cios en salud mental debe incluir las 
siguientes modalidades y servicios, 
sin perjuicio de nuevas modalidades y 
servicios que en lo sucesivo establezca 
el Ministerio de la Protección Social 
para el mejoramiento continuo de la 
red, así:
1. Atención prehospitalaria. Se de-

urgencia, emergencia y/o desastre 
que puede incluir o no el traslado de 
las personas que por su condición de 
afectación mental así lo requieran, la 
cual debe ser garantizada en todo el 
territorio nacional, donde no solo se 
contemple la crisis por enfermedad 
mental sino también su necesidad 
por las condiciones contextuales que 
integren dicha afectación mental las 
cuales ponen en riesgo su salud física, 
mental y social.
2. Urgencia de Psiquiatría. Es un 
servicio de Servicio de veinticuatro 
(24) horas de atención inmerso en 
institución de prestación de servicios 
de salud de segundo y tercer nivel 
dirigido al manejo de las patologías 
psiquiátricas en momento de urgencia. 
Cuenta con Médico Psiquiatra vein-
ticuatro (24) horas y apoyo continuo 
desde el área de enfermería.
3. Unidades de Salud Mental. Son 
unidades de hospitalización para per-
sonas con patología mental en estado 
de crisis: afectación a su integridad, 
intento autolesivo o suicida, psicosis 
reactiva, etc. que comprende una esta-
día breve entre 15 y 30 días máximo, 
en la que se resuelve la crisis y se da 
paso al tratamiento en servicios ambu-
latorios. Las unidades de salud mental 
no podrán superar los 50 pacientes en 
una institución.
4. Hospital de Día para Niñas, Niños 
y Adolescentes. Servicio que ofrece 
atención a menores de edad con pa-
tología mental, en jornada diurna, sin 
separar al menor de su medio escolar, 
familiar y social, integrando diferentes 
abordajes integrales para niños, niñas y 
adolescentes con trastorno emocional 
severo, trastornos generalizados del 
desarrollo, trastornos de conducta 
y otros. 
5. Hospital de Día para Adultos: Es un 
servicio que ofrece atención diurna a 
adultos con patología mental, en el 
cual se realizan las mismas actividades 
que en el servicio hospitalario, con la 
diferencia del retorno del paciente a su 
hogar cada tarde, este tipo de atención 
representa un estadio intermedio entre 
el internamiento y una vida relativa-
mente independiente en la comunidad, 
es dirigido a personas con enfermedad 
mental crónica.
6. Centro de Atención en Drogadic-
ción: Es un servicio que se presta en 
modalidad ambulatoria o residencial 

-
cidad del consumo y dependencia de 
las sustancias psicoactivas para niños, 
jóvenes o adultos que consumen y han 
generado algún tipo de dependencia 
a las sustancias psicoactivas y que 
requieren de intervención interdis-
ciplinaria mediante la aplicación de 
un determinado modelo o enfoque 
de atención, basado en evidencia, así 
como de orientación y apoyo de su 
red familiar o social.

Artículo 21. Modalidades y servi-
cios de atención integral e integrada 
en salud mental. La red integral 
de prestación de servicios en salud 
mental debe incluir las siguientes 
modalidades y servicios, integradas 
a los servicios generales de salud 
de las Instituciones Prestadoras 
de Servicios de Salud:
1. Atención ambulatoria.
2. Atención domiciliaria.
3. Atención prehospitalaria.
4. Centro de Atención en Droga-
dicción.
5. Centro de Salud Mental Comu-
nitario.
6. Grupos de Apoyo.
7. Hospital de Día para adultos.
8. Hospital de Día para Niñas, Niños 
y Adolescentes.
9. Rehabilitación basada en co-
munidad
10. Unidades de Salud Mental.
11. Urgencia de Psiquiatría.
Parágrafo. El Ministerio de Salud 
y Protección Social en el marco del 
Sistema obligatorio de garantía de 
calidad de atención en salud estable-
cerá nuevas modalidades y servicios 
para la atención integral e integrada 
en Salud Mental en la perspectiva de 
mejoramiento continuo de la red. 
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TEXTO DEL PROYECTO
MODIFICACIONES PRO-
PUESTAS PARA PRIMER 

DEBATE
7. Centro de Salud Mental Comunita-
rio: Es un centro que irradia su acción a 
la comunidad y ejerce la prevención de 
salud mental con un enfoque de aten-
ción primaria en salud mental. Realiza 
acciones de promoción, prevención, 
tratamiento y rehabilitación de baja 
complejidad, pero a la vez interviene 
la casa, la escuela, en talleres y centros 
laborales y recreativos.
8. Grupos de Apoyo: Son grupos 
conformados por personas egresadas 
de diferentes servicios de atención y 
reciben en esta modalidad, el apoyo y 
la atención necesarios entre el hospital 
y la vida en sociedad. La Red Integral 
de Prestación de Servicios, garantizará 
la conformación de los grupos de 
apoyo y canalizará a las personas con 
trastorno mental, y otras personas que 
lo requieran, como personas víctimas 
de violencias, personas con consumo 
de sustancias psicoactivas, entre otros, 
sus familias o cuidadores.
9. Atención ambulatoria: Incluye 
los servicios de consulta externa, 
en las diferentes áreas dirigidas a 
la salud mental entre ellas: consulta 
ambulatoria de psiquiatría, psicología, 
trabajo social, terapia ocupacional y 
del lenguaje.
10. Atención domiciliaria: Es una 
modalidad de atención en el domicilio, 
dirigido a personas con enfermedad 
mental crónica que por razón de su 
enfermedad o discapacidad, o por 

de apoyo no pueden desplazarse al 
servicio de atención. Tiene en cuenta 
al grupo primario de apoyo del pa-
ciente optimizando sus condiciones 
de convivencia y de calidad de vida.
11. Rehabilitación basada en comuni-
dad: Es un enfoque extenso que abarca 
desde la prevención, promoción y la 
rehabilitación en la atención de salud 
primaria, constituye una estrategia 
de desarrollo comunitario, se lleva 
a cabo por medio de los esfuerzos 
combinados de las propias personas, 
de sus familias y comunidades, y de los 
servicios de salud correspondientes. 
Artículo 23. Puerta de entrada a la 
red. El primer nivel de atención será 
la puerta de entrada al sistema, el cual 
debe garantizar el acceso equitativo a 
servicios esenciales para la población, 
proveer cuidado integral buscando 
resolver la mayoría de las necesidades 
y demandas de salud de la población 
a lo largo del tiempo y durante todo 
el ciclo vital, además de integrar los 
cuidados individuales, colectivos y 
los programas focalizados en riesgos 

Las acciones en este nivel se desa-
rrollan en diferentes ámbitos, como 
los hogares, las escuelas, los lugares 
de trabajo, la comunidad en general e 
Instituciones Prestadoras de Servicios 
de Salud.

Artículo 23. Puerta de entrada a 
la red. El primer nivel de atención 
es la puerta de entrada al sistema, el 
cual debe garantizar el acceso equi-
tativo a servicios esenciales para la 
población, proveer cuidado integral 
buscando resolver la mayoría de las 
necesidades y demandas de salud de 
la población a lo largo del tiempo y 
durante todo el ciclo vital, además 
de integrar los cuidados individuales, 
colectivos y los programas foca-

salud mental.
Las acciones en este nivel tienen 
entradas desde múltiples ámbitos 
e instancias a nivel local tales 
como los hogares, las escuelas, los 
lugares de trabajo, la comunidad.

Artículo 24. Estandarización de 
procesos y procedimientos. Los entes 

-
darizar los mecanismos, procesos y 
procedimientos administrativos y asis-
tenciales prioritarios para acceder a los 
servicios de la red de salud mental.
El Ministerio de la Protección Social 
o la entidad que haga sus veces, 
deberá expedir los lineamientos para 
tal efecto, en un término no mayor a 
seis (6) meses a partir de la entrada en 
vigencia de la presente ley. 

Artículo 24. Estandarización de 
procesos y procedimientos. Los 

y estandarizar los mecanismos, 
procesos y procedimientos adminis-
trativos y asistenciales prioritarios 
para acceder a los servicios de la 
red de salud mental.
El Ministerio de Salud y Pro-
tección Social deberá expedir los 
lineamientos para tal efecto, en 
un término no mayor a catorce 
(14) meses a partir de la entrada en 
vigencia de la presente ley. 

TEXTO DEL PROYECTO
MODIFICACIONES PRO-
PUESTAS PARA PRIMER 

DEBATE
Artículo 25. Mecanismos de se-
guimiento y evaluación. Los entes 
territoriales deberán establecer los 
mecanismos, espacios, instrumentos 
e indicadores de seguimiento y mo-
nitoreo del funcionamiento de la red 

ajuste oportuno. Estos mecanismos 
deben la participación de la ciudadanía 
y espacios de rendición de cuentas.
El Ministerio de la Protección Social 
o la entidad que haga sus veces, de-
berá expedir los lineamientos para tal 
efecto, en un término no mayor a seis 
(6) meses a partir de la promulgación 
de la presente ley. 

Artículo 25. Mecanismos de se-
guimiento y evaluación. Los entes 
territoriales deberán establecer los 
mecanismos, espacios, instrumen-
tos e indicadores de seguimiento y 
monitoreo del funcionamiento de 
la red de servicios en salud mental, 

mecanismos deben la participación 
de la ciudadanía y espacios de ren-
dición de cuentas.
El Ministerio de Salud y Pro-
tección Social o la entidad que 
haga sus veces, deberá expedir los 
lineamientos para tal efecto, en un 
término no mayor a catorce (14) 
meses a partir de la promulgación 
de la presente ley. 

Artículo 26. Equipo interdisciplina-
rio. Las Instituciones Prestadoras de 
Servicios de Salud en Salud Mental 
públicas y privadas, de acuerdo con 
las diferentes modalidades, niveles 
de atención y grados de compleji-
dad deberán disponer de un equipo 

conformado por: Psiquiatría, Psi-
cología, Trabajo Social, Terapia 
Ocupacional, Enfermería, Médico 
General, entre otros, de acuerdo al 

de recursos, para satisfacer las ne-
cesidades de la ciudadanía en los 
servicios de promoción y prevención 
de la enfermedad, detección precoz, 
evaluación, diagnóstico, tratamiento 
y rehabilitación psicosocial.

Artículo 26. Equipo interdiscipli-
nario. Las Instituciones Prestadoras 
de Servicios de Salud en Salud Men-
tal públicas y privadas, deberán dis-
poner de un equipo interdisciplinario 
idóneo, pertinente 
la satisfacción de las necesidades de 
las personas en los servicios de pro-
moción de la salud y prevención del 
trastorno mental, detección precoz, 
evaluación, diagnóstico, tratamiento 
y rehabilitación en salud.
Los equipos interdisciplinarios 
estarán conformados por: Psiquiatría, 
Psicología, Trabajo social, Terapia 
Ocupacional, Enfermería, Médico 
General, entre otros, atendiendo el 
nivel de complejidad y especializa-
ción requerido en cada servicio de 
conformidad con los estándares que 
para tal efecto establezca el Minis-
terio de Salud y Protección Social.

Artículo 27. Capacitación y forma-
ción de los equipos básicos en salud. 
De conformidad con el artículo 15 de 
la Ley 1438 de 2011, el Ministerio 
de la Protección Social o la entidad 
que haga sus veces y los entes terri-
toriales garantizarán la capacitación 
y formación en salud mental de los 
equipos básicos en salud, así como 
su actualización permanente.
El Ministerio de la Protección Social 
o la entidad que haga sus veces y los 
entes territoriales informarán anual-
mente el cumplimiento de lo previsto 
en este artículo al Consejo Nacional 
de Talento Humano en Salud, para lo 
de su competencia. 

Artículo 27. Capacitación y forma-
ción de los equipos básicos en salud. 
De conformidad con el artículo 15 de 
la Ley 1438 de 2011, el Ministerio 
de Salud y Protección Social y los 
entes territoriales garantizarán la 
capacitación y formación en salud 
mental de los equipos básicos en 
salud, así como su actualización 
permanente.
El Ministerio de Salud y Protec-
ción Social y los entes territoriales 
informarán anualmente el cum-
plimiento de lo previsto en este 
artículo al Consejo Nacional de 
Talento Humano en Salud, para lo 
de su competencia. 

Artículo 29. Protección especial al 
talento humano que trabaja en salud 
mental. El Ministerio de la Protección 
Social o la entidad que haga sus veces, 
determinará y reglamentará en un 
término no mayor a ocho (8) meses, 
las acciones relacionadas con las me-
didas sociales y físicas que propendan 
por la prevención y protección de los 
trabajadores de la salud mental, cuya 
labor se relacione con la ejecución de 
actividades con exposición al riesgo 
psicosocial tales como, atención di-
recta de casos de violencias fatales y 
no fatales y atención psicosocial en 
situaciones de urgencia, emergencia 
y desastres.
Estas medidas se ajustarán anualmente 
de acuerdo a las necesidades y diná-
micas del servicio.

Artículo 29. Protección especial 
al talento humano que trabaja en 
salud mental. Las Administra-
doras de Riesgos Profesionales, 
de conformidad con el per l de 
riesgo identi cado, implementa-
rán las acciones que propendan 
por la prevención y protección 
de los trabajadores de la salud 
mental cuya labor se relacione 
con la ejecución de actividades 
con exposición a riesgo psicosocial 
tales como atención directa de 
casos de violencias fatales y no 
fatales y atención psicosocial en 
situaciones de urgencia, emergen-
cia y desastres. Estas acciones se 
ajustarán anualmente de acuerdo 
a las necesidades y dinámicas del 
servicio.
El Ministerio de la Salud y Pro-
tección Social determinará los 
lineamientos técnicos para llevar 
a cabo esta implementación en un 
término no mayor a ocho (8) meses 
a partir de la promulgación de la 
presente ley. 
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TEXTO DEL PROYECTO
MODIFICACIONES PRO-
PUESTAS PARA PRIMER 

DEBATE
Artículo 34. Reconocimiento. Reco-
nózcase que la adicción al consumo 
de drogas psicoactivas es una enfer-
medad que requiere atención integral 
por parte del Estado, conforme a la 
normatividad vigente.
Toda persona que sufra de adicción a 
las sustancias psicoactivas tendrá de-
recho a ser atendida por las Entidades 
que conforman el Sistema General de 
Seguridad Social en Salud, en lo de 
su respectiva competencia de acuerdo 
con la normatividad vigente y la que 
en lo sucesivo expida el Ministerio de 
la Protección Social o la entidad que 
haga sus veces. 

ELIMINADO

Artículo 35. Centros de atención 
en drogadicción. La atención de las 
personas que sufran de adicción a las 
sustancias psicoactivas se realizará 
a través de Centros de Atención en 
Drogadicción, CAD, o Servicios de 
Farmacodependencia debidamente 
habilitados.
Las instituciones que ofrezcan pro-
gramas de atención a personas con 
adicción a las sustancias psicoactivas, 
cualquiera que sea su naturaleza jurí-
dica u objeto social, deberán cumplir 
con las condiciones de habilitación 
establecidas en relación con los res-
pectivos servicios ofrecidos.

ELIMINADO

Artículo 47. Discapacidad mental. 
Cuando el grado de severidad de un 
trastorno mental genere discapacidad 
transitoria o permanente en la persona, 
esta tendrá derecho a ejercer todas las 
garantías establecidas en las normas 
vigentes.

ELIMINADO

Artículo 49. Financiamiento. El Mi-
nisterio de Hacienda y Crédito Públi-
co, en coordinación con el Ministerio 
de la Protección Social, apropiará y 
asignará los recursos para la adopción 
y ejecución de la presente ley.

ELIMINADO

Artículo 51. Eliminación de cuotas 
moderadoras, copagos o cuotas de 
recuperación en la prestación de 
servicios ambulatorios, hospitalarios 
y en la entrega de medicamentos. A 
partir de la vigencia de la presente ley 
elimínense en el Sistema General de 
Seguridad Social el cobro de cuotas 
moderadoras, copagos o cuotas de 
recuperación para las atenciones en 
salud mental, tanto a cotizantes como 

y a la población no cubierta por sub-
sidios a la demanda, con trastornos 
mentales crónicos por concepto de 
la prestación de servicios de salud 
ambulatorios, hospitalarios de salud, 
incluyendo la entrega de medicamen-
tos o de exámenes diagnósticos.

ELIMINADO

VII. JUSTIFICACIÓN DEL PLIEGO  
DE MODIFICACIONES

Artículo 1°. Objeto. -
ción propuesta a este artículo se ordena el objeto 
para dotarlo de mayor claridad atendiendo a las 
líneas fundamentales que inspiran el proyecto, 
incluyendo los puntos más relevantes para lograr 
mejor comprensión al lector respecto del conteni-
do subsiguiente.

Artículo 3°. Sujetos titulares de derechos 
(ELIMINADO). Se elimina esta disposición pro-

-
zar y evitar duplicidades en la redacción. Se incor-
pora el tema de las titularidades de los derechos en 
el objeto de la ley.

Artículo 4°. Salud mental. (Pasa a ser artícu-
lo 3° -

contenida en el texto: Temas de Salud Mental en la 
Comunidad, de la OPS y OMS-Organización Pa-
namericana de la Salud y Organización Mun-
dial de la Salud-.

Artículo 5°. Garantía en salud mental. (Pasa 
a ser artículo 4°). Se propone la exclusión de la 
enumeración de los diagnósticos de patología 

1. 
CIE10 y el DSM IV.

2. 
Artículo 6°. DEFINICIONES. (PASA A SER 

Artículo 5°). -

se adicionan las de Promoción de la Salud mental, 
Prevención del Trastorno Mental y Atención inte-
gral e integrada en salud mental.

Artículo 7°. Principios. (ELIMINADO). La 
eliminación de este artículo obedece a que se con-
sidera que la remisión normativa al artículo 3° de 
la Ley 1438 de 2011 “Principios del Sistema Ge-
neral de Seguridad Social en Salud” se considera 
innecesaria toda vez que la promoción de la salud, 
la prevención del trastorno y la atención integral 
e integrada en Salud Mental debe efectuarse con 
sujeción a los principios del Sistema.

Artículo 8°. Interpretación y aplicación. (ELI-
MINADO). En virtud de lo considerado en la ju-
risprudencia de la honorable Corte Constitucional 
esta norma debe eliminarse toda vez que estos tra-
tados se consideran incorporados al ordenamiento 
jurídico colombiano, por lo anterior, se considera 
redundante.

Artículo 10. Promoción de la salud mental. 
(ELIMINADO). -
nición de promoción de la Salud Mental, dada la 
estructura del proyecto se considera más adecua-

-
niciones.

Artículo 11. De la promoción de la salud men-
tal y prevención del trastorno mental. (Pasa a ser 
artículo 7°). Como se advierte en el cuadro com-
parativo, frente a este artículo se propone la inclu-
sión de un nuevo inciso para hacerlo congruente 

En este sentido, concebir la promoción en sa-
lud como estrategia intersectorial trasciende solo 
el sector salud para permear las acciones de otros 
sectores que puedan afectar los determinantes en 
salud.

Artículo 13. Promoción de la salud mental 
y prevención del trastorno mental en el ámbito 
laboral. (Pasa a ser artículo 9°). Se plantea es-
tablecer la responsabilidad del empleador y el rol 
indelegable de la ARP frente a la generación de 
programas y planes de promoción y prevención de 
salud mental.
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Se elimina la dirección de riesgos porque es el 
Ministerio de Salud y Protección Social, la enti-
dad a la cual le corresponderá la rectoría de esta 
política.

Artículo 14. Atención integral e integrada en 
salud mental. (ELIMINADO). El artículo es la 

Salud Mental que puede ser incorporada en el artí-

Artículo 15. Responsabilidad en la atención 
integral e integrada en salud mental. (Pasa a 
ser artículo 10 en el texto puesto a considera-
ción). En este punto es necesario determinar que 

-
rá el modelo de atención en salud mental, desde 
un enfoque de APS, el cual incluirá las guías de 
atención integral para los principales problemas y 
trastornos, los procesos y procedimientos para su 
implementación.

Se elimina la temporalidad de la orden en con-
sideración a la Sentencia C-1005-08:

“48. Respecto del primer tópico, debe la Sala 
recordar cómo la jurisprudencia constitucional ha 
insistido en que someter la potestad reglamentaria 

-
-

. Según lo previsto en el referido 
precepto constitucional, la potestad reglamenta-
ria no solo radica en cabeza del Presidente de la 
República como suprema autoridad administrati-
va sino que el Presidente conserva dicha potestad 
durante todo el tiempo de vigencia de la ley con 

palabras: el legislador no puede someter a ningún 
plazo el ejercicio de la potestad reglamentaria. Al 

-
testad a un plazo, incurrió en un práctica que con-

de la Constitución Nacional, motivo por el cual la 
Sala declarará inexequible el siguiente aparte del 

“en un plazo 
no superior a seis (6) meses contados a partir de 
su entrada en vigencia”2.

Artículo 17. Prolongación de la internación. 
(ELIMINADO). En este punto se acoge el aporte 
del Ministerio de Hacienda en el sentido que se 
está planteando un nuevo esquema de evaluación 
de las necesidades de salud.

Pues tal como estaba redactado el articulado 
no es claro si son los comités de pares técnicos 

-
ración.

Artículo 18. Incapacidad mayor a 180 días. 
(ELIMINADO).

Artículo 19. Adiciones. (ELIMINADO). Este 
artículo se elimina acogiendo la observación que 
1 Consultar al respecto, Corte Constitucional. Sentencia 

C-066 de 1999.
2 CORTE CONSTITUCIONAL, C-1005 de 15 de octu-

bre de 2008, M.P. Humberto Sierra Porto. 

el Ministerio de Hacienda hiciera, el que señala 
que la adicción a las sustancias psicoactivas licitas 
e ilícitas tales como tabaquismo, alcohol estaría 
incluida en el sistema de Salud.

Artículo 20. Red integral de prestación de ser-
vicios en salud mental. (Pasa a ser artículo 12). 
Frente a este artículo se plantean las siguientes 

 En el primer inciso, se aclara que la red hace 
parte de la red de servicios de salud en general 
pues se trata de integrar los servicios de salud 
mental en la atención primaria, y que no exista una 
red alterna.

servicios deberán ser prestados de conformidad 
con la estrategia de APS con un modelo de aten-

la red deberá tener un sistema de referencia y con-
trarreferencia donde el seguimiento de los casos 
pueda hacerse en el primer nivel de atención de 
conformidad con el giro del sistema hacia la estra-
tegia de APS. 

Artículo 21. Modalidades y servicios de aten-
ción integral e integrada en salud mental. (Pasa 
a ser artículo 13). En el marco del Sistema obli-
gatorio de garantía de calidad de atención en salud 
del sistema general de seguridad social en salud 
(SOGCS) existen estas modalidades, la propuesta 
del proyecto de ley lo que hace es elevarlas al ran-
go de ley, pero bajo la perspectiva de integralidad.

En tal sentido, se opta por enumerarlas para que 
sea el Ministerio de Salud y Protección Social, en 
su calidad de entidad rectora de política pública 
de salud, la autoridad técnica llamada a revisar, 

modalidad y servicio con los prestadores y actores 
relevantes del Sistema de Salud.

En tal sentido, se opta por enumerarlas para que 
sea el Ministerio de Salud y Protección Social, en 
su calidad de entidad rectora de política pública 
de salud, la autoridad técnica llamada a revisar, 

modalidad y servicio con los prestadores y actores 
relevantes del Sistema de Salud.

Artículo 23. Puerta de entrada a la red. (Pasa 
a ser artículo 15). Se propone esta nueva redac-
ción para mostrar la articulación entre las acciones 
colectivas que se desarrollan en el Plan de Salud 
Pública de Intervenciones Colectivas, en el marco 

-
cenal de Salud Pública y las acciones individuales 
se realizan a través del POS.

Artículo 24. Estandarización de procesos y 
procedimientos. (Pasa a ser artículo 16). Se am-
plía el término para el desarrollo de las tareas re-
queridas, dado que el término propuesto pondría 
a la administración en una situación de incumpli-
miento.

Artículo 25. Mecanismos de seguimiento y 
evaluación. (Pasa a ser artículo 17). Se amplía el 
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término para el desarrollo de las tareas requeridas, 
dado que el término propuesto pondría a la admi-
nistración en una situación de incumplimiento.

Artículo 26. Equipo interdisciplinario. (Pasa 
a ser artículo 18). Se redacta para otorgarle ma-
yor claridad al texto proponiendo según la redac-
ción pareciera implicar que en todos los niveles de 
complejidad se requiere equipos interdisciplina-
rios con las características citadas en el artículo. 
Por tanto, debe revisarse pues ese requerimiento 
varía de acuerdo con el nivel de atención y las ne-
cesidades y disponibilidad de profesiones de cada 
territorio. Como se advierte, esta observación está 
muy relacionada con la organización de redes 
prestadoras en salud mental que se proponen.

Artículo 27. Capacitación y formación de los 
equipos básicos en salud. (Pasa a ser artículo 
19).
la denominación del Ministerio Protección dada la 
escisión que se surtiera sobre este ministerio.

Artículo 29. Protección especial al talen-
to humano que trabaja en salud mental. (Pasa 
a ser artículo 21).
las acciones de protección del trabajador de salud 
mental estarían a cargo de las Administradoras de 

-
go establecido.

Artículo 34. Reconocimiento. (ELIMI-
NADO).

Artículo 35. Centros de atención en drogadic-
ción. (ELIMINADO).

Artículo 47. Discapacidad mental. (ELIMI-
NADO).

Artículo 49. Financiamiento. (ELIMINA-
DO). Se propone la eliminación de este artículo 

Sistema General de Seguridad Social en Salud.
Artículo 51. Eliminación de cuotas modera-

doras, copagos o cuotas de recuperación en la 
prestación de servicios ambulatorios, hospitala-
rios y en la entrega de medicamentos. (ELIMI-
NADO). Se propone la eliminación de este artícu-
lo por considerar que:

en “la racionalización del uso de los servicios de 
salud” (Arenas, 2010.)

usuario está obligado a pagar cuotas moderadoras 
por los servicios en el POS-S.

del Sisbén.

todo el POS-S se requiere una evaluación ex- ante 
que dé cuenta de su impacto frente a la carga de 
uso del sistema.

VIII. IMPACTO FISCAL
Habiendo sido acogidas las objeciones del Mi-

nisterio de Hacienda, consideramos que la pre-
sente ley no genera IMPACTO FISCAL porque 

-
butarios.

En razón a las anteriores consideraciones nos 
permitimos presentar ante los honorables congre-
sistas la presente iniciativa para su discusión y 
aprobación, no sin antes advertir que el orden del 
articulado presenta variación en razón a que fue-
ron eliminados 13 artículos en el texto que se pone 
a consideración.

IX. PROPOSICIÓN
Bajo las anteriores consideraciones y haciendo 

uso de las facultades conferidas por el artículo 153 
de la Ley 5ª de 1992, es que nos permitimos rendir 
informe de ponencia favorable para primer deba-
te en la honorable Comisión Séptima Constitucio-
nal Permanente de la Cámara de Representantes, y 
respetuosamente sugerimos a los y las honorables 
Representantes, que se apruebe la siguiente pro-
posición:

Dese primer debate en Comisión Séptima al 
Proyecto de ley número 044 de 2011 Cámara, 
por medio de la cual se expide la Ley de Salud 
Mental y se dictan otras disposiciones, de acuerdo 
con el texto propuesto que se adjunta.

De los y las honorables Congresistas,
Lina María Barrera Rueda, Gloria Stella Díaz 

Ortiz, Carlos Alberto Escobar Córdoba, Dídier 
Burgos Ramírez, Representantes a la Cámara.

TEXTO PROPUESTO PARA PRIMER  
DEBATE AL PROYECTO DE LEY  
NÚMERO 044 DE 2011 CÁMARA

por medio de la cual se expide la Ley de Salud 
Mental y se dictan otras disposiciones.

El Congreso de Colombia
DECRETA:

Artículo 1°. Objeto. El objeto de la presente ley 
es garantizar el ejercicio pleno del Derecho a la 
Salud Mental a la población colombiana, priori-
zando a los niños, las niñas y adolescentes, me-
diante la promoción de la salud y la prevención del 
trastorno mental, la Atención Integral e Integrada 
en Salud Mental en el ámbito del Sistema General 
de Seguridad Social en Salud, de conformidad con 
lo preceptuado en el artículo 49 de la Constitución 
y con fundamento en el enfoque promocional de 
Calidad de vida y la estrategia y principios de la 
Atención Primaria en Salud.

De igual forma se establecen los criterios de 
política para la reformulación, implementación y 
evaluación de la Política Pública Nacional de Sa-
lud Mental, con base en los enfoques de derechos, 
territorial y poblacional por etapa del ciclo vital.

Artículo 2°. Ámbito de aplicación. La presente 
ley es aplicable al Sistema General de Seguridad 

la Protección Social, Superintendencia Nacional 



Página 12 Martes, 6 de diciembre de 2011 GACETA DEL CONGRESO  945

de Salud, Comisión de Regulación en Salud, las 
Empresas Promotoras de Salud del régimen con-
tributivo y subsidiado, las Instituciones Prestado-
ras de Servicios de Salud, las Empresas Sociales 
del Estado.

Las Autoridades Nacionales, Departamentales, 
Distritales y Municipales de Salud, los cuales se 
adecuarán en lo pertinente para dar cumplimiento 
a lo ordenado en la ley.

Artículo 3°. Salud mental. La salud mental se 

la vida cotidiana a través del comportamiento y la 
interacción de manera tal que permite a los sujetos 
desplegar sus recursos emocionales, cognitivos y 
mentales para transitar por la vida cotidiana, para 

para contribuir a la comunidad.
La Salud Mental es de interés y prioridad nacio-

nal para la República de Colombia, es un derecho 
fundamental, es tema prioritario de salud públi-
ca, es un bien de interés público y es componente 
esencial del bienestar general y el mejoramiento de 
la calidad de vida de colombianos y colombianas.

Artículo 4°. Garantía en salud mental. El Esta-
do a través del Sistema General de Seguridad So-
cial en Salud garantizará a la población colombia-
na, priorizando a los niños, las niñas y adolescen-
tes, la promoción de la salud mental y prevención 
del trastorno mental, atención integral e integrada 
que incluya diagnóstico, tratamiento y rehabilita-
ción en salud para todos los trastornos mentales.

Artículo 5°. . Para la aplicación de 
la presente ley se tendrán en cuenta las siguientes 

1. Promoción de la salud mental. La promo-
ción de la salud mental es una estrategia intersec-
torial y un conjunto de procesos orientados hacia 
la transformación de los determinantes de la Salud 
Mental que afectan la calidad de vida, en procura 
de la satisfacción de las necesidades y los medios 
para mantener la salud, mejorarla y ejercer control 
de la misma en los niveles individual y colectivo 
teniendo en cuenta el marco cultural colombiano.

2. Prevención del trastorno mental. La Pre-
vención del trastorno mental hace referencia a las 
intervenciones tendientes a impactar los factores 
de riesgo relacionados con la ocurrencia de tras-
tornos mentales, enfatizando en el reconocimiento 
temprano de factores protectores y de riesgo, en 
su automanejo y está dirigida a los individuos y 
familias.

3. Atención integral e integrada en salud 
mental. La atención integral en salud mental es 
la concurrencia del talento humano y los recursos 

las necesidades de salud mental de la población, 
incluyendo la promoción, prevención, diagnóstico 
precoz, tratamiento, rehabilitación en salud e in-
clusión social.

La atención integrada hace referencia a la con-
junción de los distintos niveles de complejidad, 

complementariedad y continuidad en la atención 
en salud mental, según las necesidades de salud de 
las personas.

4. Trastorno mental. Para los efectos de la pre-
sente ley se entiende trastorno mental como una 
alteración de los procesos cognitivos y afectivos 
del desenvolvimiento considerado como normal 
con respecto al grupo social de referencia del cual 

-
ta en trastornos del razonamiento, del comporta-
miento, de la facultad de reconocer la realidad y de 
adaptarse a las condiciones de la vida.

5. Discapacidad mental. Se presenta en una 
persona que padece limitaciones psíquicas o de 
comportamiento; que no le permiten en múltiples 
ocasiones comprender el alcance de sus actos, pre-

para participar en situaciones vitales. La discapa-
cidad mental de un individuo, puede presentarse 
de manera transitoria o permanente, la cual es 

tratante.
6. Problema psicosocial. Un problema psico-

social o ambiental puede ser un acontecimiento 
-

tal, un situación de estrés familiar o interpersonal, 
-

sos personales, u otro problema relacionado con el 
contexto en que se han desarrollado alteraciones 
experimentadas por una persona.

7. Rehabilitación psicosocial. Es un proceso 
que facilita la oportunidad a individuos -que es-
tán deteriorados, discapacitados o afectados por 
el handicap -o desventaja- de un trastorno mental- 
para alcanzar el máximo nivel de funcionamiento 
independiente en la comunidad. Implica a la vez 
la mejoría de la competencia individual y la in-
troducción de cambios en el entorno para lograr 
una vida de la mejor calidad posible para la gente 
que ha experimentado un trastorno psíquico, o que 
padece un deterioro de su capacidad mental que 
produce cierto nivel de discapacidad. La Rehabi-
litación Psicosocial apunta a proporcionar el nivel 
óptimo de funcionamiento de individuos y socie-
dades, y la minimización de discapacidades, dis-
habilidades y handicap, potenciando las elecciones 
individuales sobre cómo vivir satisfactoriamente 
en la comunidad.

TÍTULO II
DERECHOS DE LAS PERSONAS  

EN EL ÁMBITO DE LA SALUD MENTAL
Artículo 6°. Derechos de las personas. Además 

de los Derechos consignados en la Constitución Po-
lítica, el bloque de constitucionalidad y la Ley Ge-
neral de Seguridad Social en Salud son derechos de 
las personas en el ámbito de la Salud Mental:

1. Derecho a recibir atención integral e integra-
da y humanizada por el equipo humano y los ser-
vicios especializados en salud mental.

2. Derecho a recibir información clara, opor-
tuna, veraz y completa de las circunstancias re-
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lacionadas con su estado de salud, diagnóstico, 
tratamiento y pronóstico, incluyendo el propósito, 

-
peran, así como sus riesgos y las secuelas, de los 
hechos o situaciones causantes de su deterioro y 
de las circunstancias relacionadas con su seguri-
dad social.

3. Derecho a recibir la atención especializada 
e interdisciplinaria y los tratamientos con la me-

4. Derecho a que las intervenciones sean las 
menos restrictivas de las libertades individuales de 
acuerdo a la ley vigente.

5. Derecho a tener un proceso psicoterapéutico, 
con los tiempos y sesiones necesarias para asegu-
rar un trato digno para obtener resultados en térmi-
nos de cambio, bienestar y calidad de vida.

6. Derecho a recibir psico-educación sobre su 
trastorno mental y las formas de autocuidado.

7. Derecho a recibir incapacidad laboral, en los 
términos y condiciones dispuestas por el profesio-
nal de la salud tratante, garantizando la recupera-
ción en la salud de la persona.

8. Derecho a ejercer sus derechos civiles y en 
caso de incapacidad que su incapacidad para ejer-
cer estos derechos sea determinada por un juez de 
conformidad con la ley vigente.

9. Derecho a no ser discriminado o estigmatiza-
do, por su condición de persona sujeto de atención 
en salud mental.

10. Derecho a recibir o rechazar ayuda espiri-
tual o religiosa de acuerdo con sus creencias.

11. Derecho a mantener el vínculo con el sis-
tema educativo y el empleo, y no ser excluido por 
causa de su trastorno mental.

12. Derecho a recibir el medicamento que re-
-

cos y nunca como castigo.
13. Derecho a exigir que sea tenido en cuenta 

el consentimiento informado para recibir el trata-
miento.

14. Derecho a no ser sometido a ensayos clíni-
cos ni tratamientos experimentales sin su consen-
timiento informado.

-
mación relacionada con su proceso de atención y 
respetar la intimidad de otros pacientes.

Este catálogo de derechos deberá publicarse 
en un lugar visible y accesible de las Institucio-
nes Prestadoras de Servicios de Salud que brindan 
atención en salud mental en el territorio nacional.

TÍTULO III
PROMOCIÓN DE LA SALUD MENTAL Y PRE-

VENCION DE LA ENFERMEDAD MENTAL
Artículo 7°. De la promoción de la salud men-

tal y prevención del trastorno mental. El Ministe-
rio de la Protección Social o la entidad que haga 
su veces, establecerá las acciones en promoción 

en salud mental y prevención del trastorno mental, 
que deban incluirse en los planes decenales y na-
cionales para la salud pública, planes territoriales y 
planes de intervenciones colectivas, garantizando 
el acceso a todos los ciudadanos y las ciudadanas, 
dichas acciones serán de obligatoria implementa-
ción por parte de los entes territoriales, Entidades 
Promotoras de Salud, Instituciones Prestadoras 
de Servicios de Salud, Administradoras de Ries-
gos Profesionales, Empresas Sociales del Estado y 
tendrán seguimiento y evaluación a través de indi-
cadores en su implementación.

Así mismo, el Ministerio tendrá la responsabili-
dad de promover y concertar con los demás secto-
res aquellas políticas, planes y programas necesa-
rios para garantizar la satisfacción de los derechos 
fundamentales y el desarrollo y uso de las capaci-
dades mentales para todos los ciudadanos.

La Superintendencia Nacional de Salud ejerce-
rá las acciones de inspección, vigilancia y control 
respecto de lo ordenado en el presente artículo.

Artículo 8°. Acciones de promoción. Las ac-
ciones de promoción en salud mental estarán di-
rigidas a afectar positivamente los determinantes 
de la salud mental e involucran: inclusión social, 
eliminación del estigma y la discriminación, buen 
trato y prevención de las violencias, participación 
social y seguridad económica.

Estas acciones incluyen todas las etapas del ci-
clo vital en los distintos ámbitos de la vida cotidia-
na, priorizando niños, niñas y adolescentes y per-
sonas mayores. Tales acciones tendrán seguimien-
to y evaluación de impacto que permita planes de 
acción para el mejoramiento continuo así como la 
gestión del conocimiento e investigación.

Artículo 9°. Promoción de la salud mental y 
prevención del trastorno mental en el ámbito la-
boral. Los Empleadores con la asesoría y asis-
tencia técnica indelegable de las Administradoras 
de Riesgos Profesionales deben generar planes 
y programas de promoción y prevención en sa-
lud mental, así como la intervención y monitoreo 
permanente de la exposición a factores de riesgo 
psicosocial en el trabajo para proteger, mejorar y 
recuperar la salud mental de los trabajadores.

El Ministerio de Salud y Protección Social, de-
-

ción de estos planes y programas en un término no 
mayor a seis (6) meses, a partir de la promulgación 
de la presente ley.

Asimismo, vigilará el cumplimiento de lo orde-
nado en el presente artículo.

TÍTULO IV
ATENCIÓN INTEGRAL E INTEGRADA  

EN SALUD MENTAL
CAPÍTULO I

Atención integral e integrada en salud mental
Artículo 10. Responsabilidad en la atención 

integral e integrada en salud mental. El Ministe-
rio de Salud y Protección Social, adoptará en el 
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marco de la Atención Primaria en Salud el modelo 
de atención integral e integrada, los protocolos de 
atención y las guías de atención integral en salud 
mental para dar cumplimiento a la garantía en sa-
lud mental establecida en la presente ley.

Dichos protocolos y guías incluirán los princi-
pales problemas y trastornos, los procesos y pro-
cedimientos para su implementación, ajustándolos 
periódicamente siempre que las necesidades y di-
námicas del servicio así lo exijan.

Igualmente, asignará prioridad al diseño y eje-
cución de programas alternativos de atención y 
protección a las personas con trastornos mentales 
severos y a sus familias.

Artículo 11. Acciones complementarias para 
la atención integral. La atención integral en salud 
mental incluirá acciones complementarias al trata-
miento tales como la integración familiar, social, 
laboral y educativa, entre otras.

En todo caso, el Ministerio de la Protección So-
cial o la entidad que haga sus veces, garantizará 
la incorporación del enfoque promocional de la 
Calidad de Vida y la acción transectorial e inter-
sectorial como elementos fundamentales en el di-
seño, implementación y evaluación de las acciones 
complementarias para la atención integral en salud 
mental.

CAPÍTULO II
Red integral de prestación de servicios  

de salud mental
Artículo 12. Red integral de prestación de ser-

vicios en salud mental. Los Entes Territoriales, 
Empresas Promotoras de Salud de los regímenes 
contributivo y subsidiado deberán disponer de una 
red integral de prestación de servicios de salud 
mental pública y privada, como parte de la red de 
servicios generales de salud.

Esta red prestará sus servicios en el marco de 
la estrategia de Atención Primaria en salud con un 
modelo de atención integral en todos los niveles 
de complejidad que garantice calidad y calidez 

-
te, continua, pertinente y de fácil accesibilidad a 
servicios de promoción, prevención, detección 
temprana, diagnóstico, intervención, tratamiento y 
rehabilitación en salud mental.

Esta red estará articulada y coordinada bajo un 
sistema de referencia y contrarreferencia que ga-
rantice el retorno efectivo de los casos al primer 
nivel de atención.

Los entes territoriales, las empresas promo-
toras de salud de los regímenes contributivo y 
subsidiado, las administradoras de riesgos profe-
sionales, podrán asociarse para prestar estos servi-
cios, siempre que garanticen calidad, oportunidad, 
complementariedad y continuidad en la prestación 
de los servicios de salud mental a las personas de 
cada territorio.

Artículo 13. Modalidades y servicios de aten-
ción integral e integrada en salud mental. La red 
integral de prestación de servicios en salud mental 

debe incluir las siguientes modalidades y servicios, 
integradas a los servicios generales de salud de las 
Instituciones Prestadoras de Servicios de Salud:

1. Atención ambulatoria.
2. Atención domiciliaria.
3. Atención prehospitalaria.
4. Centro de Atención en Drogadicción.
5. Centro de Salud Mental Comunitario.
6. Grupos de Apoyo.
7. Hospital de Día para adultos.
8. Hospital de Día para Niñas, Niños y Adoles-

centes.
9. Rehabilitación basada en comunidad
10. Unidades de Salud Mental.
11. Urgencia de Psiquiatría.
Parágrafo. El Ministerio de Salud y Protección 

Social en el marco del Sistema obligatorio de ga-
rantía de calidad de atención en salud establecerá 
nuevas modalidades y servicios para la atención 
integral e integrada en Salud Mental en la perspec-
tiva de mejoramiento continuo de la red.

Artículo 14. Prestadores de servicios. Las Em-

las Empresas Sociales del Estado y las Institucio-
nes Prestadoras de Servicios de Salud públicas y 
privadas en el marco del Sistema General de Segu-
ridad Social en Salud, deberán garantizar y pres-
tar sus servicios de conformidad con las políticas, 
planes, programas y proyectos, y en las modalida-

Protección Social, de conformidad con las activi-
dades, procesos y procedimientos establecidos en 
la presente ley y demás disposiciones complemen-
tarias, so pena de incurrir en las sanciones contem-
pladas en la legislación.

Artículo 15. Puerta de entrada a la red. El pri-
mer nivel de atención es la puerta de entrada al sis-
tema, el cual debe garantizar el acceso equitativo a 
servicios esenciales para la población, proveer cui-
dado integral buscando resolver la mayoría de las 
necesidades y demandas de salud de la población 
a lo largo del tiempo y durante todo el ciclo vi-
tal, además de integrar los cuidados individuales, 
colectivos y los programas focalizados en riesgos 

Las acciones en este nivel tienen entradas desde 
múltiples ámbitos e instancias a nivel local tales 
como los hogares, las escuelas, los lugares de tra-
bajo, la comunidad.

Artículo 16. Estandarización de procesos y 
procedimientos. Los entes territoriales deberán 

y procedimientos administrativos y asistenciales 
prioritarios para acceder a los servicios de la red 
de salud mental.

El Ministerio de Salud y Protección Social de-
berá expedir los lineamientos para tal efecto, en un 
término no mayor a catorce (14) meses a partir de 
la entrada en vigencia de la presente ley.
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Artículo 17. Mecanismos de seguimiento y eva-
luación. Los entes territoriales deberán establecer 
los mecanismos, espacios, instrumentos e indica-
dores de seguimiento y monitoreo del funciona-

-
tuno. Estos mecanismos deben la participación de 
la ciudadanía y espacios de rendición de cuentas.

El Ministerio de Salud y Protección Social o 
la entidad que haga sus veces, deberá expedir los 
lineamientos para tal efecto, en un término no ma-
yor a catorce (14) meses a partir de la promulga-
ción de la presente ley.

Artículo 18. Equipo interdisciplinario. Las Ins-
tituciones Prestadoras de Servicios de Salud en Sa-
lud Mental públicas y privadas, deberán disponer 
de un equipo interdisciplinario idóneo, pertinente 

de las personas en los servicios de promoción de la 
salud y prevención del trastorno mental, detección 
precoz, evaluación, diagnóstico, tratamiento y re-
habilitación en salud.

Los equipos interdisciplinarios estarán confor-
mados por: Psiquiatría, Psicología, Trabajo Social, 
Terapia Ocupacional, Enfermería, Médico Gene-
ral, entre otros, atendiendo el nivel de complejidad 
y especialización requerido en cada servicio de 
conformidad con los estándares que para tal efec-
to establezca el Ministerio de Salud y Protección 
Social.

Artículo 19. Capacitación y formación de los 
equipos básicos en salud. De conformidad con el 
artículo 15 de la Ley 1438 de 2011, el Ministerio 
de Salud y Protección Social y los entes territo-
riales garantizarán la capacitación y formación en 
salud mental de los equipos básicos en salud, así 
como su actualización permanente.

El Ministerio de Salud y Protección Social y los 
entes territoriales informarán anualmente el cum-
plimiento de lo previsto en este artículo al Consejo 
Nacional de Talento Humano en Salud, para lo de 
su competencia.

Artículo 20. Mejoramiento continuo del talen-
to humano. Los prestadores de servicios de salud, 
públicos y privados, deberán actualizar permanen-
temente el talento humano que atiende en servi-
cios de salud mental en nuevas métodos, técnicas y 
tecnologías pertinentes y aplicables en promoción 
de la salud mental, prevención, tratamiento y reha-
bilitación psicosocial, sin perjuicio de la forma de 
vinculación al prestador.

La Superintendencia Nacional de Salud vigila-
rá el cumplimiento de lo previsto en el presente 
artículo e informará lo actuado periódicamente al 
Ministerio de la Protección Social o la entidad que 
haga sus veces, y al Consejo Nacional de Talento 
Humano en Salud.

Artículo 21. Protección especial al talento hu-
mano que trabaja en salud mental. Las Adminis-
tradoras de Riesgos Profesionales, de conformidad 

las acciones que propendan por la prevención y 
protección de los trabajadores de la salud mental 
cuya labor se relacione con la ejecución de acti-
vidades con exposición al riesgo psicosocial tales 
como atención directa de casos de violencias fa-
tales y no fatales y atención psicosocial en situa-
ciones de urgencia, emergencia y desastres. Estas 
acciones se ajustarán anualmente de acuerdo a las 
necesidades y dinámicas del servicio.

El Ministerio de la Salud y Protección Social 
determinará los lineamientos técnicos para llevar a 
cabo esta implementación en un término no mayor 
a ocho (8) meses a partir de la promulgación de la 
presente ley.

Artículo 22. Talento humano en atención pre-
hospitalaria. Las personas que hagan parte del 
equipo de atención prehospitalaria deben tener el 
entrenamiento, capacitación y estudios pertinentes 
en el área de Salud Mental que les permita garan-
tizar una atención que contemple competencias 
en intervención en crisis, manejo del paciente con 
trastorno mental y contar con personal especiali-
zado como Médico Psiquiatra o Psicólogo según 
la pertinencia. En todo caso, el equipo deberá estar 
en constante articulación con el Centro Regulador 
del ámbito departamental, distrital y municipal 
que le corresponda.

CAPÍTULO V
Atención integral y preferente en salud mental 

para niños, niñas y adolescentes
Artículo 22. Atención integral y preferente en 

salud mental. De conformidad con el Código de 
la Infancia y la Adolescencia Ley 1098 de 2006 y 
los artículos 17, 18, 19, 20 y 21 de la Ley 1438 de 
2011, los Niños, las Niñas y los Adolescentes son 
sujetos de atención integral y preferente en salud 
mental.

Artículo 23. Integración escolar. El Estado, la 
familia y la comunidad deben propender por la in-
tegración escolar de los niños, niñas y adolescen-
tes con trastorno mental.

Los Ministerios de Educación y de la Protec-
ción Social o la entidad que haga sus veces, deben 
unir esfuerzos, diseñando estrategias que favorez-
can la integración al aula regular y actuando sobre 
factores que puedan estar incidiendo en el desem-
peño escolar de los niños, niñas y adolescentes con 
trastornos mentales.

Se deben adaptar los medios y condiciones de 
enseñanza, preparar a los educadores según las ne-
cesidades individuales, contando con el apoyo de 

de atención en salud cercano al centro educativo.
Artículo 24. Servicios de salud mental para ni-

ños, niñas y adolescentes. Los entes territoriales, 
las empresas promotoras de salud de los regíme-
nes contributivo y subsidiado, deberán disponer de 
servicios integrales en salud mental con modali-

adolescentes garantizando la atención oportuna, 
-
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lidad a los servicios de promoción, prevención, de-
tección temprana, diagnóstico, intervención, cui-
dado y rehabilitación psicosocial en salud mental.

TÍTULO V
PLAN DE BENEFICIOS

Artículo 25.  La Comisión 
de Regulación en Salud deberá incluir en la actua-

Contributivo y del Régimen Subsidiado, la cober-
tura de la salud mental en forma integral incluyen-
do actividades, procedimientos, intervenciones y 
medicamentos para la prevención, diagnóstico, 
tratamiento y rehabilitación, que se requieran para 
el manejo en salud mental.

La Comisión de Regulación en Salud deberá 
incluir la psicoterapia individual superior a treinta 
días, siempre que tenga pertinencia clínica.

La Comisión de Regulación en Salud tendrá 
nueve (9) meses a partir de la entrada en vigencia 
de la presente ley, para dar cumplimiento a lo or-
denado en este artículo.

TÍTULO VI
PARTICIPACIÓN SOCIAL

Artículo 26. Garantía de participación. El Go-
bierno Nacional garantizará en el marco de la Po-
lítica Pública Nacional de Participación Social, la 
participación real y efectiva para el ejercicio de la 
ciudadanía activa de las personas en el ámbito de 
la salud mental, sus familias o cuidadores.

Artículo 27. Asociaciones de personas con 
trastornos mentales, familias o cuidadores. Sin 
perjuicio del ejercicio de la libertad de asociación 
establecida en la Constitución Política, las asocia-
ciones, corporaciones o fundaciones de personas 
con trastornos mentales, familias o cuidadores ha-
rán parte de las redes o grupos de apoyo para la 
promoción de la salud mental y prevención de la 
enfermedad mental.

El Ministerio de la Protección Social expedirá 
los lineamientos técnicos para el cumplimiento de 
lo ordenado en este artículo, en un término no su-
perior a ocho (8) meses. 

Artículo 28. Mesa nacional por el derecho a 
la salud mental. La Mesa Nacional es de carácter 
consultivo y de evaluación de la implementación 
de la presente ley y sus integrantes tendrán un ca-
rácter honorario y no vinculante.

El Ministerio de la Protección Social o la enti-
dad que haga sus veces, será el encargado de coor-
dinar la Mesa Nacional por el Derecho a la Salud 
Mental a través de la Dirección de Salud Pública 
como su representante, quien ejercerá la secretaría 
técnica y convocará la Mesa dos (2) veces al año.

Esta Mesa tendrá lo siguientes integrantes:
Un (1) representante de todas las asociaciones 

de profesionales de la Salud Mental.
Un (1) representante de la Asociación Colom-

biana de Psiquiatría.
Dos (2) representantes de las asociaciones de 

pacientes o familiares en Salud Mental.

Un (1) representante de las Facultades de las 
Ciencias de la Salud.

Un (1) representante de las Facultades de las 
Ciencias Sociales.

Un (1) representante de las organizaciones so-
ciales y comunitarias. 

Parágrafo. En cada uno de los Departamentos 
del país, se conformará La Mesa por el Derecho 
a la Salud Mental Departamental, coordinada por 
la Secretaría Departamental de Salud quien será la 
encargada de conformar y convocar dicha Mesa, la 
cual estará integrada por los respectivos secretarios 
de salud o quien haga sus veces en los municipios 
que integran el departamento y por representantes 
señalados en el presente artículo.

Artículo 29. Funciones de la mesa nacional de 
por el derecho a la salud mental. Es función de 
la Mesa Nacional de Salud Mental realizar un se-
guimiento y evaluación de manera participativa y 
periódica a la implementación de esta ley a través 
de recomendaciones dirigidas al gobierno nacio-
nal, tiene dentro de sus funciones:

1. Revisión a la ejecución de los planes de ac-
ción nacional y departamental para el desarrollo de 
la presente ley.

2. El planteamiento de acciones de articulación 
intersectorial y transectorial que impacten la aten-
ción integral en salud mental.

3. La recomendación de nuevos procesos admi-
nistrativos y técnicos que surjan como producto de 
la investigación, el monitoreo y evaluación en la 
implementación de la Política Pública Nacional en 
Salud Mental.

TÍTULO VII
CRITERIOS PARA UNA POLÍTICA PÚBLICA 

DE SALUD MENTAL
Artículo 30. Política pública nacional de salud 

mental. El Ministerio de la Protección Social tiene 
ocho (8) meses a partir de la fecha de expedición 
de la presente ley para ajustar y expedir mediante 
acto administrativo la Política Nacional de Salud 
Mental acorde con los cambios normativos y el 

Esta política deberá ser formulada e implemen-
tada bajo un enfoque de derechos, intersectorial, 
corresponsable y equitativo, considerando como 
componentes: la atención integral mediante la pro-
moción de la salud mental, la prevención de los 
problemas en salud mental individuales y colecti-
vos, así como los trastornos mentales mediante la 
detección, la remisión oportuna, el seguimiento, el 
tratamiento integral y la rehabilitación psicosocial 
y continua en la comunidad con apoyo directo de 
los entes de salud locales.

Esta política deberá incluir un Plan Nacional de 
Salud Mental para cada cuatrienio, expedido den-
tro de los seis (6) posteriores al inicio del período 
presidencial respectivo.

El Ministerio de la Protección Social o la en-
tidad que haga sus veces, presentará un informe 
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anual a las Comisiones Séptimas Constitucionales 
de Senado y Cámara y a la Procuraduría General 
de la Nación, sobre la implementación, seguimien-
to, evaluación de impacto y ajustes de esta política.

Artículo 31. Acción transectorial e intersecto-
rial. El Ministerio de la Protección Social o la enti-
dad que haga sus veces y las autoridades territoria-
les de Salud desarrollarán en virtud de la política 
Nacional de Salud Mental la acción transectorial e 
intersectorial necesaria y pertinente para abordar 
los determinantes sociales que condicionan el es-
tado de la salud mental de las personas.

Parágrafo. Entre las acciones transectoriales se 
debe promover, fortalecer y gestionar lo necesa-
rio para garantizar a la ciudadanía su integración 
al medio escolar, familiar, social y laboral, como 
objetivo fundamental en el desarrollo de la auto-
nomía de cada uno de los sujetos.

Artículo 32. Salud mental positiva. El Ministe-
rio de la Protección Social o la entidad que haga 
sus veces, priorizará en la Política Pública Na-
cional de Salud Mental, la salud mental positiva, 
promoviendo la relación entre salud mental, medio 
ambiente, actividad física, seguridad alimentaria, 
y nutricional como elementos determinantes en el 
desarrollo de la autonomía de las personas.

TÍTULO VIII
SISTEMA DE INFORMACIÓN EN SALUD 

MENTAL
Artículo 33. Sistema de vigilancia epidemio-

lógica. El Ministerio de la Protección Social, las 
Direcciones Territoriales de Salud Departamenta-
les, distritales y municipales deberán implementar 
sistemas de vigilancia epidemiológica en eventos 
de interés en salud mental incluyendo: violencias, 
consumo de sustancias psicoactivas, conducta sui-
cida, entre otros, que permitan el fortalecimiento 
de los sistemas existentes tales como el sistema 
de vigilancia epidemiológica en violencia intrafa-
miliar, violencia sexual, maltrato infantil y peores 
formas de trabajo infantil, (SIVIM), sistema de vi-
gilancia epidemiológica en consumo de sustancias 
psicoactivas (VESPA), sistema de vigilancia de le-
siones de causa externa (SISVELSE), y el Registro 
Individual de la Prestación de Servicios de Salud.

Artículo 34. Sistema de información. El Minis-
terio de la Protección Social o la entidad que haga 
sus veces, las Direcciones Territoriales de Salud 
Departamentales, distritales y municipales debe-
rán generar los mecanismos para la recolección 
de la información de los Registros Individuales de 
Prestación de Servicios de Salud de salud mental 

-
mientos en Salud.

TÍTULO IX
INSPECCIÓN VIGILANCIA Y CONTROL
Artículo 35. Inspección, vigilancia y control. 

La inspección, vigilancia y control de la atención 
integral en salud mental, estará a cargo de la Su-

perintendencia Nacional de Salud y de los entes 
territoriales a través de las Direcciones Territoria-
les de Salud. 

La Superintendencia Nacional de Salud y los 
entes territoriales realizarán la inspección, vigi-
lancia y control de las instituciones prestadoras de 
servicios de salud mental y Centros de Atención 
de Drogadicción, velando porque estas cumplan 
con las normas de habilitación y acreditación esta-
blecidas por el Sistema Obligatorio de Garantía de 
Calidad, así como con la inclusión de las redes de 
prestación de servicios de salud mental en su ofer-
ta de servicios y la prestación efectiva de dichos 
servicios de acuerdo con las normas vigentes.

La Superintendencia Nacional de Salud presen-
tará un informe anual detallado a las Comisiones 
Séptimas Constitucionales de Senado y Cámara y 
a la Procuraduría General de la Nación sobre las 
funciones de inspección, vigilancia y Control que 
ejerza en virtud de lo ordenado en el presente ar-
tículo.

TÍTULO X
DISPOSICIONES FINALES

Artículo 36. Incapacidades en salud mental. 
Las personas que por razón de algún trastorno 
mental se encuentren inhabilitados para desempe-
ñar de manera temporal o permanente su profesión 

prestaciones económicas generadas por incapaci-
dad en las condiciones establecidas en las normas 
vigentes para los trabajadores dependientes e in-
dependientes.

Artículo 37. Investigación e innovación en sa-
lud mental. El Ministerio de la Protección Social 
o la entidad que haga sus veces, y los entes terri-
toriales asignarán recursos y promoverán la inves-
tigación en salud mental. Estas investigaciones 
deben contemplar las prácticas exitosas, para ello 
será necesario el monitoreo y evaluación de los 
programas existentes en salud mental.

Asimismo, establecerá acciones de reconoci-
miento y fortalecimiento e incentivos no pecunia-
rios a las personas naturales y jurídicas, públicas y 
privadas, que realicen investigaciones sobresalien-
tes en el campo de la Salud Mental en Colombia.

Artículo 38. Enfermedades ruinosas o catas-
El Ministerio de la Protección Social y la 

Comisión de Regulación en Salud examinarán y 
-

en dicho listado aquellas patologías y niveles de 
deterioro de la salud mental, que requieran inter-
vención compleja, permanente y altamente espe-
cializada, que impliquen alto costo económico, 
con el ajuste correspondiente en los cálculos de la 
UPC, de los regímenes contributivo y subsidiado.

Artículo 39. Conpes en salud mental. El Go-
bierno Nacional expedirá un documento Conpes 
para el fortalecimiento de la Salud Mental de la 
población colombiana en concurso con los actores 
institucionales y sociales.
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Artículo 40. Reglamentación e implementación. 
El Gobierno Nacional en un término no mayor a 
treinta (30) días a partir de la vigencia de la pre-
sente ley, establecerá mediante acto administrativo 
un cronograma de reglamentación e implementa-
ción de la presente ley.

Artículo 41. Vigencia y derogatorias. La pre-
sente ley rige a partir de la fecha de su publicación 
y deroga las normas que le sean contrarias,

Lina María Barrera Rueda, Gloria Stella Díaz 
Ortiz, Carlos Alberto Escobar Córdoba, Dídier 
Burgos Ramírez; Representantes a la Cámara.

* * *
PONENCIA PARA PRIMER DEBATE  
AL PROYECTO DE LEY NÚMERO 67  

DE 2010 SENADO, 217 DE 2011 CÁMARA

Profesionales y se dictan otras disposiciones  
en materia de salud ocupacional.

Bogotá, D. C., diciembre 5 de 2011
Honorable Representante
Dídier Burgos
Presidente Comisión Séptima Constitucional
Cámara de Representantes
Ciudad
Asunto: Ponencia para primer debate al Pro-

yecto de ley número 67 de 2010 Senado, 217 de 
2011 Cámara, 
de Riesgos Profesionales y se dictan otras disposi-
ciones en materia de salud ocupacional.

Respetado doctor Burgos:
En cumplimiento de lo establecido en los ar-

tículos 150, 153 y 156 de la Ley 5ª de 1992 y, en 
desarrollo de la tarea que me fue asignada por la 
Mesa Directiva de la Comisión Séptima de la ho-
norable Cámara de Representantes, presentamos 
a consideración de los miembros de la citada Co-
misión el informe de ponencia para primer debate 
al Proyecto de ley número 67 de 2010 Senado, 
217 de 2011 Cámara, 
Sistema de Riesgos Profesionales y se dictan otras 
disposiciones en materia de salud ocupacional, en 
los siguientes términos:

1. ANTECEDENTE DE LA INICIATIVA
Es importante mencionar que la propuesta para 

la reforma al Sistema de Riesgos Profesionales en 
Colombia no es nueva, de hecho, recientemente, el 
9 de abril de 2007 fue presentado en la Secretaría 
General de la Cámara de Representantes el Pro-
yecto de ley número 256, por la cual se dictan 
disposiciones relacionadas con el Sistema General 
de Riesgos profesionales y se dictan otras disposi-
ciones, de iniciativa del Ministerio de la Protec-
ción Social, publicado en la Gaceta del Congreso 
número 113 del 12 de abril de 2007.

En la Gaceta del Congreso número 128 del 20 
de abril de 2007 fue publicada la ponencia para 
primer debate, cuyo ponente, honorable Repre-
sentante, acogió el texto presentado por el Go-
bierno.

El 9 de mayo siguiente, en la Comisión Séptima 
de la Cámara de Representantes fue aprobada una 
proposición para la realización de una audiencia 
pública y la misma fue autorizada para el 16 de 
mayo siguiente. Efectuada la anterior, en la se-
sión de esta célula congresional celebrada el 30 de 
mayo, mediante Acta número 13, fue iniciado el 
trámite del proyecto y continuado en sesión del 5 
de junio de 2007, Acta número 14.

Como resultado del primer debate fueron apro-

cuales se llevaron a la presentación de un texto 
propuesto para segundo debate. En la sesión ple-
naria de la Cámara de Representantes del 14 de 
agosto de 2007, Acta número 064, fue dado el se-

tránsito correspondiente al Senado de la Repúbli-
ca, publicado en la Gaceta del Congreso número 
405 del 27 de agosto de 2007.

logró convertirse en ley. Fue así como por iniciati-
va de la Senadora Gloria Inés Ramírez se presentó 
el Proyecto de ley número 103 de 2008 Senado, 
por la cual se reforma el Sistema de Riesgos Pro-
fesionales y se dictan otras disposiciones en mate-
ria de salud ocupacional, el cual fue radicado ante 
la Secretaría General del honorable Senado de la 
República el día 6 de agosto de 2008 y a su turno 
fue publicado en la Gaceta del Congreso número 
524 de 2008. Los ponentes, Senadora Gloria Inés 
Ramírez Ríos y Senador Alfonso Núñez Lapeira, 
presentaron ponencia positiva por separado. Apro-
bado en Senado continuó su trámite en Cámara, en 
donde no surtió el último debate por cuestiones de 
tiempo, razón por la cual se volvió a presentar el 
proyecto, el cual quedó radicado bajo el número 
067 de 2010.

El día 4 del mes de agosto del año 2010, se 
radicó en la Secretaría General del Senado de la 
República el Proyecto de ley número 67 con to-
dos y cada uno de los requisitos constitucionales 
y legales, por parte de la Senadora Gloria Inés 
Ramírez.

11 fueron designados ponentes para primer de-
bate en Cámara a los honorables representantes: 
Lina María Barrera Rueda, Diela Liliana Bena-
vides Solarte, Víctor Raúl Yépez, Pablo Sierra 
León, Armando Zabaraín D’arce, Didier Burgos 
Ramírez, Alba Luz Pinilla, Holger Horacio Díaz 
Hernández.

2. COMPETENCIA JURÍDICA
El proyecto de ley está en consonancia con los 

artículos 150, 154, 157, 158 de la Constitución Po-
lítica referentes a su origen, competencia, formali-
dades de publicidad y unidad de materia.

Así mismo, está en línea con lo establecido en 
el artículo 140 numeral 1 de la Ley 5ª de 1992, ya 
que se trata de una iniciativa legislativa presentada 
individualmente por la honorable Senadora Gloria 
Inés Ramírez Ríos quien tiene la competencia para 
tal efecto.
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3. CONSIDERACIONES
Las siguientes consideraciones fueron expues-

tas en la ponencia para primer debate en Senado y 
consideramos que mantienen su vigencia, y por lo 
tanto nos adherimos a ellas:

 En cuanto a la determinación del campo de 
aplicación

es la de garantizar efectivamente la seguridad so-
cial en riesgos profesionales al sector de los tra-
bajadores independientes, quienes históricamente 
han estado excluidos del Sistema. En tal sentido, 
es necesario recordar que los contratistas también 
son trabajadores “aunque no sean empleados” y 
como tales son personas que viven de su actividad 
física y mental, a los que la precarización de las re-
laciones de trabajo han golpeado más severamen-
te, obligándolos a renunciar a su derecho consti-
tucional a una vinculación laboral directa con el 
empleador.

No se puede aumentar ahora su desprotección 
permitiendo que las entidades del Sistema General 
de Seguridad Social queden exentas de la respon-
sabilidad como consecuencia de la evasión que se 
generaría entre los empleadores contratantes, que, 
abusando de esta modalidad jurídica de vincula-
ción de mano de obra, se abstienen de celebrar un 

-
-

tización por concepto de riesgos profesionales. La 
lucha es por el trabajo digno, bien que se ejerza de 
manera dependiente o independiente, en el marco 
de una relación jurídica de carácter laboral o de 

unos y otros son trabajadores, viven de su activi-
dad y las normas sociales deben extenderse a todos 
sin excepción.

 En cuanto a las exclusiones de la cobertura 
tratándose de accidentes de trabajo

Los artículos 9°, 10 y 13 del Decreto 1295 de 
1994, que fueron retirados del ordenamiento por 
medio de Sentencia C-858 de 2006 de la Corte 

-
dente de trabajo, sus excepciones y el campo de 

-
ciones que merecen comentarios separados: en 
primer lugar, la norma exceptuaba de la protección 
al trabajador que resultaba afectado por motivo de 
accidentes ocurridos durante la ejecución de acti-
vidades diferentes para las cuales había sido con-
tratado y en segundo lugar se excluían del campo 
de protección los accidentes ocurridos durante el 
desarrollo de labores recreativas, deportivas o cul-
turales, incluidas las previstas en el artículo 21 de 
la Ley 50 de 1990.

Estas normas, en nuestro concepto, descono-
cían derechos constitucionales y legales del traba-
jador, al tiempo que desconocían parte de la natu-
raleza misma de las relaciones laborales, como son 
los efectos que produce la capacidad que la ley le 
otorga al empleador de imponer nuevas funciones 
al trabajador y cambiar las condiciones del contra-
to (iusvariandi).

Frente a la primera de las excepciones anterior-
mente enunciada, al no ser considerado como ac-
cidente de trabajo el ocurrido durante la ejecución 
de labores diferentes de aquellas para las cuales 

afectación de los principios de la primacía de la 
realidad sobre las formas establecidas y la garantía 
de la seguridad social contemplados en el artículo 
53 Constitucional.

La relación laboral implica la facultad del em-
pleador de imponer al trabajador labores diferen-
tes de aquellas para las cuales fue contratado, si-
tuación que los autores de la doctrina laboral re-
conocen como la facultad de los empleadores de 
variar las condiciones del contrato de trabajo, y 
que se encuentra regulada en el artículo 55 del Có-

que el contrato de trabajo obliga no solo a lo que 
en él se expresa, sino a todas las cosas que emanan 
precisamente de la naturaleza de la relación jurídi-
ca o que por la ley pertenecen a ella. Contemplar 
excepciones a la aplicación del concepto de acci-
dente de trabajo como lo hacía la normatividad del 
Decreto 1295 de 1994 desconoce la dinámica real 
de las relaciones laborales, en las que al trabajador 
“cada vez con mayor frecuencia” se le exige que 
sea polivalente y multifuncional, lo cual implica 
que asuma tareas diferentes de aquellas para las 
cuales fue vinculado.

Desde la perspectiva constitucional, tal res-
tricción fomentaría la violación del principio de 
la primacía de la realidad sobre las formas1[1]
[1], ya que a la ARP o al empleador demandado 
en un proceso laboral les bastaría con demostrar 
que el accidente ocurrió en el desarrollo de activi-
dades diferentes a las señaladas taxativamente en 
el contrato o en el manual de funciones, para ser 
absueltos dentro del proceso, teniendo el trabaja-
dor que demostrar que “más allá de las formas que 
constituyen el contrato o el manual” el trabajador 
sí se encontraba realizando labores exigidas por el 
empleador, las cuales muchas veces tienen origen 
en una orden verbal, imposible de demostrar den-
tro de un proceso.

Debe ser al empleador, en virtud del principio 
protector, al que le corresponde demostrar (más 
allá de la forma) que el trabajador se encontraba 
realizando actividades completamente ajenas a sus 
funciones, especialmente porque por lo general el 
contrato de trabajo o el manual de funciones son 
documentos que se elaboran al inicio de la relación 
laboral (incluso antes cuando se acude a los for-
matos escritos), los cuales pierden su carácter real 
durante la ejecución de las labores por la aparición 
de nuevas necesidades en el terreno. Es decir, una 
cosa son las obligaciones que se pactan en el con-
trato y otra muy distinta las que van apareciendo 
conforme se va desarrollando el mismo, obliga-
ciones que si bien no aparecen en el contrato, el 
trabajador tiene que realizarlas en virtud de la fa-
cultad del empleador de variar las condiciones del 
contrato y del artículo 55 del Código Sustantivo 
del Trabajo.
1 
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Por último, debemos entender que hoy en día 
no se puede admitir que el escenario de la rela-
ción laboral sea simplemente el de las activida-
des señaladas en el contrato o el manual de fun-
ciones y que se encuentren destinadas a la pro-
ducción de bienes y servicios. El escenario de 
la relación laboral también es el de la relación 
social fundamental, eje constitutivo de todas las 
demás relaciones sociales. Es además el lugar 
de construcción de las identidades individuales 
y colectivas.

Por eso, la relación laboral “como lugar en el 
que las personas se relacionan con sus pares y 
construyen su identidad” incluye actividades des-
tinadas a producir otros bienes además de los “va-
lores de cambio” o de mercancías y servicios. El 
trabajo digno también es entendido como el lugar 
donde se construye tejido social a través de activi-
dades culturales, recreativas y deportivas, y la po-
sibilidad de que los trabajadores puedan participar 
en ellas de manera segura contribuye a la construc-
ción de espacios más democráticos, participativos 
e incluyentes. Si los trabajadores no cuentan con 
protección adecuada en estos espacios, su posibili-
dad de participación se verá amenazada y el traba-
jo por ellos realizado carecerá de los componentes 
de dignidad y justicia establecidos por la Constitu-
ción Política.

 En cuanto a las juntas de cali cación de in-
validez

permanentemente cuestionadas por lo dilatados 
que resultan los trámites que ante estas se adelan-
tan. Adicionalmente, las quejas han girado en tor-
no a lo difusa que resulta su naturaleza jurídica, 
pues pese a ser entidades de naturaleza privada 
ejercen funciones públicas de especial relevancia, 
como son las relacionadas con el sistema de salud.

han sido objeto de controversia, se han constituido 
en instituciones necesarias para el funcionamiento 
del sistema de riesgos profesionales, y antes que 

-
rantizar su independencia y autonomía.

 En cuanto a la inclusión de los docentes 
en el campo de aplicación de las normas sobre 
riesgos profesionales

Uno de los elementos esenciales en la confor-
mación de sociedades más democráticas e inclu-
yentes es la formación de los ciudadanos y las 
ciudadanas que las integran, quienes al contar con 
mayor información, mejor capacitación y con una 
adecuada capacidad crítica e investigativa, contri-
buirán a fortalecer y respetar los espacios de par-
ticipación pluralista. Esta formación comienza por 
supuesto en las edades más tiernas, por lo que la 
adecuada educación de niños, niñas y adolescentes 
se constituye en una prioridad del Estado Social 
de Derecho.

De lo anterior se puede sostener que quienes se 
encuentran a cargo de la educación de ese especial 
grupo de la población deben contar con las garan-

tías adecuadas para ejercer su labor en condiciones 
dignas y justas, que les permita mantenerse incen-
tivados e incentivadas para ejercer su labor. Sin 
embargo, la situación del sector docente en nuestro 
país se encuentra muy lejos de los niveles en los 
que se debería encontrar tan noble y fundamental 
profesión.

En países como Colombia, las condiciones de 
empleo del sector docente son simplemente la-
mentables, situación que se hace patente en dos 
factores que contribuyen a desincentivar a los y las 
docentes: la baja remuneración con la que cuen-
tan y la incipiente cobertura en materia de salud 

-
ciente. De esa manera lo demuestran los informes 
internacionales del Comité Mixto OIT/Unesco de 
Expertos sobre la Aplicación de las Recomenda-
ciones relativas al personal docente (en adelante 
CEART).

Así, en el informe de 2000 de la CEART, a 
propósito de las alegaciones remitidas por las or-
ganizaciones de personal docente sobre el incum-
plimiento a la recomendación OIT/Unesco 1966, 
las cuales fueron tenidas como admisibles por la 
CEART, advierte que varias organizaciones de-
nuncian la baja remuneración y la carencia de co-
bertura médica. En el mismo informe se señala que 
“las condiciones de empleo y remuneración en los 
países en desarrollo siguen siendo de muy baja ca-
lidad” (CEART, 2000, 16)2[2][2].

Lejos de mejorar, el diagnóstico empeoró pro-
gresivamente durante los años siguientes a 1996. 
En el Informe del año 2003, la CEART sostiene 
que un análisis de las tendencias en los sueldos 
del sector docente durante toda la década del no-
venta muestra comportamientos semejantes. De 
forma general, advierte que los sueldos de los 
profesores en países con renta alta y media han 
permanecido bastante estables o se han incre-
mentado ligeramente, mientras que en los países 
con bajos ingresos los sueldos se han deteriora-
do3[3][3].

Esta situación no ha variado durante la primera 
década del siglo XXI; por el contrario, los infor-
mes internacionales evidencian que la diferencia 
de remuneración y condiciones de empleo entre 
los países del Primer y del Tercer Mundo cada vez 
son mayores, con el agravante de que una nueva 

la remuneración y las condiciones de empleo de 
profesionales que en un mismo país desarrollan 
actividades semejantes o incluso inferiores a las 
de los docentes.

El informe de la CEART del año 2006 establece 
que en muchos países los salarios del personal do-
cente no pueden ser comparados con los que per-

equivalentes o incluso de nivel inferior. Esta situa-

2 
3 
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menos retener personas con la capacidad intelec-
tual y la motivación imprescindibles para prestar 
servicios docentes de alta calidad4[4][4].

De manera que son dos los problemas estruc-
turales en materia de remuneración y condiciones 
de empleo que aquejan a los docentes según los 
informes de la CEART: de un lado, la baja re-
muneración que tienen que afrontar los docentes 
de los países del Tercer Mundo, como Colombia, 
frente a los del Primer Mundo, y de otro lado, el 
hecho de que en los mismos países los docentes 
se encuentren en una situación de baja remunera-
ción frente a profesionales que desempeñan ac-
tividades semejantes o incluso menos exigentes. 
Así, maestros y maestras de Colombia no solo se 
encuentran mal remunerados frente a sus colegas 
de otras latitudes, sino en el interior mismo de 
nuestro país.

Pero además de la baja remuneración, son las 
condiciones de trabajo adversas e inseguras uno 
de los principales problemas que afronta el Ma-
gisterio Colombiano, especialmente porque es uno 
de los sectores más desprotegidos en materia de 
riesgos profesionales, debido a dos razones funda-
mentales:

Riesgos Profesionales.

del sector.
-

lud5[5][5] en el sector docente.
De manera que tratándose del sector docente en 

Colombia, no solamente se encuentra excluido del 
Sistema de Riesgos Profesionales, sino que adi-
cionalmente no se sabe cuáles son los factores de 
riesgo en materia de accidentes de trabajo y enfer-
medades profesionales que más le aquejan, como 
tampoco se cuenta con un adecuado programa de 
vigilancia de la salud.

Así, todas las contingencias derivadas de ac-
cidentes de trabajo y enfermedades profesionales 
que tiene que afrontar el Magisterio Colombiano 
se reducen a la atención que le brinda el Fondo de 
Prestaciones Sociales del Magisterio6[6][6] a tra-
vés de la prestación de los servicios de salud y el 
pago de prestaciones económicas. Este sistema re-

preventiva, sino únicamente paliativa o curativa. 
En otras palabras, se trata de una política destinada 
a remediar el mal, pero no a prevenirlo.

Esta situación revela que el sistema de salud 
con el que cuentan los docentes en Colombia es 
sumamente precario, pues solamente atiende las 
patologías ya causadas, dejando de lado la pers-
pectiva preventiva para los maestros. Esto genera 
múltiples violaciones a las normas internacionales 
contempladas en el Pidesc (Ley 74 de 1968), en 
los convenios internacionales de la OIT y en otros 
4 
5 
6 

instrumentos internacionales, particularmente por-
que son dos los derechos sociales que se ven com-
prometidos: la salud y la educación.

Uno de los mayores obstáculos que la norma-
tividad colombiana presenta y por el cual no es 

de riesgos profesionales para los docentes es la au-
sencia de estudio epidemiológico en cuanto a los 
riesgos profesionales a los que este sector de traba-
jadores y trabajadoras del país se expone. Primero 
veamos entonces con detenimiento cuáles son los 
principales riesgos que a nivel internacional se han 
detectado en la materia, y posteriormente analiza-
remos por qué la ausencia de una política preven-
tiva vulnera las normas internacionales.

a) Enfermedades profesionales y riesgos que 
aquejan al sector docente

Según estudios internacionales, los maestros y 
maestras se encuentran afectados principalmente 
por las siguientes enfermedades7[7][7]:

Estrés laboral, burnout “o “síndrome de estar 
quemado”, acoso laboral o mobbing, patologías 
de la voz (afonía o pérdida de la voz, diplofonía, 

tono y la odinofonía), hipoacusia neurosensorial, 
venas várices, enfermedades infecciosas (citome-
galovirus CMV, eritema infeccioso, gastroenteritis 
bacteriana, gastroenteritis vírica, giardiasis, gripe, 
infecciones por micoplasma, parotiditis, pediculo-
sis, rubeola, sarampión, varicela.

Ninguna de estas enfermedades, en el caso co-
lombiano, se encuentra catalogada como enferme-
dad profesional; sin embargo, estudios realizados 
“principalmente en España” evidencian que estas 
enfermedades son altamente frecuentes entre el 
personal docente, por lo que en países europeos 

políticas de prevención en la materia.
b) La ausencia de una política preventiva 

vulnera las normas internacionales

como un estado completo de bienestar físico, men-
tal y social y no solamente la ausencia de afeccio-
nes o enfermedades, por lo cual el derecho a la sa-
lud implica actividades de prevención, promoción 
y protección desde un enfoque integral en el que 
deben ser incluidos los entornos físico y social, así 
como los demás factores relacionados con la exis-
tencia8[8][8].

En un sentido semejante, el Comité de Dere-
chos Económicos, Sociales y Culturales ha soste-
nido que el derecho a la salud incluye una serie de 
factores socioeconómicos, entre los cuales se en-
cuentran la alimentación y la nutrición, la vivien-
da, el acceso al agua limpia y potable, condiciones 
sanitarias adecuadas, condiciones de trabajo segu-
ras y sanas, y un ambiente sano9[9][9].
7 
8 
9 



Página 22 Martes, 6 de diciembre de 2011 GACETA DEL CONGRESO  945

De manera que el derecho a la salud no sola-
mente consiste en la ausencia de una determinada 
patología, sino en la situación de bienestar, que 
solamente puede ser alcanzado mediante la com-
binación de medidas curativas y preventivas que 
sean diseñadas desde una perspectiva holística en 
la cual se incluyan los elementos endógenos y exó-
genos.

El estado actual de la legislación colombiana en 
materia de salud de los maestros y maestras del 
sector público solamente tiene en cuenta el dere-
cho a la salud como un estado libre de afecciones, 
y no como una situación de bienestar integral, lo 
que ocurre como consecuencia de una legislación 
carente de herramientas adecuadas para evitar la 
presencia de enfermedades propias de la actividad 
docente, poniendo en riesgo la salud física y men-
tal de quienes tienen sobre sus hombros la forma-
ción integral del pueblo colombiano.

Una de las normas internacionales que más 
abiertamente desconoce la legislación colombia-
na es la Recomendación de 1966 adoptada por la 
CEART, la cual establece en el numeral 131 lo si-
guiente: “Determinadas enfermedades infecciosas 
de los niños deberían considerarse como enferme-
dades profesionales cuando sean contraídas por 
el personal docente expuesto al contagio por su 
relación con los alumnos”.

Como podemos ver, muchas de las enfermedades 
que en los países desarrollados han sido cataloga-
das como enfermedades que afectan al Magisterio, 
son precisamente las enfermedades infecciosas 
de los niños, razón por la cual resulta coherente 
la Recomendación de la CEART cuando señala la 
necesidad de catalogar dichas enfermedades como 
profesionales en el caso del sector docente.

En el mismo sentido, es equivocada la posición 
de quienes sostienen que resulta más conveniente 
y garantista para el sector docente mantener un ré-
gimen exceptuado en salud, ya que la misma nor-
ma internacional advierte que los regímenes espe-
ciales deben evitarse, especialmente cuando estos 
son inferiores frente a la norma internacional. Se-
ñala la CEART:

protección del personal docente deberían conce-
derse en virtud de un régimen general, aplicable 
a los trabajadores del sector público o del sector 
privado, según los casos.

2. Cuando no exista un régimen general para 
una o más de las contingencias que han de prote-
gerse, deberían establecerse regímenes especiales 
en virtud de la legislación u otros medios.

-
tud de un régimen especial sean inferiores a las 

dichas prestaciones deberían aumentarse hasta el 
nivel señalado mediante un régimen complemen-
tario.

Por último, el actual abandono en materia de 
riesgos profesionales al que se encuentra sometido 

el Magisterio Colombiano implica una vulneración 
al derecho a la educación tal y como este derecho 
social se encuentra consagrado en el artículo 13 
del Pacto Internacional de Derechos Económicos, 
Sociales y Culturales, aprobado mediante la Ley 
74 de 1968 en Colombia. Al respecto cabe citar lo 
que la Observación General Número del Comité 
de DESC de la ONU ha señalado al respecto:

“ -
mente las condiciones materiales del cuerpo do-
cente”, en la práctica las condiciones generales 
de trabajo de los docentes han empeorado y en 
muchos Estados Partes han llegado en los últimos 
años a niveles inaceptablemente bajos. Esta situa-
ción no solo no se corresponde con el apartado e) 

-
ve obstáculo para la plena realización del derecho 
de los alumnos a la educación. El Comité observa 
también la relación que existe entre el apartado e) 

-

tratan del derecho de los docentes a organizarse 
y negociar colectivamente, y señala a la atención 
de los Estados Partes la Recomendación relativa 

conjuntamente por la Unesco y la OIT y la Reco-
mendación relativa a la condición del personal 
docente de la enseñanza superior, de la Unesco 

que adopten para velar porque todo el personal 
docente goce de unas condiciones y una situación 
acordes con su función”.

En conclusión, resulta bastante claro que la 
vulneración del derecho a la salud del Magisterio 
en Colombia, al no contemplarse un mecanismo 

-
sionales, aunada a otra serie de vulneraciones tales 
como la baja remuneración, la ausencia de recono-
cimiento del derecho a la negociación colectiva, la 
violencia generalizada en contra de sus integran-
tes y la subestimación sociocultural que en países 
como Colombia tienen que afrontar las maestras 
y maestros de todo el país, constituye adicional-
mente un franco desconocimiento del derecho a 
la educación, motivos que hacen indispensable la 
adopción de medidas legislativas que garanticen 
un mejor nivel de vida para miles de maestras y 
maestros de todo el país.

5. PROPOSICIÓN
De acuerdo a lo expuesto los suscritos ponentes 

solicitamos dar primer debate en la Comisión Sép-
tima Constitucional Permanente de la Cámara de 
Representantes al Proyecto de ley número 067 de 
2010 Cámara, 217 de 2017 Senado, por la cual 

se dictan otras disposiciones en materia de salud 
ocupacional, 
articulado.

De los honorables Representantes,
Alba Luz Pinilla Pedraza,

Representante a la Cámara.
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6. PLIEGO DE MODIFICACIONES
A continuación se relaciona el texto del proyec-

to de ley aprobado en el Senado de la Republica, 

al articulado.
TEXTO APROBADO EN 
SESIÓN PLENARIA DEL 
SENADO DE LA REPÚBLI-
CA DEL DÍA 6 DE ABRIL 
DE 2011 AL PROYECTO 
DE LEY NÚMERO 067 DE 

2010 SENADO

TEXTO CON  
MODIFICACIONES JUSTIFICACIÓN 

sistema de riesgos profe-
sionales y se dictan otras 
disposiciones en materia 
de salud ocupacional.

El Congreso  
de Colombia
DECRETA:

el sistema de riesgos la-
borales y se dictan otras 
disposiciones en materia 
de salud ocupacional.

El Congreso  
de Colombia
DECRETA:

Se opta por el término 
laborales por cuanto 
este es más comprehen-
sivo, pues es un término 
inherente al trabajo, en 
contraste el término 
profesionales hace re-
ferencia a aquellos que 
ostentan una profesión.

Artículo nuevo. A partir 
de la promulgación de 
la presente ley el Siste-
ma General de Riesgos 
Profesionales se deno-
minará Sistema General 
de Riesgos Laborales. 
Modifíquese el artículo 
1° del Decreto 1295 de 
1994 el cual quedará así:

El Sistema General de 
Riesgos Laborales es 
el conjunto de entidades 
públicas y privadas, nor-
mas y procedimientos, 
destinados a prevenir, 
proteger y atender a los 
trabajadores.

Se adecua de conformi-
dad con lo señalado en 
el cuadro anterior. 

Artículo 1°. Modifí-
quese el artículo 13 del 
Decreto-ley 1295 de 
1994, el cual quedará así:
Artículo 13. A liados. 

General de Riesgos Pro-
fesionales:
a) En forma obligatoria:
1. Los trabajadores de-
pendientes nacionales o 
extranjeros, vinculados 
mediante contrato de 
trabajo o como ser-
vidores públicos; las 
personas vinculadas a 
través de un contrato 
formal de prestación de 
servicios personales con 
entidades o instituciones 
públicas o privadas, 
tales como contratos 
civiles, comerciales o 
administrativos, con 
una duración superior a 
un mes y con precisión 
de las situaciones de 
tiempo, modo y lugar 
en que se realiza dicha 
prestación.
2. Las Cooperativas 
y Precooperativas de 
Trabajo Asociado son 
responsables conforme 
a la ley, del proceso de 

aportes de los trabajado-
res asociados. Para tales 
efectos le son aplicables 
todas las disposiciones 
legales vigentes sobre 
la materia para traba-
jadores dependientes y 
de igual forma le son 
aplicables las obligacio- 
nes en materia de salud

Artículo 1°. Modifí-
quese el artículo 13 del 
Decreto-ley 1295 de 
1994, el cual quedará así:
Artículo 13. A liados. 

General de Riesgos La-
borales:
a) En forma obligatoria:
1. Los trabajadores de-
pendientes nacionales o 
extranjeros, vinculados 
mediante contrato de tra-
bajo o como servidores 
públicos; las personas 
vinculadas a través de 
un contrato formal de 
prestación de servicios 
personales con entidades 
o instituciones públicas 
o privadas, tales como 
contratos civiles, co-
merciales o administra-
tivos, con una duración 
superior a un mes y con 
precisión de las situa-
ciones de tiempo, modo 
y lugar en que se realiza 
dicha prestación.

2. Las Cooperativas 
y Precooperativas de 
Trabajo Asociado son 
responsables conforme 
a la ley, del proceso de 

aportes de los trabajado-
res asociados. Para tales 
efectos le son aplicables 
todas las disposiciones 
legales vigentes sobre 
la materia para traba-
jadores dependientes y 
de igual forma le son 
aplicables las obligacio-
nes en materia de salud
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ocupacional, incluyendo 
la conformación del 
Copaso.
3. Los jubilados o pen-
sionados, que se reincor-
poren a la fuerza laboral 
como trabajadores de-
pendientes, vinculados 
mediante contrato de 
trabajo o como servido-
res públicos, y

4. Los estudiantes de 
todos los niveles aca-
démicos de institucio-
nes educativas públicas 
o privadas que deban 
ejecutar trabajos que 

-
greso para la respectiva 
institución o cuyo en-
trenamiento o actividad 
formativa es requisito 
para la culminación de 
sus estudios, e involucra 
un riesgo ocupacional, 
de conformidad con 
la reglamentación que 
para el efecto se expida 
dentro del año siguiente 
a la publicación de la 
presente ley.
5. Los docentes de to-
das las instituciones 
de enseñanza pública 
vinculados con el Estado 
mediante acto adminis-
trativo, ya sea que se 
encuentren en carrera 
docente o en provisiona-
lidad, del orden nacional, 
departamental y muni-
cipal, sin afectación de 
su régimen prestacional 
especial y con cargo al 
Fondo de Prestaciones 
Sociales del Magisterio.
6. Los trabajadores inde-
pendientes que laboren 
en actividades catalo-
gadas por el Ministerio 
de la Protección como 
de alto riesgo deberán 
obligatoriamente ser 

Riesgos Profesionales 
-

ción será por cuenta del 
contratante.

b) En forma voluntaria:
Los trabajadores inde-
pendientes, diferentes 
de los establecidos en 
el literal a) del presente 
artículo, de conformidad 
con la reglamentación 
que para tal efecto expi-
da el Gobierno Nacional.

ocupacional, incluyendo 
la conformación del 
Copaso.
3. Los jubilados o pen-
sionados, que se reincor-
poren a la fuerza laboral 
como trabajadores de-
pendientes, vinculados 
mediante contrato de tra-
bajo o como servidores 
públicos, o vinculados a 
través de un contrato de 
prestación de servicios 
personales
4. Los estudiantes de 
todos los niveles aca-
démicos de institucio-
nes educativas públicas 
o privadas que deban 
ejecutar trabajos que 
signifiquen fuente de 
ingreso para la respectiva 
institución o cuyo en-
trenamiento o actividad 
formativa es requisito 
para la culminación de 
sus estudios, e involucra 
un riesgo ocupacional, 
de conformidad con 
la reglamentación que 
para el efecto se expida 
dentro del año siguiente 
a la publicación de la 
presente ley.
5. Los docentes de to-
das las instituciones 
de enseñanza pública 
vinculados con el Estado 
mediante acto adminis-
trativo, ya sea que se 
encuentren en carrera 
docente o en provisiona-
lidad, del orden nacional, 
departamental y muni-
cipal, sin afectación de 
su régimen prestacional 
especial y con cargo al 
Fondo de Prestaciones 
Sociales del Magisterio.
6. Los trabajadores inde-
pendientes que laboren 
en empresas catalogadas 
por el Ministerio de 
Trabajo como de alto 
riesgo. El pago de esta 

del contratante.
7. Los miembros de las 
agremiaciones o asocia-
ciones cuyos trabajos 
signi quen fuente de in-
greso para la institución.
8. Los miembros ac-
tivos del Subsistema 
Nacional de primera 
respuesta y el pago de 
la a liación será a cargo 
del Ministerio del In-
terior, de conformidad 
con la normatividad 
pertinente.

b) En forma voluntaria:
Los trabajadores inde-
pendientes y los infor-
males, diferentes de los 
establecidos en el literal 
a) del presente artículo, 
de conformidad con 
la reglamentación que 
para tal efecto expida 
el Gobierno Nacional.

Este numeral atiende 
a lo dispuesto en el 
proyecto de ley del 
subsistema nacional de 
voluntarios de primera 
respuesta a quien se les 
reconoció la seguridad 
social integral, proyec-
to que actualmente se 
encuentra en sanción 
presidencial.
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Parágrafo 1°. En la re-
glamentación que expida 
el Gobierno Nacional 
para la vinculación de 
estos trabajadores se 
adoptarán todas las obli-
gaciones del Sistema de 
Riesgos Profesionales 
que les sean aplicables 
y con precisión de las 
situaciones de tiempo, 
modo y lugar en que se 
realiza dicha prestación.
Parágrafo 2°. En la re-
glamentación que expida 
el Gobierno Nacional en 
relación con las personas 

b) del presente artículo, 
podrá indicar que las 

al régimen de seguridad 
social por intermedio de 
agremiaciones o aso-
ciaciones sin ánimo de 
lucro, por profesión, 

la vigilancia y control 
del Ministerio de la 
Protección Social.
Parágrafo 3°. -
ción al Sistema de Ries-
gos Profesionales del 
contratista correrá por 
cuenta del contratante.
Parágrafo 4°. El Fondo 
de Prestaciones Sociales 
del Magisterio realizará 
los ajustes que sean 
necesarios para que la 
cobertura de los docentes 
en riesgos profesionales 
y salud ocupacional 
no afecte su funciona-
miento.

Parágrafo 1°. En la re-
glamentación que expida 
el Gobierno Nacional 
para la vinculación de 
estos trabajadores se 
adoptarán todas las obli-
gaciones del Sistema 
de Riesgos Laborales 
que les sean aplicables 
y con precisión de las 
situaciones de tiempo, 
modo y lugar en que se 
realiza dicha prestación.
Parágrafo 2°. En la re-
glamentación que expida 
el Gobierno Nacional en 
relación con las personas 

b) del presente artículo, 
podrá indicar que las 

al régimen de seguridad 
social por intermedio 
de agremiaciones o aso-
ciaciones sin ánimo de 
lucro, por profesión, 

la vigilancia y control del 
Ministerio de la Salud y 
Protección Social.
Parágrafo 3°. La a -
liación y el pago de la 
cotización al Sistema de 
Riesgos Laborales del 
contratista correrá por 
cuenta del contratante; 

El pago de la cotización 

corre por cuenta del 
contratista atendiendo 
a la naturaleza del 
contrato de prestación 
de servicios. 

Artículo 2°. Accidente 
de trabajo. Es accidente 
de trabajo todo suceso 
repentino que sobre-
venga por causa o con 
ocasión del trabajo, y que 
produzca en el trabajador 
una lesión orgánica, una 
perturbación funcional o 
psiquiátrica, una invali-
dez o la muerte.
Es también accidente 
de trabajo aquel que 
se produce durante la 
ejecución de órdenes del 
empleador, o durante la 
ejecución de una labor 
bajo su autoridad, aún 
fuera del lugar y horas 
de trabajo.
Igualmente se considera 
accidente de trabajo el 
que se produzca durante 
el traslado de los trabaja-
dores desde su residencia 
a los lugares de trabajo 
o viceversa, cuando el 
transporte lo suministre 
el empleador.

Artículo 2°. Accidente 
de trabajo. Es accidente 
de trabajo todo suceso 
repentino que sobre-
venga por causa o con 
ocasión del trabajo, y que 
produzca en el trabajador 
una lesión orgánica, una 
perturbación funcional o 
psiquiátrica, una invali-
dez o la muerte.
Es también accidente 
de trabajo aquel que 
se produce durante la 
ejecución de órdenes del 
empleador, o contratan-
te durante la ejecución 
de una labor bajo su 
autoridad, aún fuera del 
lugar y horas de trabajo.
Igualmente se considera 
accidente de trabajo el 
que se produzca durante 
el traslado de los traba-
jadores o contratistas 
desde su residencia a 
los lugares de trabajo 
o viceversa, cuando el 
transporte lo suministre 
el empleador.

Atendiendo el con-
cepto del Ministerio 
de Salud “se adecúa la 
redacción teniendo en 
cuenta lo establecido 
en el artículo 373 del 
Código Sustantivo de 
Trabajo para preservar 
los derechos de los 
trabajadores.

En relación a los tra-
bajadores de servicios 
temporales se busca 
precisar que también 
ellos tienen cobertura 
por accidentes de de-
portivos, recreativos y 
culturales cuando están 
en misión”.
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También se conside-
rará como accidente 
de trabajo el ocurrido 
durante el ejercicio de 
la actividad sindical 
aunque el trabajador se 
encuentre en permiso 
sindical siempre que el 
accidente se produzca 
en cumplimiento de 
actividades sindicales.
De igual forma se consi-
dera accidente de trabajo 
el que se produzca por la 
ejecución de actividades 
recreativas, deportivas 
o culturales, cuando 
se actúe por cuenta o 
en representación del 
empleador.

También se considerará 
como accidente de traba-
jo el ocurrido durante el 
ejercicio de la función 
sindical aunque el tra-
bajador se encuentre en 
permiso sindical siempre 
que el accidente se pro-
duzca en cumplimiento 
de dicha función.
De igual forma se consi-
dera accidente de trabajo 
el que se produzca por la 
ejecución de actividades 
recreativas, deportivas 
o culturales, cuando 
se actúe por cuenta o 
en representación del 
empleador o de la em-
presa usuaria cuando 
se trate de trabajadores 
de empresas de servi-
cios temporales que se 
encuentren en misión. 

Artículo 3°. Enferme-
dad profesional. Es en-
fermedad profesional la 
contraída como resul-
tado de la exposición 
a factores de riesgo 
inherentes a la actividad 
laboral o del medio en el 
que el trabajador se ha 
visto obligado a trabajar. 
El Gobierno Nacional, 
determinará, en forma 
periódica, las enferme-
dades que se consideran 
como profesionales y 
en los casos en que una 

la tabla de enfermedades 
profesionales, pero se 
demuestre la relación 
de causalidad con los 
factores de riesgo ocu-
pacionales será recono-
cida como enfermedad 
profesional, conforme 
lo establecido en las 
normas legales vigentes.
Parágrafo. El Gobier-
no Nacional, oído el 
concepto del Consejo 
Nacional de Riesgos 
Profesionales, determi-
nará, en forma periódica, 
las enfermedades que se 
consideran como profe-
sionales.

Artículo 3°. Enferme-
dad profesional. Es en-
fermedad profesional la 
contraída como resul-
tado de la exposición 
a factores de riesgo 
inherentes a la actividad 
laboral o del medio en el 
que el trabajador se ha 
visto obligado a trabajar. 
El Gobierno Nacional, 
determinará, en forma 
periódica, las enferme-
dades que se consideran 
como profesionales y 
en los casos en que una 

la tabla de enfermedades 
profesionales, pero se 
demuestre la relación de 
causalidad con los facto-
res de riesgo ocupaciona-
les será reconocida como 
enfermedad profesional, 
conforme lo establecido 
en las normas legales 
vigentes.
Parágrafo 1º. El Go-
bierno Nacional, previo 
concepto del Consejo 
Nacional de Riesgos 
Laborales, determinará, 
en forma periódica, las 
enfermedades que se 
consideran como profe-
sionales.
Parágrafo 2º. Para tal 
efecto, el Ministerio de 
la Salud y Protección 
Social y el Ministerio 
de Trabajo, realizará 
una actualización de la 
tabla de enfermedades 
profesionales por lo 
menos cada tres (3) 
años atendiendo a los 
estudios técnicos fi-
nanciados por el Fondo 
Nacional de Riesgos 
Laborales.

Teniendo en cuenta que 
la tabla de enfermeda-
des profesionales no se 
ha actualizado en los 
últimos ocho años se 
ordena su actualización 
por parte de las autori-
dades competentes y de 
manera periódica. 

Artículo 4°. Ingreso 
base de liquidación. 
Se entiende por ingreso 
base para liquidar las 
prestaciones económi-
cas lo siguiente:
a) Para accidentes de 
trabajo.

Artículo 4°. Ingreso 
base de liquidación. 
Se entiende por ingreso 
base para liquidar las 
prestaciones económicas 
lo siguiente:
a) Para accidentes de 
trabajo.

Se da claridad y preci-
sión al “contenido para 
garantizar el reconoci-
miento de las prestacio-
nes económicas.
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El promedio de los seis 
(6) meses anteriores al 
accidente de trabajo, o 
fracción de meses, si el 
tiempo laborado en esa 
empresa fuese inferior 
a la base de cotización 
declarada e inscrita en la 
Entidad Administradora 
de Riesgos Profesionales 
a la que se encuentre 

.3

b) Para enfermedad 
profesional
El promedio del último 
año, o fracción de año, 
de la base de cotización 
obtenida en la empresa 
donde se calificó en 
primera oportunidad el 
origen de la enfermedad 
profesional.
En caso de que la ca-
lificación en primera 
oportunidad se realice 
cuando el trabajador se 
encuentre desvinculado 
de la empresa se tomará 
el promedio del último 
año, o fracción de año 
si el tiempo laborado 
fuese inferior, de la base 
de cotización declarada 
e inscrita en la última 
Entidad Administradora 
de Riesgos Profesionales 
a la que se encontraba 

Parágrafo. Las sumas 
de dinero que las Enti-
dades Administradoras 
de Riesgos Profesionales 
deben pagar por concep-
to de prestaciones econó-
micas deben indexarse, 
con base en el Índice de 
Precios al Consumidor 

-
tamento Administrativo 
Nacional de Estadística, 
DANE.

El promedio del ingreso 
base de cotización (IBC) 
de los seis (6) meses 
anteriores a la ocurrencia 
al accidente de trabajo, o 
fracción de meses, si el 
tiempo laborado en esa 
empresa fuese inferior 
a la base de cotización 
declarada e inscrita en la 
Entidad Administradora 
de Riesgos Profesionales 
a la que se encuentre 

b) Para enfermedad pro-
fesional
El promedio del último 
año, o fracción de año, 
del ingreso base de co-
tización (IBC) anterior 
a la fecha en que se 

-
tunidad el origen de la 
enfermedad profesional.
En caso de que la ca-
lificación en primera 
oportunidad se realice 
cuando el trabajador se 
encuentre desvinculado 
de la empresa se tomará 
el promedio del último 
año, o fracción de año si 
el tiempo laborado fuese 
inferior, del ingreso base 
de cotización (IBC) 
declarada e inscrita en 
la última Entidad Ad-
ministradora de Riesgos 
Laborales a la que se 

-

Parágrafo 1°. Las sumas 
de dinero que las Entida-
des Administradoras de 
Riesgos Laborales de-
ben pagar por concepto 
de prestaciones econó-
micas deben indexarse, 
con base en el Índice de 
Precios al Consumidor 
(IPC) al momento del 

Departamento Admi-
nistrativo Nacional de 
Estadística, DANE.
Parágrafo 2°. Para el 
caso del pago del subsi-
dio por incapacidad tem-
poral, la prestación será 
reconocida con base en el 
último (IBC) pagado a la 
Entidad Administradora 
de Riesgos Laborales 
anterior al inicio d la 
incapacidad médica, 
salvo que se supere el 
plazo previsto para el 
pago en cuyo caso deberá 
reconocerse conforme al 
parágrafo primero del 
presente artículo. 

preservar la actualidad 
de los pagos que se 
realicen protegiendo 

Artículo 5º. Monto de 
las cotizaciones. El mon-
to de las cotizaciones 
no podrá ser inferior 
al 0.348%, ni superior 
al 8.7%, de la base de 
cotización de los traba-
jadores y su pago estará 
a cargo del respectivo 
empleador.

Artículo 5º. Monto de 
las cotizaciones. El mon-
to de las cotizaciones 
para el caso de los tra-
bajadores vinculados 
mediante contratos 
de trabajo o como 
servidores públicos 
no podrá ser inferior al 
0.348%, ni superior al 
8.7%, del ingreso base

Siguiendo el plantea-
miento del Ministerio 
de Salud se precisa 
“que la cobertura de los 
trabajadores se inicia 
desde el día siguiente 
a su ingreso al trabajo; 
utilizando para ello el 
formulario de nove-
dades permanente de 
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El Gobierno Nacional 
adoptará la tabla de 
cotizaciones mínimas y 
máximas para cada clase 
de riesgo.

de cotización (IBC) de 
los trabajadores y su 
pago estará a cargo del 
respectivo empleador.
El mismo porcentaje 
del monto de las cotiza-
ciones se aplicará para 
las personas vinculadas 
a través de un contrato 
formal de prestación de 
servicios personales, 
sin embargo, su afi-
liación y pago estará 
a cargo del respectivo 
contratista, exceptuán-
dose lo estipulado en 
literal A numeral 6 del 
artículo primero de 
esta ley.

así, el vacío en la co-
bertura pues se compa-
tibiliza la temporalidad 
entre relación laboral 
con la protección del 
riesgo que se origina 
por la misma”.

El Gobierno Nacional 
adoptará la tabla de 
cotizaciones mínimas 
y máximas para cada 
clase de riesgo, así como 
las formas en que una 
empresa pueda lograr 
disminuir o aumentar 
los porcentajes de co-
tización de acuerdo a 
su siniestralidad, seve-
ridad y cumplimiento 
del programa de salud 
ocupacional.
Parágrafo. La cober-
tura del trabajador 
por el sistema se inicia 
desde el día calendario 
siguiente al recibo de la 
novedad de ingreso por 
la entidad administra-
dora respectiva.

Artículo 6°. Efectos por 
el no pago de aportes 
al Sistema General de 
Riesgos Profesionales. 
La mora en el pago 
de aportes al Sistema 
General de Riesgos Pro-
fesionales durante la 
vigencia de la relación 
laboral, no genera la 

de los trabajadores.

En el evento en que el 
empleador se encuentre 
en mora de efectuar sus 
aportes al Sistema Gene-
ral de Riesgos Profesio-
nales, será responsable 
de los gastos en que 
incurra la Entidad Ad-
ministradora de Riesgos 
Profesionales por causa 
de las prestaciones asis-
tenciales otorgadas a los 
trabajadores, así como 
del pago de los aportes en 
mora con sus respectivos 
intereses y el pago de las 
prestaciones económi-
cas a que hubiere lugar.
La liquidación, debida-
mente soportada, que 
realicen las Entidades 
Administradoras de 
Riesgos Profesionales 
por concepto de presta-
ciones otorgadas, cotiza-
ciones adeudadas e inte-
reses por mora, prestará 
mérito ejecutivo.

Artículo 6°. Efectos por 
el no pago de aportes al 
Sistema General de Ries-
gos Laborales. La mora 
en el pago de aportes al 
Sistema General de Ries-
gos Laborales durante la 
vigencia de la relación 
laboral y del contrato de 
prestación de servicios, 

-
dos trabajadores.
En el evento en que el em-
pleador y/o contratista 
se encuentre en mora 
de efectuar sus aportes 
al Sistema General de 
Riesgos Laborales, será 
responsable de los gastos 
en que incurra la Enti-
dad Administradora de 
Riesgos Laborales por 
causa de las prestaciones 
asistenciales otorgadas, 
así como del pago de los 
aportes en mora con sus 
respectivos intereses y el 
pago de las prestaciones 
económicas a que hubie-
re lugar.
La liquidación, debida-
mente soportada, que 
realicen las Entidades 
Administradoras de 
Riesgos Laborales por 
concepto de Prestaciones 
otorgadas, cotizaciones 
adeudadas e intereses 
por mora, prestará mérito 
ejecutivo.

Para hacer coherente 
-

liaciones obligatorias 
y voluntarias se incluye 
el contrato de presta-
ción de servicios.
En segundo término, 
respondiendo a la nue-
va institucionalidad 
laboral en cabeza del 
Ministerio del Trabajo, 
se incluyen las direc-
ciones territoriales de 
este ministerio para lo 
de su competencia.
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Se entiende que la em-
presa afiliada está en 
mora cuando no ha 
cumplido con su obliga-
ción de pagar los aportes 
correspondientes dentro 
del término estipulado en 
las normas legales vigen-
tes. Para tal efecto, la 
Entidad Administradora 
de Riesgos Profesionales 
respectiva, deberá enviar 
a la última dirección co-

-
liada una comunicación 

un plazo no mayor a un 
(1) mes después del no 
pago de los aportes. La 
comunicación constitui-

en mora. Copia de esta 
comunicación deberá 
enviarse al representan-
te de los Trabajadores 
en Comité Paritario 
de Salud Ocupacional 
(COPASO).

Si pasados dos (2) me-
ses desde la fecha de 
registro de la comuni-
cación continúa la mora, 
la Administradora de 
Riesgos Profesionales 
puede abstenerse de 

nuevos trabajadores de 
la correspondiente Em-
presa o Entidad en mora, 
comunicándolo así al 
Empleador, de lo cual 
dará aviso a la Dirección 
Territorial correspon-
diente del Ministerio de 
la Protección Social para 
los efectos pertinentes. 
La administradora debe-
rá llevar el consecutivo 
de registro de radicación 
de los anteriores avisos.
Parágrafo 1°. Cuando la 
Entidad Administradora 
de Riesgos Profesiona-
les, una vez agotados to-
dos los medios necesarios 
para efectos de recuperar 
las sumas adeudadas 
al Sistema General de 
Riesgos Profesionales, 
compruebe que ha sido 
cancelado el registro 
mercantil por liquidación 

empleador y obren en su 
poder las pruebas perti-
nentes, de conformidad 
con las normas vigentes 
sobre la materia, podrá 
dar por terminada la 

Parágrafo 2°. Sin per-
juicio, de la responsa-
bilidad del empleador 
de asumir los riesgos 
profesionales de sus 
trabajadores en caso de

Se entiende que la em-
presa afiliada está en 
mora cuando no ha cum-
plido con su obligación 
de pagar los aportes 
correspondientes dentro 
del término estipulado en 
las normas legales vigen-
tes. Para tal efecto, la 
Entidad Administradora 
de Riesgos Laborales 
respectiva, deberá enviar 
a la última dirección 
conocida de la empresa o 
del contratista a liado 
una comunicación por 

plazo no mayor a un (1) 
mes después del no pago 
de los aportes. La co-
municación constituirá 
a la empresa o contra-
tista a liado en mora. 
Copia de esta comuni-
cación deberá enviarse 
al representante de los 
Trabajadores en Comité 
Paritario de Salud Ocu-
pacional (COPASO) y a 
las Direcciones Territo-
riales del Ministerio de 
Trabajo del domicilio 
principal del emplea-
dor o contratista.
Si pasados dos (2) me-
ses desde la fecha de 
registro de la comu-
nicación continúa la 
mora, la Administradora 
de Riesgos Laborales 
puede abstenerse de 

nuevos trabajadores de 
la correspondiente Em-
presa o Entidad en mora, 
comunicándolo así al 
Empleador, de lo cual 
dará aviso a la Dirección 
Territorial correspon-
diente del Ministerio 
del Trabajo para los 
efectos pertinentes. La 
administradora deberá 
llevar el consecutivo de 
registro de radicación 
de los anteriores avisos.
Parágrafo 1°. Cuando la 
Entidad Administradora 
de Riesgos Laborales, 
una vez agotados todos 
los medios necesarios 
para efectos de recupe-
rar las sumas adeuda-
das al Sistema General 
de Riesgos Laborales, 
compruebe que ha sido 
cancelado el registro 
mercantil por liquida-

del empleador y obren en 
su poder las pruebas per-
tinentes, de conformidad 
con las normas vigentes 
sobre la materia, podrá 
dar por terminada la 

Parágrafo 2°. Sin per-
juicio, de la responsa-
bilidad del empleador 
de asumir los riesgos 
Laborales de sus tra-
bajadores en caso de-
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mora en el pago de las 
primas o cotizaciones 
obligatorias, correspon-
de a todas las entida-
des administradoras de 
riesgos profesionales 
adelantar las acciones 
de cobro coactivo, previa 
constitución de la empre-
sa o empleador en mora 
y previo el requerimiento 
escrito donde se consa-
gre el valor adeudado y el 
número de trabajadores 
afectados.
El Gobierno dentro de 
los seis (6) meses si-
guientes a la expedición 
de la presente ley, dará 
las instrucciones, me-
canismos, facultades y 
recomendaciones para 
ejercer el cobro coactivo, 
para lo cual las admi-
nistradoras de riesgos 
profesionales deberán 
conformar un departa-
mento, dependencia u 

propio o contratado, con 
cobertura nacional y 
regional.
Para tal efecto, la liqui-
dación mediante la cual 
la administradora de 
riesgos profesionales 
determine el valor adeu-
dado, prestará mérito 
ejecutivo, y los honora-
rios, gastos y costas del 
proceso serán asumidos 
por el empleador. El 
Gobierno Nacional re-
glamentará la materia.

mora en el pago de las 
primas o cotizaciones 
obligatorias y de la que 
atañe al propio con-
tratista, corresponde a 
todas las entidades ad-
ministradoras de riesgos 
Laborales adelantar 
las acciones de cobro, 
previa constitución de 
la empresa, empleador 
o contratista en mora y 
el requerimiento escrito 
donde se consagre el 
valor adeudado y el 
número de trabajadores 
afectados.

Para tal efecto, la li-
quidación mediante la 
cual la administradora 
de riesgos Laborales 
determine el valor adeu-
dado, prestará mérito 
ejecutivo.

Artículo 7°. Reporte de 
información de activi-
dades de promoción y 
prevención. La Entidad 
Administradora de Ries-
gos Profesionales deberá 
presentar un reporte de 
las actividades que se 
vayan desarrollando en 
sus empresas a liadas 
durante el año en promo-
ción y prevención al Mi-
nisterio de la Protección 
Social, para efectos de su 
seguimiento y cumpli-
miento conforme a las 
directrices establecidas 
por parte de la Dirección 
General de Riesgos Pro-
fesionales o quien haga 
sus veces.

Este reporte deberá ser 
presentado semestral-
mente a las Direcciones 
Territoriales del Minis-
terio de la Protección 
Social para seguimiento 

-
plimiento.

Artículo 7°. Reporte de 
información de activida-
des y resultados de pro-
moción y prevención. La 
Entidad Administradora 
de Riesgos Laborales 
deberá presentar al Mi-
nisterio de Trabajo un 
reporte de actividades 
que se desarrollen en 
sus empresas a liadas 
durante el año y de los 
resultados logrados en 
términos del control de 
los riesgos más preva-
lentes en promoción 
y de las reducciones 
logradas en las tasas 
de accidentes y enfer-
medades profesionales 
como resultado de sus 
medidas de prevención. 
Dichos resultados serán 
el referente esencial 
para efectos de la va-
riación del monto de 
la cotización, el segui-
miento y cumplimiento 
se realizará conforme 
a las directrices esta-
blecidas por parte del 
Ministerio de Trabajo.
Este reporte deberá ser 
presentado semestral-
mente a las Direcciones 
Territoriales del Minis-
terio de Trabajo para se-

del cumplimiento.

Teniendo en cuenta 
los aportes hechos por 
los diferentes actores 
en el seminario sobre 
este proyecto de ley 
realizado por la co-
misión séptima de la 
Cámara, se incluyen 
precisiones para forta-
lecer el articulado con 
el ánimo de mejorar 
la prevención de los 
eventos ocupacionales.
Se precisan las obli-
gaciones y su eva-
luación, así como el 
procedimiento que 
debe surtirse en materia 
sancionatoria.
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El incumplimiento de los 
programas de promoción 
y prevención de acuerdo 
con las directrices de la 
Dirección General de 
Riesgos Profesionales 
acarreará multa de hasta 
quinientos (500) salarios 
mínimos mensuales le-
gales vigentes. Multas 
graduales de acuerdo a la 
gravedad de la infracción 
y siguiendo siempre el 
debido proceso.

Parágrafo. En caso de 
incumplimiento de los 
programas de promo-
ción y prevención el 
empleador informará a 
la Dirección General de 
Riesgos Profesionales 
del Ministerio de la 
Protección Social para 

correspondiente.

El incumplimiento de los 
programas de promoción 
de la salud y prevención 
de accidentes y en-
fermedades de nidas 
por el Ministerio de 
la Salud y Protección 
Social y el Ministerio 
de Trabajo, acarreará 
multa de hasta quinientos 
(500) salarios mínimos 
mensuales legales vi-
gentes a la fecha en que 
se imponga la misma. 
Las multas serán gra-
duales de acuerdo a la 
gravedad de la infracción 
y siguiendo siempre 
el debido proceso, las 
cuales irán al Fondo 
de Riesgos Laborales, 
conforme a lo estable-
cido en el sistema de 
garantía de calidad en 
riesgos laborales.
Parágrafo. En caso de 
incumplimiento de los 
programas de promoción 
de la salud y prevención 
de accidentes y enfer-
medades laborales, el 
empleador o contratante 
informará a la Dirección 
de Riesgos Profesionales 
del Ministerio de Trabajo 

-
cisión correspondiente.

Artículo 8°. Modifí-
quese el artículo 66 del 
Decreto-ley 1295 de 
1994, el cual quedará así:
Artículo 66. Supervi-
sión de las empresas de 
alto riesgo. Las Entida-
des Administradoras de 
Riesgos Profesionales 
y el Ministerio de la 
Protección Social, su-
pervisarán en forma 
prioritaria directamente 
o a través de terceros 
idóneos acreditados para 
el efecto, a las empresas 
de alto riesgo, especial-
mente en la aplicación 
del Programa de Salud 
Ocupacional según el 
Sistema de Garantía de 
Calidad, los Sistemas de 
Control de Riesgos Pro-
fesionales y las Medidas 
Especiales de Preven-
ción y Promoción.

Artículo 8°. Modifí-
quese el artículo 66 del 
Decreto-ley 1295 de 
1994, el cual quedará así:
Artículo 66. Supervi-
sión de las empresas de 
alto riesgo. Las Entida-
des Administradoras de 
Riesgos Laborales y el 
Ministerio de Trabajo, 
supervisarán en forma 
prioritaria y directa-
mente, a las empresas 
de alto riesgo, especial-
mente en la aplicación 
del Programa de Salud 
Ocupacional según el 
Sistema de Garantía de 
Calidad, los Sistemas 
de Control de Riesgos 
Laborales y las Medidas 
Especiales de Promoción 
y Prevención.
Las empresas donde 
se procese, manipule o 
trabaje con sustancias 
tóxicas o cancerígenas 
o con agentes causan-
tes de enfermedades 
incluidas en la tabla 
de enfermedades la-
borales de que trata 
el artículo 3° de la 
presente ley, deberán 
cumplir con un número 
mínimo de actividades 
preventivas de acuerdo 
a la reglamentación 
conjunta que expida el 
Ministerio de la Salud 
y Protección Social y el 
Ministerio de Trabajo.

seguimiento y tomar 
las acciones correctivas 
a que haya lugar para 
lograr la óptima calidad 
en el ambiente laboral, 
se incluye el alto riesgo 
asociado al que están 
sometidos los trabaja-
dores en contacto con 
sustancias tóxicas y 
cancerígenas. 
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Artículo 9°. Fortaleci-
miento de la prevención 
de los riesgos profe-
sionales en las micro 
y pequeñas empresas 
en el país. Las Entida-
des Administradoras de 
Riesgos Profesionales 
fortalecerán las activi-
dades de promoción y 
prevención en las micro 
y pequeñas empresas que 
presentan alta siniestrali-

como de alto riesgo.
El Ministerio de la Pro-

los criterios técnicos con 
base en los cuales las 
Entidades Administra-
doras de Riesgos Profe-
sionales focalizarán sus 
acciones de promoción 
y prevención de manera 
que se fortalezcan estas 
actividades en las micro 
y pequeñas empresas. 
Serán criterios técnicos 
a tener en cuenta la 
cobertura de trabajado-

pequeñas empresas y la 
frecuencia, severidad y 
causa de los accidentes y 
enfermedades profesio-
nales en estas empresas.

Parágrafo. Dentro de 
las campañas suscepti-
bles de reproducción en 
medios físicos o elec-
trónicos y actividades 
generales de promoción 
y prevención de riesgos 
profesionales que reali-
zan periódicamente las 
Entidades Administra-
doras de Riesgos Profe-
sionales se involucrarán 
a trabajadores del sector 
informal de la economía.

Artículo 9°. Fortaleci-
miento de la prevención 
de los riesgos laborales 
en las micro y pequeñas 
empresas en el país. 
Las Entidades Admi-
nistradoras de Riesgos 
Laborales fortalecerán 
las actividades de pro-
moción y prevención 
en las micro y pequeñas 
empresas que presentan 
alta siniestralidad o están 

riesgo.
El Ministerio de Salud 
y Protección Social y el 
Ministerio de Trabajo 
definirán los criterios 
técnicos con base en los 
cuales las Entidades Ad-
ministradoras de Riesgos 
Laborales focalizarán 
sus acciones de promo-
ción y prevención de 
manera que se fortalez-
can estas actividades en 
las micro y pequeñas 
empresas. Serán criterios 
técnicos a tener en cuenta 
la cobertura de trabaja-

y pequeñas empresas y 
la frecuencia, severidad 
y causa de los accidentes 
y enfermedades Labo-
rales en estas empresas.
Parágrafo. Dentro de 
las campañas suscepti-
bles de reproducción en 
medios físicos o elec-
trónicos y actividades 
generales de promoción 
y prevención de riesgos 
laborales que realizan 
periódicamente las En-
tidades Administradoras 
de Riesgos Laborales se 
involucrarán a trabajado-
res del sector informal 
de la economía, bajo la 
vigilancia y control del 
Ministerio de Trabajo. 

Se incluye la nue-
va institucionalidad 
que permite el trabajo 
transectorial necesario 

sinérgica la promoción 
de salud ocupacional y 
la prevención de la en-
fermedad profesional. 

Artículo 10. Servicios 
de Promoción y Pre-
vención. Las actividades 
mínimas de promoción y 
prevención en el Siste-
ma General de Riesgos 
Profesionales por parte 
de las Entidades Admi-
nistradoras de Riesgos 
Profesionales serán las 
siguientes:
1. Actividades básicas 
para las empresas del 
cinco por ciento (5%) 
de la cotización, como 
mínimo serán las si-
guientes:

a) Programas, campañas 
y acciones de educación 
y prevención dirigidas 
a garantizar que sus 
empresas afiliadas co 
nozcan, cumplan las 
normas y reglamentos 
técnicos en salud ocu-
pacional, expedidos por 
el Gobierno Nacional;

Artículo 10. Servicios 
de Promoción y Pre-
vención. Las actividades 
mínimas de promoción y 
prevención en el Siste-
ma General de Riesgos 
Laborales por parte 
de las Entidades Admi-
nistradoras de Riesgos 
Laborales serán las 
siguientes:
1. Actividades básicas 
programadas y eva-
luadas conforme a los 
indicadores de Riesgos 
Laborales para las em-
presas correspondiente 
al cinco por ciento (5%) 
de la cotización, como mí-
nimo serán las siguientes:
a) Programas, campañas 
y acciones de educación 
y prevención dirigidas 
a garantizar que sus 

-
nozcan, cumplan las 
normas y reglamentos 
técnicos en salud ocu-
pacional, expedidos por 
el Gobierno Nacional;

En este se precisan va-
rios temas fundamenta-
les para que el sistema 
de riesgos laborales 
sea coherente con el 
objetivo que lo inspira.
1. En este numeral se 

-
des de P&P dotándolas 
de indicadores que per-
mitan medir su impacto 
en el ámbito laboral.
En el numeral 3, pa-
rágrafo 2° se dispone 
la realización de ac-
tividades de P&P en 
consonancia con los 
nuevos medios tecnoló-
gicos de comunicación 
e información.
En el numeral 3, pa-
rágrafo 4. Se limitan 
los gastos de admi-
nistración de las ARP 
de manera que sean 
compatibles con la 
sostenibilidad econó-
mica del sistema en su 
conjunto.
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b) Programas, campañas 
y acciones de educación 
y prevención, dirigidas 
a garantizar que sus 

-
plan con el desarrollo 
del nivel básico del 
plan de trabajo anual de 
su Programa de Salud 
Ocupacional;
c) Asesoría técnica 
básica para el diseño 
del Programa de Salud 
Ocupacional y el plan de 
trabajo anual de todas las 
empresas;
d) Capacitación básica 
para el montaje de la 
brigada de emergencias, 
primeros auxilios y sis-
tema de calidad en salud 
ocupacional.
e) Capacitación a los 
miembros del comi-
té paritario de salud 
ocupacional en aque-
llas empresas con un 
número mayor de 10 
trabajadores, o a los 
vigías ocupacionales, 
quienes cumplen las 
mismas funciones de 
salud ocupacional, en 
las empresas con un 
número menor de 10 
trabajadores;
f) Fomento de estilos de 
trabajo y de vida saluda-
bles, de acuerdo con los 

de las empresas;
g) Investigación de los 
accidentes de trabajo 
y enfermedades profe-
sionales que presenten 
los trabajadores de sus 

2. Del noventa y cuatro 
por ciento (94%) de la 
cotización, la entidad ad-
ministradora de riesgos 
profesionales destinará 
como mínimo el diez 
por ciento (10%) para 
lo siguiente:
a) Desarrollo de pro-
gramas regulares de 
prevención y control de 
riesgos profesionales y 
de rehabilitación integral 

b) Apoyo, asesoría y 
desarrollo de campañas 

para el desarrollo de ac-
tividades para el control 
de los riesgos, el desa-
rrollo de los sistemas 
de vigilancia epidemio-
lógica y la evaluación y 
formulación de ajustes 
al plan de trabajo anual 
de las empresas. Los dos 
objetivos principales de 
esta obligación son: el 
monitoreo permanente 
de las condiciones de tra-
bajo y salud, y el control 
efectivo del riesgo.
c) Las administradoras 
de riesgos profesiona-

b) Programas, campañas 
y acciones de educación 
y prevención, dirigidas 
a garantizar que sus 

-
plan con el desarrollo 
del nivel básico del 
plan de trabajo anual de 
su Programa de Salud 
Ocupacional;
c) Asesoría técnica bá-
sica para el diseño del 
Programa de Salud Ocu-
pacional y el plan de 
trabajo anual de todas 
las empresas;
d) Capacitación básica 
para el montaje de la 
brigada de emergencias, 
primeros auxilios y sis-
tema de calidad en salud 
ocupacional.
e) Capacitación a los 
miembros del comité pa-
ritario de salud ocupacio-
nal en aquellas empresas 
con un número mayor de 
10 trabajadores, o a los 
vigías ocupacionales, 
quienes cumplen las 
mismas funciones de 
salud ocupacional, en 
las empresas con un 
número menor de 10 
trabajadores;
f) Fomento de estilos de 
trabajo y de vida saluda-
bles, de acuerdo con los 

de las empresas;

g) Investigación de los 
accidentes de trabajo 
y enfermedades La-
borales que presenten 
los trabajadores de sus 

2. Del noventa y cuatro 
por ciento (94%) de la 
cotización, la entidad 
administradora de ries-
gos Laborales destinará 
como mínimo el diez 
por ciento (10%) para 
lo siguiente:
a) Desarrollo de pro-
gramas regulares de 
prevención y control de 
riesgos Laborales y de 
rehabilitación integral en 

b) Apoyo, asesoría y 
desarrollo de campañas 

para el desarrollo de acti-
vidades para el control de 
los riesgos, el desarrollo 
de los sistemas de vigi-
lancia epidemiológica 
y la evaluación y for-
mulación de ajustes al 
plan de trabajo anual de 
las empresas. Los dos 
objetivos principales de 
esta obligación son: el 
monitoreo permanente 
de las condiciones de tra-
bajo y salud, y el control 
efectivo del riesgo.
c) Las administrado-
ras de riesgos Labora-

En el numeral 3, pará-
grafo 5°, se consigna 
como voluntaria la 
labor de seguros en 
el ramo de riesgos 
laborales, regida por 
lo establecido en el 
Estatuto Orgánico del 
Sistema Financiero, 
tendrá costos limitados 
y vigilada por la Super-
intendencia Financiera.
Asimismo se prohíbe la 
doble intermediación, 
quedando proscrita 
cualquier actividad 
distinta a la labor de 
seguros, en consecuen-
cia, se transita hacia 
un sistema con acto-
res especializados que 
posibiliten un mejor 
funcionamiento del 
mismo.
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les deben desarrollar 
programas, campañas, 
crear o implementar 
mecanismos y acciones 
para prevenir los daños 
secundarios y secuelas 
en caso de incapacidad 
permanente parcial e 
invalidez, para lograr la 
rehabilitación integral, 
procesos de readap-
tación y reubicación 
laboral;
d) Diseño y asesoría 
en la implementación 
de áreas, puestos de 
trabajo, maquinarias, 
equipos y herramientas 
para los procesos de 
reinserción laboral, con 
el objeto de intervenir y 
evitar los accidentes de 
trabajo y enfermedades 
profesionales;
e) Las entidades admi-
nistradoras de riesgos 
profesionales podrán 
establecer programas 
de financiación a las 
empresas para el control 
de los factores de riesgo 
en la fuente y en el medio 
ambiente laboral, para lo 
cual podrán adquirir, fa-
bricar, arrendar y vender 
los equipos y materiales 
necesarios, concediendo 
créditos debidamente 
garantizados y con la 
tasa de interés más baja 
establecida por la Super-
intendencia Financiera, 
al momento de otorgarse 
el crédito.

-
ciación no requiere de 
autorización alguna, 
pero está vigilado y 
controlado por la Super-
intendencia Financiera.
3. El 1% se destinará 
para el Fondo de Riesgos 
Profesionales.
Parágrafo 1º. Las ad-
ministradoras de riesgos 
profesionales no pueden 
desplazar el recurso 

actividades que por ley 
le corresponden al em-
pleador, y deben otorgar 
todos los servicios de 
promoción y prevención 
sin ninguna discrimina-
ción, bajo el principio de 
la solidaridad, sin tener 
en cuenta el monto de la 
cotización o el número 

Parágrafo 2º. En todas 
las ciudades o muni-
cipios donde existan 
trabajadores afiliados 
al Sistema General de 
Riesgos Profesionales 
las administradoras de 
riesgos profesionales 
deben desarrollar las 
actividades de promo-
ción y prevención con un 
grupo interdisciplinario 
capacitado y con licencia

les deben desarrollar 
programas, campañas, 
crear o implementar 
mecanismos y acciones 
para prevenir los daños 
secundarios y secuelas 
en caso de incapacidad 
permanente parcial e 
invalidez, para lograr la 
rehabilitación integral, 
procesos de readaptación 
y reubicación laboral;
d) Diseño y asesoría 
en la implementación 
de áreas, puestos de 
trabajo, maquinarias, 
equipos y herramientas 
para los procesos de 
reinserción laboral, con 
el objeto de intervenir y 
evitar los accidentes de 
trabajo y enfermedades 
Laborales;

e) Suministrar aseso-
ría técnica para la rea-
lización de estudios 
evaluativos de higiene 
ocupacional o industrial, 
diseño e instalación 
de métodos de control 
de ingeniería, según el 
grado de riesgo, para 
reducir la exposición de 
los trabajadores a niveles 
permisibles.
La Superintendencia Fi-
nanciera, podrá reducir 
el porcentaje del diez por 

el numeral 2 del presente 
artículo, de acuerdo a la 

cotización, sólo cuando 
se requiera incrementar 
las reservas para cubrir 
los siniestros por parte 
de las Entidades Admi-
nistradoras de Riesgos 
laborales.
3. El 1% se destinará 
para el Fondo de Riesgos 
Laborales.
Parágrafo 1º. Las ad-
ministradoras de riesgos 
Laborales no pueden 
desplazar el recurso 

actividades que por ley 
le corresponden al em-
pleador, y deben otorgar 
todos los servicios de 
promoción y prevención 
sin ninguna discrimina-
ción, bajo el principio de 
la solidaridad, sin tener 
en cuenta el monto de la 
cotización o el número 

Parágrafo 2º. En todas 
las ciudades o muni-
cipios donde existan 
trabajadores afiliados 
al Sistema General de 
Riesgos Laborales las 
administradoras de ries-
gos Laborales deben 
desarrollar las activi-
dades de promoción y 
prevención con un grupo 
interdisciplinario ca-
pacitado y con licencia
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de salud ocupacional 
propio o contratado bajo 
su responsabilidad.

Parágrafo 3º. La Enti-
dad Administradora de 
Riesgos Profesionales 
deberá presentar un 
plan con programas, 
metas y monto de los 
recursos que se vayan 
a desarrollar durante el 
año en promoción y pre-
vención, al Ministerio 
de la Protección Social 
para efectos de su segui-
miento y cumplimiento 
conforme a las directri-
ces establecidas por la 
Dirección General de 
Riesgos Profesionales.
Parágrafo 4º. Los gas-
tos de administración 
de las Entidades Admi-
nistradoras de Riesgos 
Profesionales serán limi-
tados, previo estudio, por 
el Consejo Nacional de 
Riesgos Profesionales.

Parágrafo 5º. Las labo-
res de intermediación de 
seguros, en el ramo de 
riesgos profesionales, 
se encuentran reservadas 
legalmente, en cabeza de 
los corredores de seguros 
vigilados por la Super-
intendencia Financiera 
y de las agencias y los 
agentes de seguros que, 
previa acreditación de 
su idoneidad profesional 
y de la infraestructura 
humana y operativa 
requerida para el efecto, 
se inscriban ante el Mi-
nisterio de la Protección 
Social.
Las Administradoras de 
Riesgos Profesionales 
no podrán pagar remune-
ración alguna a personas 
distintas de las señaladas 
en el párrafo anterior, 
por las labores propias 
de la intermediación de 
seguros. Se considera 
como práctica no auto-
rizada la contravención 
de este precepto, cuya in-

de salud ocupacional 
propio o contratado bajo 
su responsabilidad. Para 
ampliar la cobertura, 
la ejecución de di-
chas actividades podrá 
realizarse a través de 
esquemas de acompa-
ñamiento virtual y de 
tecnologías informáti-
cas y de la comunica-
ción, sin perjuicio del 
seguimiento personal 
que obligatoriamente 
respalde dicha gestión.
Parágrafo 3º. La En-
tidad Administradora 
de Riesgos Laborales 
deberá presentar un plan 
con programas, metas y 
monto de los recursos 
que se vayan a desarro-
llar durante el año en 
promoción y prevención, 
al Ministerio de Trabajo 
para efectos de su segui-
miento y cumplimiento 
conforme a las directri-
ces establecidas por la 
Dirección de Riesgos 
Profesionales.

Parágrafo 4º. Los gastos 
de administración de las 
Entidades Administra-
doras de Riesgos Labo-
rales serán limitados. 
La Superintendencia 
Financiera definirá 
dicho límite, previo con-
cepto técnico, del Con-
sejo Nacional de Riesgos 
Laborales acorde con 
variables como tamaño 
de empresa, número 
de trabajadores, clase 
de riesgo, costos de 
operación necesarios 
para garantizar el cum-
plimiento de las normas 
legales vigentes, entre 
otras.
Parágrafo 5°. La labor 
de intermediación de 
seguros, será volunta-
ria en el ramo de riesgos 
laborales, y en caso de 
que opere se regirá 
por lo establecido en 
el Estatuto Orgánico 
del Sistema Financiero 
y estarán vigilados por 
la Superintendencia 
Financiera. Los costos 
de intermediación de 
seguros tendrán un 
límite máximo que será 
de nido por la Superin-
tendencia Financiera. 
Quien actúe en el rol 
de intermediación, no 
podrá prestar directa 
o indirectamente ser-
vicios asistenciales o 
preventivos de salud 
ocupacional, lo que se 
constituye como prác-
tica insegura o doble 
intermediación, lo que 
será vigilado y contro-
lado por la Superinten-
dencia Financiera.
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fracción será sancionada 
por la Superintendencia 
Financiera, en la forma 
establecida en el Estatuto 
Orgánico del Sistema 
Financiero.
El Gobierno Nacional 
expedirá, dentro de los 
tres meses siguientes 
a la promulgación de 
la presente ley, el re-

criterios mediante los 
cuales se acreditará la 
idoneidad profesional 
y la infraestructura hu-
mana y operativa a que 

En caso de que la En-
tidad Administradora 
de Riesgos Laborales 
utilice algún interme-
diario, deberá sufragar 
el monto de honorarios 
o comisión con cargo a 
sus propios recursos, 
y en ningún caso se 
utilizarán, destinarán 
o apropiarán recursos 
del Sistema General de 
Riesgos laborales.

Artículo 11. Objeto del 
Fondo de Riesgos Profe-
sionales. Modifíquese el 
artículo 22 de la Ley 776 
de 2002, que sustituyó el 
artículo 88 del Decreto-
ley 1295 de 1994, el cual 
quedará así:
El Fondo de Riesgos Pro-
fesionales tiene por objeto:
a) Adelantar estudios, 
campañas y acciones de 
educación, prevención 
e investigación de los 
accidentes de trabajo y 
enfermedades profesio-
nales en todo el territorio 
nacional;
b) Adelantar estudios, 
campañas y acciones de 
educación, prevención 
e investigación de los 
accidentes de trabajo y 
enfermedades profesio-
nales en la población 
vulnerable del territorio 
nacional;

-
ciarse estudios de inves-
tigación que soporten las 
decisiones que en mate-

técnica se requieran para 
el desarrollo del Siste-
ma General de Riesgos 
Profesionales, así como 
para crear e implemen-
tar un sistema único de 
información del Sistema 
y un Sistema de Garantía 
de Calidad de la Gestión 
del Sistema de Riesgos 
Profesionales;
d) Otorgar un incentivo 
económico de subsidio 
a la cotización al siste-
ma general de riesgos 
profesionales, de los 
trabajadores indepen-
dientes informales, sin 
ninguna clase de con-
trato o vinculación, por 

económica y de acuerdo 
con la reglamentación 
que expida el Gobierno 
Nacional, a efectos de 
promover e impulsar 
políticas en el proceso 
de formalización laboral 
y de emprendimiento; el 
incentivo económico de 
subsidio a la cotización 
que se otorgue no podrá

Artículo 11. Objeto del 
Fondo de Riesgos La-
borales. Modifíquese el 
artículo 22 de la Ley 776 
de 2002, que sustituyó el 
artículo 88 del Decreto-
ley 1295 de 1994, el cual 
quedará así:
El Fondo de Riesgos La-
borales tiene por objeto:
a) Adelantar estudios, 
campañas y acciones de 
educación, prevención 
e investigación de los 
accidentes de trabajo y 
enfermedades profesio-
nales en todo el territorio 
nacional;
b) Adelantar estudios, 
campañas y acciones de 
educación, prevención 
e investigación de los 
accidentes de trabajo y 
enfermedades profesio-
nales en la población 
vulnerable del territorio 
nacional;

-
nanciarse estudios de 
investigación que so-
porten las decisiones que 

actuarial o técnica se re-
quieran para el desarrollo 
del Sistema General 
de Riesgos Laborales, 
así como para crear e 
implementar un sistema 
único de información del 
Sistema y un Sistema de 
Garantía de Calidad de 
la Gestión del Sistema 
de Riesgos Laborales.
d) Otorgar un incentivo 
económico de subsidio 
a la cotización al siste-
ma general de riesgos 
laborales, de los traba-
jadores independientes 
informales, sin ninguna 
clase de contrato o vin-
culación, por oficio, 
labor o actividad eco-
nómica y de acuerdo 
con la reglamentación 
que expida el Gobierno 
Nacional, a efectos de 
promover e impulsar 
políticas en el proceso 
de formalización laboral 
y de emprendimiento; el 
incentivo económico de 
subsidio a la cotización 
que se otorgue no podrá

Se introducen nuevos 
numerales, así:
1. Un sistema de in-
formación que posibi-
lite a todos los actores 
del sistema de riesgos 
laborales acceso a da-

y oportunos sobre el 
funcionamiento del 
sistema.
2.  de 
actividades de pro-
moción y prevención 
dentro de los programas 
de atención primaria en 
salud para robustecer 
dichas acciones en el 
marco de la estrategia 
y principios de la APS 
hacia la cual gira el 
sistema a partir de la 
expedición de la Ley 
1438 de 2011. 
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ser mayor a un año. El 
Consejo Nacional de 
Riesgos Profesionales de 
acuerdo con los recursos 
disponibles, priorizará el 

seguro a esta población, 
preservando su sosteni-

En ningún caso la apli-
cación de los recursos 
del fondo que trata el 
numeral d), podrá supe-
rar el treinta por ciento 
(30%) de los ingresos 
que recauda el Fondo 
de Riesgos Profesionales 
para la vigencia.

Parágrafo. Los recursos 
del Fondo de Riesgos 
Profesionales no per-
tenecen al Presupuesto 
General de la Nación, no 
podrán ser destinados a 
gastos de administración 
y funcionamiento ni a 
objeto distinto del fondo 
previsto en la presente 
ley, serán manejados en 

ser mayor a un año. El 
Consejo Nacional de 
Riesgos Laborales de 
acuerdo con los recursos 
disponibles, priorizará 

seguro a esta población, 
preservando su sosteni-

En ningún caso la apli-
cación de los recursos 
del fondo de que trata el 
numeral d), podrá supe-
rar el treinta por ciento 
(30%) de los ingresos 
que recauda el Fondo 
de Riesgos Profesionales 
para la vigencia.
e) Crear un sistema 
de información de los 
riesgos laborales con 
cargo a los recursos 
del Fondo de Riesgos 
Profesionales.
f) Financiar la reali-
zación de actividades 
de promoción y pre-
vención dentro de los 
programas de atención 
primaria en salud.
Parágrafo. Los recursos 
del Fondo de Riesgos 
Laborales no perte-
necen al Presupuesto 
General de la Nación, no 
podrán ser destinados a 
gastos de administración 
y funcionamiento ni a 
objeto distinto del fondo 
previsto en la presente 
ley, serán manejados en 

Artículo 12. Sancio-
nes. Modifíquese el 
numeral 2, literal a), del 
artículo 91 del Decreto-
ley 1295 de 1994, de 
la siguiente manera:
El incumplimiento de 
los programas de salud 
ocupacional, las normas 
en salud ocupacional y 
aquellas obligaciones 
propias del empleador, 
previstas en el Siste-
ma General de Riesgos 
Profesionales, acarreará 
multa de hasta quinien-
tos (500) salarios míni-
mos mensuales legales 
vigentes, graduales de 
acuerdo a la grave-
dad de la infracción y 
previo cumplimiento 
del debido proceso. En 
caso de reincidencia en 
tales conductas o por 
incumplimiento de los 
correctivos que deban 
adoptarse, formulados 
por la Entidad Admi-
nistradora de Riesgos 
Profesionales o el Mi-
nisterio de la Protección 
Social, debidamente 
demostrados, se podrá 
ordenar la suspensión de 

-
nitivo de la empresa por 
parte de los Directores 
Territoriales del Minis- 
terio de la Protección

Artículo 12. Sanciones. 
Modifíquese el numeral 
2, literal a), del artículo 
91 del Decreto-ley 1295 
de 1994, de la siguiente 
manera:
El incumplimiento de 
los programas de salud 
ocupacional, las normas 
en salud ocupacional y 
aquellas obligaciones 
propias del empleador, 
previstas en el Sistema 
General de Riesgos La-
borales, acarreará multa 
de hasta quinientos (500) 
salarios mínimos men-
suales legales vigentes, 
graduales de acuerdo a la 
gravedad de la infracción 
y previo cumplimiento 
del debido proceso. En 
caso de reincidencia en 
tales conductas o por 
incumplimiento de los 
correctivos que deban 
adoptarse, formulados 
por la Entidad Adminis-
tradora de Riesgos La-
borales o el Ministerio 
de Trabajo debidamente 
demostrados, se podrá 
ordenar la suspensión 
de actividades hasta por 
un término de ciento 
veinte (120) días o cierre 

por parte de las Direc-
ciones Territoriales del 
Ministerio de Trabajo, 

Atendiendo la reco-
mendación del Ministe-
rio se utiliza el esquema 
sancionatorio estable-
cido en la Ley 1438 de 
2011, artículo 134.
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Social, garantizando el 
debido proceso.
El Ministerio de la Pro-
tección Social, regla-
mentará la escala de 
sanciones de acuerdo a la 
gravedad de la violación 
de las normas en salud 
ocupacional y riesgos 
profesionales teniendo 
en cuenta los límites 
establecidos en el inciso 
anterior.
Adiciónese en el artículo 
91 del Decreto-ley 1295 
de 1994, modificado 
por el artículo 115 del 
Decreto 2150 de 1995, 
el siguiente inciso:
En caso de accidente 
mortal originado en el in-
cumplimiento demostra-
do de las normas de salud 
ocupacional, el Minis-
terio de la Protección 
Social impondrá multa 
no inferior a veinte (20) 
salarios mínimos legales 
mensuales vigentes, ni 
superior a quinientos 
(500) salarios mínimos 
legales mensuales vigen-
tes; en caso de reinciden-
cia por incumplimiento 
de los correctivos de 
promoción y preven-
ción formulados por la 
Entidad Administradora 
de Riesgos Profesionales 
o el Ministerio de la Pro-
tección Social una vez 

-
tancias, se podrá ordenar 
la suspensión de activi-

de la empresa por parte 
de los Directores Terri-
toriales del Ministerio 
de la Protección Social, 
garantizando siempre el 
debido proceso.

garantizando el debido 
proceso, de conformi-
dad con el artículo 134 
de la Ley 1438 de 2011 
en el tema de sanciones.
Adiciónese en el artículo 
91 del Decreto-ley 1295 
de 1994, modificado 
por el artículo 115 del 
Decreto 2150 de 1995, 
el siguiente inciso:
En caso de accidente que 
ocasione la muerte del 
trabajador originado en 
el incumplimiento de-
mostrado de las normas 
de salud ocupacional el 
Ministerio de Traba-
jo impondrá multa no 
inferior a veinte (20) 
salarios mínimos legales 
mensuales vigentes, ni 
superior a quinientos 
(500) salarios mínimos 
legales mensuales vigen-
tes; en caso de reinciden-
cia por incumplimiento 
de los correctivos de 
promoción y prevención 
formulados por la Enti-
dad Administradora de 
Riesgos Laborales o el 
Ministerio de Trabajo 

circunstancias, se podrá 
ordenar la suspensión 
de actividades o cierre 

por parte de las Direc-
ciones Territoriales del 
Ministerio de Trabajo, 
garantizando siempre el 
debido proceso.
El Gobierno Nacional 
reglamentará dentro 
de un plazo no mayor 
a un (1) año contado a 
partir de la expedición 
de la presente ley, los 
criterios de graduación 
de las multas a que 
se re ere el presente 
artículo y las garantías 
que se deben respetar 
para respetar el debido 
proceso.

Artículo 13. Garantía 
de la Calidad en Salud 
Ocupacional y Riesgos 
Profesionales. El Mi-
nisterio de la Protección 
Social, en un período no 
mayor a un año contado 
a partir de la vigencia de 

el Sistema Obligatorio 
de Garantía de Calidad 
en Salud Ocupacional y 
Riesgos Profesionales, 
que deberán cumplir los 
actores involucrados en 
el Sistema General de 
Riesgos Profesionales. 

-
ción del cumplimiento 
de los estándares mí-
nimos establecidos en 
el mencionado sistema 
de garantía de calidad 
se realizarán a través de 
terceros idóneos acre-

el ente acreditador que

Artículo 13. Garantía 
de la Calidad en Salud 
Ocupacional y Riesgos 
Laborales. Para efectos 
de operar el Sistema 
Obligatorio de Garan-
tía de Calidad del Siste-
ma General de Riesgos 
Laborales que deberán 
cumplir los diferen-
tes actores, entidades, 
personas jurídicas o 
naturales, se realizarán 
visitas de veri cación 
del cumplimiento de 
los estándares míni-
mos establecidos en el 
mencionado sistema 
de garantía de calidad, 
que se realizarán a tra-
vés de terceros idóneos 
acreditados para tal n 
por el ente acreditador 
que de na el Ministerio 
de Trabajo.
La verificación del 
cumplimiento de los

“El Gobierno Nacional 
expidió el Decreto 2923 
de 2011 del Sistema de 
Garantía de Calidad del 
Sistema General de 
Riesgos Profesionales, 
para su operación y 
financiación de las 

se requiere recursos.
El propósito es trascen-
der del cumplimiento 
de tareas y actividades 
hacia una verdadera 
gestión del riesgo, de 

y estandariza el térmi-
no con los estándares 
internacionales, hacia 
un Sistema de Gestión 
en Seguridad y Salud 
en el Trabajo.

cambio, se fundamenta 
en los siguientes ele-
mentos:
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la Protección Social. El 
costo de la visita deberá 
ser asumido por el res-
pectivo interesado.
Les corresponde a los 
Directores Territoriales 
del Ministerio de la 
Protección Social con 
base en el informe ela-
borado por el tercero 
idóneo acreditado para 
realizar la visita, ga-
rantizando siempre el 
debido proceso, expedir, 
negar o condicionar el 
certificado de calidad 
de conformidad con la 
reglamentación que para 
tal efecto expida la Di-
rección de Riesgos Pro-
fesionales del Ministerio 
de la Protección Social; 
el incumplimiento de lo 
señalado en el inciso 1° 
del presente artículo dará 
lugar a las sanciones de 
que trata el artículo 12 
de la presente ley.

estándares mínimos 
se realizará cada año. 
El costo de las visitas 
de veri cación serán 
asumidas en partes 
iguales por la respecti-
va entidad aseguradora 
de Riesgos Laborales 
a la cual se encuentre 
a liado el empleador 
y por los ingresos que 
por multas recaude 
el Fondo de Riesgos 
Laborales, para funda-
mentar, soportar y dar 
un concepto técnico a 
las Direcciones Terri-
toriales del Ministerio 
de Trabajo, a efectos de 
adelantar las acciones 
de vigilancia y control 
a que haya lugar, la cual 
es indelegable, y las 
visitas deberán contar 
con una metodología, 
plan de trabajo, meca-
nismos de recolección 
de información y sopor-
tes, de conformidad con 
la reglamentación que 
para tal efecto expida el 
Ministerio de Trabajo.
La verificación del 
cumplimiento de los es-
tándares mínimos por 
parte de los prestadores 
de Salud Ocupacional, 
será realizada por las 
Direcciones Departa-
mentales y Distritales 
de Salud.
Parágrafo 1°. La expre-
sión Salud Ocupacional 
se entenderá en ade-
lante como Seguridad 
y Salud en el Trabajo, 
de nida como aquella 
disciplina que trata de 
la prevención de las 
lesiones y enfermeda-
des causadas por las 
condiciones de trabajo, 
y de la protección y pro-
moción de la salud de 
los trabajadores. Tiene 
por objeto mejorar las 
condiciones y el medio 
ambiente de trabajo, 
así como la salud en el 
trabajo, que conlleva la 
promoción y el mante-
nimiento del bienestar 
físico, mental y social 
de los trabajadores en 
todas las ocupaciones.
Parágrafo 2°. La ex-
presión Programa de 
Salud Ocupacional, en 
lo sucesivo se entenderá 
como el Sistema de 
Gestión de la Seguridad 
y Salud en el Trabajo 
SG-SST. Este sistema 
consiste en el desa-
rrollo de un proceso 
lógico y por etapas, 
basado en la memoria

a) Los términos “Salud 
Ocupacional” y “Segu-
ridad y Salud en el Tra-
bajo” si bien en esencia 
son sinónimos, interna-
cionalmente a nivel de 
la OIT, el tripartismo 
que la compone y sus 
estados miembros, la 
“Seguridad y Salud en 
el Trabajo” es el tér-
mino utilizado común-
mente para referirse a 
la prevención de las 
lesiones y enfermeda-
des causadas por las 
condiciones de trabajo, 
y de la protección y 
promoción de la salud 
de los trabajadores.
b) La OIT ha adoptado 
más de 40 normas que 

de la seguridad y la 
salud en el trabajo, 
así como más de 40 
repertorios de reco-
mendaciones prácticas. 
Cerca de la mitad de 
los instrumentos de 
la OIT tratan directa 
o indirectamente de 
cuestiones relativas a la 
seguridad y a la salud 
en el trabajo10.
c) El adoptar el tér-
mino de “Seguridad 
y Salud en el Traba-
jo”, nos permite no 
solo homologarnos a 
la terminología inter-
nacional sino también, 
facilitar la adaptación 
e interpretación de los 
documentos, normas y 
directrices que en este 
sentido, sean emitidas 
por otros países y que 
tengan aplicación para 
Colombia.
d) Colombia es país 
signatario y actual pre-
sidente pro témpore de 
la Comunidad Andina 
de Naciones, uno de 
cuyos principales ins-
trumentos en relación 
con la salud de los tra-
bajadores está contem-
plado en la Decisión 
584, el denominado 
“Instrumento Andino 
de Seguridad y Salud 
en el Trabajo”11.
e) Esta homologación 
de terminología fa-
cilita igualmente, el 
entendimiento entre 
países en momentos 
en que Colombia se 
está acercando a otras 
latitudes, mediante tra-
tados comerciales en 
los cuales los aspectos 
de seguridad y salud 
en el trabajo son parte 
fundamental de los 
mismos.
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continua y que incluye 
la política, la organiza-
ción, la plani cación, la 
ampliación, la evalua-
ción, la auditoría y las 
acciones de mejora con 
el objetivo de anticipar, 
reconocer, evaluar y 
controlar los riesgos 
que puedan afectar la 
seguridad y la salud en 
el trabajo.

f) La homologación de 
los términos “Programa 
de Salud Ocupacional” 
y “Sistema de Gestión 
de la Seguridad y Salud 
en el Trabajo SG-SST”, 
también responde a una 
necesidad sentida por 
todos los actores del 
Sistema General de 
Riesgos Profesiona-
les en Colombia, en 
relación con la conve-
niencia de evolucionar 
hacia una metodología 
que permita median-
te la adopción de un 
esquema de sistema 
de gestión, buscar el 
mejoramiento continuo 
en las condiciones de 
seguridad y salud en el 
trabajo de todos los tra-
bajadores en Colombia.
g) Hoy en día, los avan-
ces tecnológicos y las 
fuertes presiones com-
petitivas han aportado 
cambios rápidos en las 
condiciones de trabajo, 
los procesos y la orga-
nización del trabajo. 
Las empresas también 
deben ser capaces de 
afrontar los continuos 
retos de la seguridad y 
la salud en el trabajo y 
desarrollar respuestas 
efectivas en forma de 
estrategias de gestión 
dinámicas.
h) El “Sistema de Ges-
tión de la Seguridad y 
Salud en el Trabajo SG-
SST” que se propone 
para Colombia, se basa 
en las directrices rela-
tivas a los sistemas de 
gestión de la seguridad 
y la salud en el trabajo 
de la OIT que fueron 
elaboradas sobre la 
base de un enfoque 
amplio que incluía a la 
OIT, a sus mandantes 
tripartitos y a otras par-
tes interesadas. Asimis-
mo, estas Directrices se 
desarrollaron de acuer-
do con los principios de 
seguridad y salud en el 
trabajo acordados a ni-
vel internacional como 

-
mas internacionales del 
trabajo pertinentes. En 
consecuencia, propor-
cionan un instrumento 
único y poderoso para 
el desarrollo de una 
cultura en materia de 
seguridad sostenible 
dentro de las empresas 
y fuera de estas.
i) Asimismo, estas de-

base para la reglamen-
tación del Sistema de 
Garantía de Calidad 
en el Sistema General 
de Riesgos Profesio-
nales”.

10 http://www.ilo.org/global/standards/subjects-covered-by-international-
labour-standards/occupational-safety-and-health/lang--es/index.htm

11 http://www.comunidadandina.org/normativa/dec/D584.htm
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Artículo 14. Inspección 
y vigilancia. Correspon-
de a las Direcciones Te-
rritoriales del Ministerio 
de la Protección Social 
la vigilancia y control 
del reconocimiento de 
las prestaciones eco-
nómicas y todos los 
aspectos relacionados 
con la administración, 
prevención, atención y 
control de los riesgos 
profesionales que ade-
lanten las entidades ad-
ministradoras de riesgos 
profesionales.
Corresponde a la Super-
intendencia Financiera 
el control y vigilancia 
de las entidades admi-
nistradoras de riesgos 
profesionales, en rela-
ción con los niveles de 
patrimonio, reservas, 
inversiones y el control 

de las demás funciones.

Artículo 14. Inspección 
y vigilancia. Frente a las 
controversias presenta-
das ante la cali cación 
en primera oportu-
nidad sólo procede el 
envío a las juntas de ca-
li cación de invalidez 
conforme lo establece 
el artículo 52 de la Ley 
962 de 2005. Adicional 
a las competencias esta-
blecidas en los artículos 
84 y 91 del Decreto 1295 
de 1994, corresponde 
a la Superintendencia 
Financiera, sancionar 
a las Administradoras 
de Riesgos Laborales, 
cuando incumplan

competencias como 
están hoy. Por ello se 
sustituye el texto apro-
bado en el Senado que 
no deja clara la com-
petencia de la Super-
intendencia Financiera 
en estas prestaciones 
económicas, riesgo 
que se debe evitar 
ante la escisión de los 
Ministerios y se aclara 
las competencias de las 
Direcciones Territoria-
les del Ministerio frente 
a la vigilancia.

asignadas de manera ge-
neral a la Superintenden-
cia, para las labores de 
inspección y vigilancia 
respecto de las entidades 
vigiladas.
Corresponde a la Su-
perintendencia de Salud 
el control y vigilancia 
de la prestación de los 
servicios de salud en los 
términos establecidos en 
el Libro II de la Ley 100 
de 1993.

los términos y la nor-
matividad que regula 
el pago de las presta-
ciones económicas.
Las Direcciones Terri-
toriales del Ministerio 
de Trabajo por el no 
pago o dilación del pago 
de las prestaciones 
económicas, deberán 
recopilar y remitir las 
pruebas del caso a 
la Superintendencia 
Financiera así como 
adelantar las investiga-
ciones administrativas 
laborales por violación 
a las normas en riesgos 
laborales.

Artículo 15. El artículo 
42 de la Ley 100 de 1993, 
quedará así:
Artículo 42. Natura-
leza, administración y 
funcionamiento de las 
Juntas Regionales y 

de invalidez. Las Juntas 
Regionales y Nacional 

-
lidez son organismos del 
Sistema de la Seguridad 
Social del orden nacio-
nal, de creación legal, 
con personería jurídica, 
de derecho privado, 
sin ánimo de lucro, de 
carácter interdisciplina-
rio, sujetas a revisoría 
fiscal, con autonomía 

dictámenes periciales, 
cuyas decisiones son de 
carácter obligatorio, sin 
perjuicio de la segunda 
instancia que correspon-
de a la Junta Nacional 

-
validez, respecto de las 
regionales y conforme 
a la reglamentación que 
determine el Ministerio 
de la Protección Social.

Artículo 15. El artículo 
42 de la Ley 100 de 1993, 
quedará así:
Artículo 42. Natura-
leza, administración y 
funcionamiento de las 
Juntas Regionales y 

de invalidez. Las Juntas 
Regionales y Nacional 

-
lidez son organismos del 
Sistema de la Seguridad 
Social del orden nacio-
nal, de creación legal, 
adscritas al Ministerio 
de la Protección Social 
o quien haga sus veces 
con personería jurídica, 
de derecho privado, 
sin ánimo de lucro, de 
carácter interdisciplina-
rio, sujetas a revisoría 
fiscal, con autonomía 

dictámenes periciales, 
cuyas decisiones son de 
carácter obligatorio, sin 
perjuicio de la segunda 
instancia que correspon-
de a la Junta Nacional 

-
validez, respecto de las 
regionales y conforme 
a la reglamentación que

Las modificaciones 
propuestas a las juntas 

-
lidez tienen el propósito 
es que se tenga mayor 
control por parte del 
Gobierno Nacional y 
una regulación más 
detallada conforme a 
sus actividades.
En tal sentido, la de-
signación de los inte-
grantes de las juntas se 
propone mediante un 
concurso público y de 
méritos que redunden 
en un mejor desempeño 
de estas instancias.
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Será conforme a la regla-
mentación que determi-
ne el Gobierno Nacional, 
la integración, adminis-
tración, funcionamiento, 
regionalización del país 
para los efectos de fun-
cionamiento de las Jun-
tas, escala de honorarios 
a sus miembros, proce-
dimientos operativos y 
recursos de reposición 
y apelación.

Parágrafo. Los miem-
bros de las Juntas Na-
cional y regionales de 

se regirán por la presente 
ley, actuarán dentro del 
respectivo período y, en 
caso necesario, perma-
necerán en sus cargos 
hasta tanto se realice la 
posesión de los nuevos 
integrantes para el perío-
do correspondiente, pre-
vio concurso de méritos 
conforme lo determine y 
regule el Ministerio de la 
Protección Social.

determine el Ministerio 
de la Protección Social 
o quien haga sus veces.
Será conforme a la re-
glamentación que de-
termine el Gobierno 
Nacional, la integración, 
administración operativa 
y financiera, funcio-
namiento, supervisión 
vigilancia y control de 
estos aspectos, así como 
la regionalización del 
país para los efectos 
de funcionamiento de 
las Juntas, escala de 
honorarios a sus inte-
grantes, procedimientos 
operativos y recursos de 
reposición y apelación.
Parágrafo 1°. Los in-
tegrantes de las Juntas 
Nacional y regionales 

-
validez se regirán por 
la presente ley, actuarán 
dentro del respectivo 
período y, en caso nece-
sario, permanecerán en 
sus cargos hasta tanto 
se realice la posesión 
de los nuevos integran-
tes para el período co-
rrespondiente, serán 
designados mediante 
concurso público y de 
méritos de conformidad 
a la reglamentación que 
para tal efecto expida 
el Gobierno Nacional.
Parágrafo 2°. Las enti-
dades de seguridad so-
cial y los integrantes de 
las Juntas Regionales y 
Nacionales de Invali-
dez y los profesionales 
que califiquen serán 
responsables solida-
riamente por los dictá-
menes que produzcan 
perjuicios a los a liados 
o a los Administradores 
del Sistema de Segu-
ridad Social Integral, 
cuando este hecho esté 
plenamente probado.
Es obligación de los 
diferentes actores de 
los Sistemas de Segu-
ridad Social en Salud 
y Riesgos Laborales la 
entrega oportuna de la 
información requerida 
y de la cual se disponga 
para fundamentar la 
cali cación del origen, 
entre las entidades 
competentes para ca-
li car al trabajador.
Parágrafo. El Gobier-
no Nacional deberá 
organizar dentro de 
los seis (6) meses si-
guientes a la entrada 
en vigencia de la pre-
sente ley, la estructura 
y funcionamiento de las 
juntas de cali cación de 
invalidez como parte 
de la estructura del 
Ministerio de Trabajo.
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Los honorarios que se 
deben cancelar a las 
Juntas Regionales y 
Nacional de Califica-
ción de Invalidez serán 
pagados por la entidad de 
seguridad social corres-
pondiente. La persona 
natural o jurídica a quien 
corresponda o por el 
responsable delegado 
de acuerdo, también, a 
la reglamentación ex-
pedida por el Gobierno 
Nacional.
Corresponde a las Juntas 

primera instancia la 
invalidez y determinar 
su origen y a la Nacional 
la calificación de los 
riesgos de invalidez con 
sede en la capital de la 
República y la resolu-
ción de las controversias 
que en segunda instancia 
sean sometidas para su 
decisión por las Juntas 
Regionales o Secciona-
les respectivas.

Artículo nuevo. Hono-
rarios Juntas Nacional 
y Regionales. Los ho-
norarios que se deben 
cancelar a las Juntas 
Regionales y Nacional 

-
lidez, de manera antici-
pada, serán pagados por 
la entidad de seguridad 
social correspondiente 
en la cual se encuentre 
el a liado y que haya 
realizado el último 
dictamen de pérdida 
de capacidad laboral.
El costo asumido por 
aquella podrá repe-
tirse contra la persona 
natural o jurídica a quien 
corresponda o por el res-
ponsable delegado. Para 
lo anterior, el dictamen 
de cali cación de inva-
lidez debidamente de 
conformidad con el dic-
tamen de cali cación de 
invalidez debidamente 
ejecutoriado emitido 
por la junta de cali-
ficación de invalidez 
respectiva prestará 
mérito ejecutivo.
El Gobierno Nacional 
dentro de los seis (6) 
meses siguientes a la 
promulgación de la 
presente ley, reglamen-
tará la materia.
Parágrafo. Las juntas 
de cali cación perci-
birán los recursos de 
manera anticipada, 
pero los honorarios de 
los integrantes sólo se-
rán pagados hasta que 
el respectivo dictamen 
haya sido expedido y 
entregado de acuerdo 
a la reglamentación 
que expida el Gobierno 
Nacional.

En línea con lo expli-
citado en el cuadro 
anterior, se aclara el 
importante tema de los 
honorarios de los inte-
grantes de las Juntas 
se propone que les sea 
cancelado por dictáme-
nes emitidos, y además 
quien es el responsable 
de su pago.

Artículo nuevo. Adi-
ciónase un inciso al 
artículo 52 de la Ley 
962 de 2005.
Sin perjuicio de lo esta-
blecido en este artículo, 
respecto de la cali ca-
ción en primera opor-
tunidad, corresponde 
a las Juntas Regionales 

-
tancia la pérdida de 
capacidad laboral, el 
estado de invalidez y 
determinar su origen.
A la Junta -
ción Nacional compete 
la resolución de las 
controversias que en 
segunda instancia sean 
sometidas para su de-
cisión por las Juntas 
Regionales.
La cali cación se rea-
lizará con base en el 
manual único para la 
cali cación de invali-
dez, expedido por el 
Gobierno Nacional, 
vigente a la fecha de

Con el propósito de 
precisar el tema de 
la naturaleza de la 

-
lidez se introduce un 
nuevo artículo que 
tenga como objetivo 
fundamental determi-
nar las competencias, 
fundamentos y alcance 

la imposibilidad que 
tenga el afectado para 
desempeñar su trabajo 
por pérdida de su capa-
cidad laboral.
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cali cación, que deberá 
contener los criterios 
técnicos - científicos 
de evaluación y cali -
cación de pérdida de 
capacidad laboral por-
centual por sistemas 
ante una de ciencia, 
discapacidad y min-
usvalía que hayan ge-
nerado secuelas como 
consecuencia de una 
enfermedad o acci-
dente. 

Artículo 16. El artículo 
43 de la Ley 100 de 1993, 
quedará así:
Artículo 43. Impedi-
mentos, recusaciones 
y sanciones. Los inte-
grantes de las Juntas 
Regionales y Nacional, 
en número impar, serán 
designados, mediante 
selección pública y obje-
tiva, por el Ministerio de 
la Protección Social para 
el efecto y de acuerdo 
con la reglamentación 
que expida el Gobierno 
Nacional. Son particu-
lares que ejercen una 
función pública en la 
prestación de dicho ser-
vicio y no podrán tener 
alguna, ni realizar activi-
dades relacionadas con 

y grado de pérdida de 
la capacidad laboral o 
labores administrativas 
o comerciales en las En-
tidades Administradoras 
del Sistema de Seguri-
dad Social Integral, ni 
con sus entidades de 
dirección, vigilancia y 
control.
Los miembros de las 
Juntas estarán sujetos 
al régimen de impedi-
mentos y recusaciones 
aplicables a los Jueces de 
la República, conforme 
a lo dispuesto en el Có-
digo de Procedimiento 
Civil y su trámite será 
efectuado de acuerdo 
con el artículo 30 del 
Código Contencioso Ad-
ministrativo y, como a 
particulares que ejercen 
funciones públicas, les 
es aplicable el Código 
Disciplinario Único.
Parágrafo. Los miem-
bros de la Junta Nacional 
y los de las Juntas Regio-

invalidez no tienen el 
carácter de servidores 
públicos, no devengan 
salarios, ni prestaciones 
sociales y sólo tienen 
derecho a los honorarios 
establecidos por el Go-
bierno Nacional.

Artículo 16. El artículo 
43 de la Ley 100 de 1993, 
quedará así:
Artículo 43. Impedi-
mentos, recusaciones 
y sanciones. Los inte-
grantes de las Juntas 
Regionales y Nacional, 
en número impar, serán 
designados, mediante 
selección pública y 
objetiva de méritos, por 
el Ministerio de la Pro-
tección Social o quien 
haga sus veces para el 
efecto y de acuerdo con 
la reglamentación que 
expida el Gobierno Na-
cional. Los integrantes 
serán particulares que 
ejercen una función 
pública en la presta-
ción de dicho servicio 
y mientras sean parte 
de las Juntas de Cali -
cación de Invalidez, no 
podrán tener vinculación 
alguna, ni realizar activi-
dades relacionadas con la 

y grado de pérdida de 
la capacidad laboral o 
labores administrativas 
o comerciales en las En-
tidades Administradoras 
del Sistema de Seguri-
dad Social Integral, ni 
con sus entidades de 
dirección, vigilancia y 
control.
Los integrantes de las 
Juntas estarán sujetos 
al régimen de impedi-
mentos y recusaciones 
aplicables a los Jueces de 
la República, conforme a 
lo dispuesto en el Código 
de Procedimiento Civil y 
su trámite será efectuado 
de acuerdo con el artículo 
30 del Código Conten-
cioso Administrativo 
y, como a particulares 
que ejercen funciones 
públicas, les es aplicable 
el Código Disciplinario 
Único.
Parágrafo. Los inte-
grantes de la Junta 
Nacional y los de las 
Juntas Regionales de 

no tienen el carácter de 
servidores públicos, no 
devengan salarios, ni 
prestaciones sociales y 
sólo tienen derecho a 
los honorarios estable-
cidos por el Gobierno 
Nacional.
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Artículo 17. Super-
visión, inspección y 
control de las Juntas 

-
validez. El Ministerio 
de la Protección Social 
realizará la supervisión, 
inspección y control ad-
ministrativa, operativa y 

entre otros aspectos, los 
tiempos de resolución 

y participación real de 
las partes involucradas 
en los procesos, el cum-
plimiento del debido 
proceso y el respeto 
de los derechos legales 
de todas las partes e 
implementará un sis-
tema de información 
sobre el estado de cada 
proceso en trámite y 
podrá imponer multas en 
forma particular a cada 
integrante de las juntas 
hasta por cien (100) 
salarios mínimos legales 
mensuales, graduales 
según la gravedad de la 
falta, por violación a las 
normas, procedimien-
tos y reglamentación 
del Sistema General de 
Riesgos Profesionales. 
Los recaudos por multas 
serán a favor del Fondo 
de riesgos profesionales.

Artículo 17. Super-
visión, inspección y 
control de las Juntas 

-
validez. El Ministerio 
de la Protección Social 
o quien haga sus veces 
implementará un Plan 
Anual de Visitas para 
realizar la supervisión, 
inspección y control ad-
ministrativo, operativo y 

entre otros aspectos, los 
tiempos de resolución 

y participación real de 
las partes involucradas 
en los procesos, el cum-
plimiento del debido 
proceso y el respeto de 
los derechos legales de 
todas las partes.
Así mismo implementa-
rá un sistema de informa-
ción sobre el estado de 
cada proceso en trámite y 
podrá imponer multas en 
forma particular a cada 
integrante de las juntas 
hasta por cien (100) 
salarios mínimos legales 
mensuales, graduales 
según la gravedad de la 
falta, por violación a las 
normas, procedimien-
tos y reglamentación 
del Sistema General 
de Riesgos Laborales. 
Los recaudos por multas 
serán a favor del Fondo 
de Riesgos Laborales. 

Bajo el principio cons-
titucional de raciona-
lidad administrativa 
es necesario dotar a 
la institucionalidad de 
un marco que permita 

administrativa en rela-
ción con las funciones 
de supervisión, inspec-
ción y control adminis-
trativo, operativo y de 

de Invalidez. 

Artículo 18. Licencias 
en Salud Ocupacional. 
El Gobierno Nacional 
reglamentará en el tér-
mino de seis (6) meses, 
contados a partir de la 
expedición de la presente 
ley, el procedimiento y 
requisitos para el otor-
gamiento de las licencias 
en salud ocupacional a 
las personas naturales y 
jurídicas, que como mí-
nimo deben comprender: 
requisitos, experiencia, 
campo de acción de 
acuerdo a su profesión, 
cobertura nacional y de-
partamental, formación 
académica, y vigencia 
de la licencia.

Artículo 18. Licencias 
en Salud Ocupacional. 
El Gobierno Nacional 
reglamentará en el tér-
mino de seis (6) meses, 
contados a partir de la 
vigencia de la presente 
ley, el procedimiento y 
requisitos para el otor-
gamiento de las licencias 
en salud ocupacional a 
las personas naturales y 
jurídicas, que como mí-
nimo deben comprender: 
requisitos, experiencia, 
campo de acción de 
acuerdo a su profesión, 
cobertura nacional y de-
partamental, formación 
académica, y vigencia 
de la licencia.
Se reconocerá la expe-
dición y renovación de 
las licencias de salud 
ocupacional a los profe-
sionales universitarios 
con especialización en 
salud ocupacional, a 
los profesionales uni-
versitarios con espe-
cialización tecnológica 
en salud ocupacional, 
a los profesionales uni-
versitarios en un área 
de salud ocupacional, 
tecnólogos en salud 
ocupacional y técnicos 
en salud ocupacional, 
todos ellos con títulos 
obtenidos en una ins-
titución de educación 
superior debidamente 
aprobada por el Mi-
nisterio de Educación 
Nacional. 

Se determina el marco 
para el ejercicio de la 
especialidad en Salud 
Ocupacional.
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Artículo 19. Flujo de 
recursos entre el Sistema 
de Riesgos Profesiona-
les y el Sistema General 
de Seguridad Social en 
Salud. Para garantizar 
el adecuado y oportuno 

los Sistemas de Riesgos 
Profesionales y de Segu-
ridad Social en Salud, se 
aplicarán las siguientes 
reglas, sin perjuicio de lo 
dispuesto por el artículo 
6° del Decreto-ley 1295 
de 1994:
1. Las Administradoras 
de Riesgos Profesiona-
les - ARP pagarán a las 
Entidades Promotoras 
de Salud - EPS el valor 
de las prestaciones asis-
tenciales y económicas 

en primera oportunidad 
como de origen pro-
fesional y que hayan 
sido asumidas por las 
Entidades Promotoras 
de Salud - EPS, dentro 
de los 30 días calen-
dario posteriores a la 
presentación de dicha 
solicitud, siempre que 
la misma cumpla con los 
requisitos que señale el 
reglamento y sin que se 
haya formulado objeción 
o glosa seria fundada 
en cuanto al origen o 
a cualquier otro asunto 
atinente a la solicitud de 
reembolso por parte de la 
Administradora de Ries-
gos Profesionales ARP. 
En caso de objeción 
seria y fundada este se 

-
nismos de solución de 
controversias previstos 
en las normas legales 
vigentes.

Artículo 19. Flujo de 
recursos entre el Sistema 
de Riesgos Laborales 
y el Sistema General 
de Seguridad Social en 
Salud. Para garantizar 
el adecuado y oportuno 

los Sistemas de Riesgos 
Laborales y de Seguri-
dad Social en Salud, se 
aplicarán las siguientes 
reglas, sin perjuicio de lo 
dispuesto por el artículo 
6° del Decreto-ley 1295 
de 1994:
1. Las Administradoras 
de Riesgos Laborales 
- ARL pagarán a las 
Entidades Promotoras 
de Salud - EPS el valor 
de las prestaciones asis-
tenciales y económicas 

en primera oportunidad 
como de origen pro-
fesional incluidas las 
pagadas dentro de los 
tres años anteriores a 

hayan sido asumidas por 
las Entidades Promoto-
ras de Salud - EPS, el 
reembolso se efectuará 
dentro de los 30 días 
calendario posteriores 
a la presentación de la 
solicitud, siempre que 
la misma cumpla con los 
requisitos que señale el 
reglamento que para el 
efecto haya expedido 
o expida el Gobierno 
Nacional y sin que se 
haya formulado objeción 
o glosa seria y fundada 
en cuanto al origen ati-
nente a la solicitud de 
reembolso por parte de la 
Administradora de Ries-
gos Laborales ARL. En 
caso de objeción o glosa, 
esta
mecanismos de solución 
de controversias previs-
tos en las normas legales 
vigentes y en todo caso, 
en el evento en que no 
exista solución por este 
medio, se procederá a 
de nir el responsable 
del pago, una vez exista 
dictamen en rme de la 
junta de cali cación de 
invalidez respectiva.
2. Cuando las Admi-
nistradoras de Ries-
gos Laborales ARL no 
paguen dentro de los 
plazos establecidos en 
el numeral anterior a las 
Entidades Promotoras 
de Salud EPS, estando 
las Administradoras de 
Riesgos Laborales ARL 
obligadas a hacerlo, o si 
las glosas formuladas 
resultan infundadas de-
berán reconocer intere-
ses de mora a favor de 
las EPS, desde la fecha 
de presentación de la 
solicitud de reembol-
so, liquidados a la tasa

El artículo propuesto 
afina las competen-

los recursos entre los 
sistemas de riesgos 
laborales y el Sistema 
General de Seguridad 
Social en Salud, de 
manera tal que permita 
a través de unas reglas 
de competencias claras 

-
ponsabilidades frente 
al usuario del sistema.
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2. Cuando las Admi-
nistradoras de Riesgos 
profesionales ARP no 
paguen dentro de los 
plazos establecidos en 
el numeral anterior a las 
Entidades Promotoras 
de Salud EPS, estando 
las Administradoras de 
Riesgos Profesionales 
ARP obligadas a hacerlo, 
deberán reconocer inte-
reses de mora a la tasa 
moratoria máxima legal 
vigente que rige para 
todas las obligaciones 

la seguridad social.
3. La presentación de la 
solicitud de reembolso 
efectuada por la Entidad 
Promotora de Salud EPS 
ante la Administradora 
de riesgos Profesiona-
les ARP, interrumpe la 
prescripción de la cuenta 
de cobro, siempre y 
cuando se reúnan los 
requisitos que señale el 
reglamento y sin que se 
haya formulado objeción 
seria y fundada por parte 
de la Administradora de 
Riesgos Profesionales 
ARP. Los términos de 
prescripción continua-
rán rigiéndose por las 
normas legales vigentes. 
Lo dispuesto en este 
numeral no revivirá 
situaciones ya prescritas.
4. Las reglas indicadas 
en los numerales anterio-
res también se aplicarán 
a los reembolsos que 
soliciten las Adminis-
tradoras de Riesgos 
Profesionales ARP a las 
Entidades Promotoras de 
Salud EPS.
Adiciónese un pará-
grafo al artículo 6° del 
Decreto-ley 1295 de 
1994, así:
Parágrafo 2°. Para 
la prestación de los 
servicios de salud a 

-
ma General de Riesgos 
Profesionales, las enti-
dades administradoras 
de riesgos profesiona-
les deberán prestar los 
servicios de salud que 

con ocasión o causa de 
un accidente laboral o 
enfermedad profesional 
con cualquier institución 
prestadora de servicios 
de salud IPS habilitada 
para la prestación de 
servicios, atendiendo 
los requerimientos de 
eficiencia, calidad y 
oportunidad, de acuerdo 
con la reglamentación 
que para tales efectos 
expida la Dirección 
General de Riesgos Pro-
fesionales del Ministerio 
de la Protección Social.

moratoria máxima legal 
vigente que rige para 
todas las obligaciones 

la seguridad social.
La EPS deberá com-
pensar de igual manera 
al prestador del servicio 
o al proveedor del bien, 
cuando su pago se haya 
visto condicionado, sin 
perjuicio de los derechos 
legales del condiciona-
miento.

3. La presentación de la 
solicitud de reembolso 
efectuada por la Entidad 
Promotora de Salud EPS 
ante la Administradora 
de riesgos Laborales 
ARL, interrumpe la pres-
cripción de la cuenta de 
cobro, siempre y cuando 
se reúnan los requisitos 
que señale el reglamento 
que haya expedido o 
expida el Gobierno 
Nacional. Los términos 
de prescripción conti-
nuarán rigiéndose por 
las normas legales vi-
gentes. Lo dispuesto en 
este numeral no revivirá 
situaciones ya prescritas.
El derecho a solicitar 
reembolsos entre los 
sistemas de salud y 
riesgos profesionales y 
viceversa por el costo 
de las prestaciones en 
salud derivadas de una 
enfermedad profesional 
o de un accidente de 
trabajo, prescribe en el 
término de cinco (5) 
años, a partir de la última 
de las fechas enunciadas 
a continuación:
a) La fecha de la ca-
lificación en primera 
oportunidad del origen 
profesional del evento 
o de la secuela por parte 
de la EPS, cuando dicha 

-
ceptible de controversia 
por las administradoras 
o por el usuario.

-
ción del origen profe-
sional del evento o de la 
secuela por parte de la 
Junta Regional de Ca-

-
ción no sea susceptible 
de recurso ante la Junta 

de Invalidez.
-

ción del origen profe-
sional del evento o de la 
secuela por parte de la 
Junta Nacional de Ca-

d) La fecha de presenta-
ción de la factura de la 
IPS a la EPS, cumplien-
do con los requisitos 
exigidos.
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Para efectos de imple-
mentar el inciso anterior 
se deberá organizar e 
integrar de redes de 
prestación de servicios 
de salud; las entida-
des administradoras de 
riesgos profesionales 
deberán informar con an-

la ubicación de dicha red 
a la cual pueden acudir.
El control y vigilancia en 
la prestación de servicios 
de salud está a cargo 
de la Superintendencia 
Nacional de Salud.

No obstante lo anterior, 
será de tres (3) años la 
prescripción cuando se 
trate del pago de sub-
sidios por incapacidad 
temporal, para lo cual el 
término se contará desde 
la fecha de pago de dicho 
subsidio por parte de la 
EPS al empleador o tra-
bajador en los términos 
de ley.

 

Artículo 20. Salud Ocu-
pacional del Magisterio. 
El Ministerio de Edu-
cación Nacional y el 
Fondo Nacional de Pres-
taciones Sociales del 
Magisterio establecerán 

de invalidez y tabla de 
enfermedades profesio-
nales para los docentes 

Igualmente establecerá 
la implementación de 
los programas de salud 
ocupacional, los comités 
paritarios de salud ocu-
pacional, las actividades 
de promoción y preven-
ción y los sistemas de 
vigilancia epidemio-
lógica. La adopción y 
puesta en marcha de 
lo anterior no afectará 
en nada el régimen es-
pecial de excepción en 
salud que de acuerdo 
con el artículo 279 de 
la Ley 100 de 1993 está 

al Fondo Nacional de 
Prestaciones Sociales 
del Magisterio. Las an-
teriores actividades se 
implementarán y regla-
mentarán en el término 
de un año, contado a 
partir de la vigencia de 
la presente ley.

Artículo 20. Salud Ocu-
pacional del Magiste-
rio. El Ministerio de 
Educación Nacional y 
el Fondo Nacional de 
Prestaciones Sociales del 
Magisterio establecerán 

de invalidez y tabla de 
enfermedades profesio-
nales para los docentes 

Igualmente establecerá 
la implementación de 
los programas de salud 
ocupacional, los comités 
paritarios de salud ocu-
pacional, las actividades 
de promoción y preven-
ción y los sistemas de 
vigilancia epidemiológi-
ca. La adopción y puesta 
en marcha de lo anterior 
no afectará en nada el 
régimen especial de 
excepción en salud que 
de acuerdo con el artículo 
279 de la Ley 100 de 
1993 está vigente para 

Nacional de Prestaciones 
Sociales del Magisterio. 
Las anteriores activida-
des se implementarán y 
reglamentarán en el tér-
mino de un año, contado 
a partir de la vigencia de 
la presente ley.

Igual

Artículo 21. Prescrip-
ción. Las mesadas pen-
sionales y las demás 
prestaciones estable-
cidas en el Sistema 
General de Riesgos Pro-
fesionales prescriben en 
el término de tres (3) 
años, contados a partir de 
la fecha en que se genere, 
concrete y determine el 
derecho.

ELIMINADO

Artículo 22. Adiciónase 
el artículo 4º del Decreto 
1295 de 1994, caracterís-
ticas del Sistema, con el 
siguiente parágrafo:
Parágrafo. Toda am-
pliación de cobertura 
tendrá estudio técnico 

garantice la sostenibili-
dad general del Sistema 
General de Riegos Pro-
fesionales.

Artículo 22. Adiciónase 
el artículo 4º del Decreto 
1295 de 1994, caracterís-
ticas del Sistema, con el 
siguiente parágrafo:
Parágrafo. Toda am-
pliación de cobertura 
tendrá estudio técnico 

garantice la sostenibili-
dad general del Sistema 
General de Riegos La-
borales.
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Artículo 23. Vigencia y 
derogatorias. La presen-
te ley rige a partir de la 
fecha de su publicación 
y deroga todas las dis-
posiciones que le sean 
contrarias.

Artículo 23. Vigencia y 
derogatorias. La presen-
te ley rige a partir de la 
fecha de su publicación 
y deroga todas las dis-
posiciones que le sean 
contrarias.

NUEVO Artículo nuevo: (des-
pués del 10)
Modifíquese el literal 
g) al artículo 21 del De-
creto 1295 de 1994 así:
Literal g) Facilitar los 
espacios y tiempos para 
la capacitación de los 
trabajadores a su cargo 
en materia de salud ocu-
pacional y para adelantar 
los programas de promo-
ción y prevención a cargo 
de las Administradoras 
de Riesgos Laborales.

Para que lo dispuesto 
en este proyecto sea 

obligación del emplea-
dor para que sea posible 
adelantar los progra-
mas de promoción y 
prevención a cargo de 
las administradoras de 
riesgos laborales.

NUEVO Artículo nuevo: (Des-
pués del 10)
Modifíquese el literal 
d) al artículo 22 del De-
creto 1295 de 1994 así:
Literal d) Cumplir las 
normas, reglamentos 
e instrucciones de los 
programas de salud ocu-
pacional de la empresa 
y asistir periódicamente 
a los programas de pro-
moción y prevención 
adelantados por las Ad-
ministradoras de Riesgos 
Laborales.

En línea con lo expues-
to en el anterior cuadro 

-
ciones de los trabajado-
res como correlato a la 
obligación impuesta a 
los empleadores. 

NUEVO Artículo nuevo: (Des-
pués del 12)
Adiciónense al artícu-
los 51 del C.S.T. subro-
gado por el artículo 4º 
de la Ley 50 de 1990, el 
siguiente numeral:
8. Por suspensión de 
actividades o clausura 
temporal de la empresa, 
establecimiento o nego-
cio, en todo o en parte, 
hasta por ciento veinte 
(120) días, ordenado 
por los Direcciones Te-
rritoriales del Ministerio 
de Trabajo, por razo-
nes de reincidencia en 
el incumplimiento de 
los programas de salud 
ocupacional y aquellas 
obligaciones propias del 
empleador, previstas en 
el Sistema de Riesgos 
Profesionales, o por 
incumplimiento de los 
correctivos que deban 
adoptarse, formulados 
por la Entidad Admi-
nistradora de Riesgos 
Laborales o el Ministe-
rio de Trabajo.

De conformidad con lo 
ordenado en el presente 
proyecto se adiciona un 
numeral a las causa-
les de suspensión del 
contrato. 

NUEVO Artículo nuevo: (Des-
pués del doce) Adició-
nese el artículo 61 del 
C.S.T. subrogado por el 
artículo 5º de la Ley 50 de 
1990, el siguiente literal:
j) Por liquidación o 

empresa ordenado por 
parte de las Direcciones 
Territoriales del Minis-

De acuerdo con lo 
establecido a lo largo 
del presente proyecto 
y para hacerlo más co-
herente con el artículo 
anterior se adiciona una 
causal de terminación 
del contrato de trabajo.

TEXTO APROBADO EN 
SESIÓN PLENARIA DEL 
SENADO DE LA REPÚBLI-
CA DEL DÍA 6 DE ABRIL 
DE 2011 AL PROYECTO 
DE LEY NÚMERO 067 DE 

2010 SENADO

TEXTO CON  
MODIFICACIONES JUSTIFICACIÓN 

terio de Trabajo, por 
razones de reincidencia 
en el incumplimiento de 
los programas de salud 
ocupacional y aquellas 
obligaciones propias del 
empleador, previstas en 
el Sistema de Riesgos 
Profesionales, o por 
incumplimiento de los 
correctivos que deban 
adoptarse, formulados 
por la Entidad Adminis-
tradora de Riesgos Profe-
sionales o el Ministerio 
de Trabajo.

 

NUEVO Modifíquese el artículo 
40 del Decreto 2463 de 
2001, el cual quedará 
así:
Artículo 40. Contro-
versias sobre los dic-
támenes de califica-
ción de invalidez. Las 
controversias que se 
susciten en relación con 
los dictámenes emitidos 
por las entidades de que 
trata el artículo 52 de la 
Ley 962 de 2005, serán 
dirimidas por la justicia 
laboral ordinaria de con-
formidad con lo previsto 
en el Código de Procedi-
miento Laboral, median-
te demanda promovida 
contra el dictamen de la 
entidad correspondiente.
Para efectos del proceso 
judicial, el secretario 
representará a la junta 
como entidad privada 
del régimen de Seguri-
dad Social Integral y a 

del Grupo de Medicina 
Laboral de las demás 
entidades las representa-

pertinentes.
Los procedimientos, 
recursos y trámites de 

de invalidez se realizarán 
conforme al presente 
decreto y sus actuaciones 
no constituyen actos 
-Administrativos.

Se determina el meca-
nismo para facilitar la 
resolución de contro-
versias sobre los dic-

de invalidez.

NUEVO Artículo nuevo. El Ins-
tituto Nacional de Salud 
como autoridad cien-

ejercerá la coordinación, 
dirección y ejecución 
de las políticas de in-
vestigación científica 
en salud, fomentará la 
investigación en salud 
laboral, evaluará el im-
pacto y asumirá el ejer-
cicio de priorización de 
los problemas de mayor 
incidencia y prevalencia 
en la salud de los traba-
jadores.
El Instituto Nacional 
de Salud convocará de 
manera activa y obliga-
toria a todos los actores 
del Sistema a participar 
en proyectos de investi-
gación en salud laboral.

1. La búsqueda perma-

den respuesta a proble-
mas de interés en la sa-
lud de los trabajadores 
en el marco de la salud 
laboral-ocupacional 
está representada en la 
investigación.
2. Su contribución 
determinante logrará 
mejoras en la salud de 
los trabajadores debe 
dimensionarse y hacer 
parte de manera espe-

3. Por estar la salud de 
los trabajadores enmar-
cada en un sistema pro-
pio de seguridad social, 
el sistema general de 
riesgos profesionales, 
su abordaje reviste 
especial dimensión,
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impactar potencial-
mente en 22 millones 
de trabajadores que 
hace referencia a la 
población económica-
mente activa, es decir, 
que participan del mer-
cado de trabajo.
4. Las necesidades 
generadas por los pro-
blemas de salud laboral 
en nuestro País y lo 
que se percibe vendrá 
en unos años, cuando 
se realice y se registre 
debidamente en cuan-
to las enfermedades 
profesionales requiere 
indispensablemente y 
de manera inmediata 
prepararnos mediante 
la investigación para 
dar respuesta de fondo 
a esta problemática, 
que si no se aborda 
entre otra con agendas 
de investigación las 
consecuencias para el 
sistema y la salud de 
los trabajadores serán 
caóticas.
5. Datos nos llevan 
a que un 40% de las 
enfermedades profe-
sionales encuadran en 
el capítulo de enfer-
medades crónicas, con 
la connotación que ello 
conlleva su alto costo.

NUEVO Artículo nuevo. Las 
fuentes de recursos que 
serán asignados al Insti-
tuto Nacional de Salud 
para investigación en 
salud laboral serán las 
siguientes:
1. Un porcentaje de lo 
que recibe el fondo de 
riesgos profesionales.
2. Un porcentaje de los 
recursos provenientes 
de regalías al sistema 
nacional de ciencia y 
tecnología e innova-
ción, específicamente 
del programa de ciencia 
y tecnología en salud de 
Colciencias.
3. Un porcentaje de 
las administradoras de 
riesgos laborales como 
aporte de empresas que 
cumplan requisitos.
4. Por las multas que se 
generen en el Sistema.
5. Por recursos de co-
operación internacional.

De los honorables Representantes,
Alba Luz Pinilla Pedraza,

Representante a la Cámara.
7. TEXTO PROPUESTO

Proyecto de ley número 67 de 2010 Senado, 217 de 
2011 Cámara, -
gos Laborales y se dictan otras disposiciones en materia 

de salud ocupacional.
El Congreso de Colombia

DECRETA:
Artículo 1°. A partir de la promulgación de la pre-

sente ley el Sistema General de Riesgos Profesionales 
se denominará Sistema General de Riesgos Laborales. 
Modifíquese el artículo 1° del Decreto 1295 de 1994 el 
cual quedará así:

Artículo 1°. De nición. El Sistema General de 
Riesgos Laborales es el conjunto de entidades públicas 
y privadas, normas y procedimientos, destinados a pre-
venir, proteger y atender a los trabajadores.

Artículo 2°. Modifíquese el artículo 13 del Decreto-
ley 1295 de 1994, el cual quedará así:

Artículo 13. A liados. -
neral de Riesgos Laborales:

a) En forma obligatoria:
1. Los trabajadores dependientes nacionales o ex-

tranjeros, vinculados mediante contrato de trabajo o 
como servidores públicos; las personas vinculadas a 
través de un contrato formal de prestación de servi-
cios personales con entidades o instituciones públicas 
o privadas, tales como contratos civiles, comerciales o 

administrativos, con una duración superior a un mes 
y con precisión de las situaciones de tiempo, modo y 
lugar en que se realiza dicha prestación.

2. Las Cooperativas y Precooperativas de Trabajo 
Asociado son responsables conforme a la ley, del pro-

-
jadores asociados. Para tales efectos le son aplicables 
todas las disposiciones legales vigentes sobre la ma-
teria para trabajadores dependientes y de igual forma 
le son aplicables las obligaciones en materia de salud 
ocupacional, incluyendo la conformación del Copaso.

3. Los jubilados o pensionados, que se reincorpo-
ren a la fuerza laboral como trabajadores dependientes, 
vinculados mediante contrato de trabajo o como servi-
dores públicos, o vinculados a través de un contrato de 
prestación de servicios personales.

4. Los estudiantes de todos los niveles académicos 
de instituciones educativas públicas o privadas que de-

para la respectiva institución o cuyo entrenamiento o 
actividad formativa es requisito para la culminación 
de sus estudios, e involucra un riesgo ocupacional, de 
conformidad con la reglamentación que para el efecto 
se expida dentro del año siguiente a la publicación de 
la presente ley.

5. Los docentes de todas las instituciones de ense-
ñanza pública vinculados con el Estado mediante acto 
administrativo, ya sea que se encuentren en carrera do-
cente o en provisionalidad, del orden nacional, departa-
mental y municipal, sin afectación de su régimen pres-
tacional especial y con cargo al Fondo de Prestaciones 
Sociales del Magisterio.

6. Los trabajadores independientes que laboren 
en empresas catalogadas por el Ministerio de Trabajo 

cuenta del contratante.
7. Los miembros de las agremiaciones o asociacio-

institución.
8. Los miembros activos del Subsistema Nacional 

cargo del Ministerio del Interior, de conformidad con 
la normatividad pertinente.

b) En forma voluntaria:
Los trabajadores independientes y los informales, 

diferentes de los establecidos en el literal a) del presen-
te artículo, de conformidad con la reglamentación que 
para tal efecto expida el Gobierno Nacional.

Parágrafo 1°. En la reglamentación que expida el 
Gobierno Nacional para la vinculación de estos traba-
jadores se adoptarán todas las obligaciones del Sistema 
de Riesgos Laborales que les sean aplicables y con pre-
cisión de las situaciones de tiempo, modo y lugar en 
que se realiza dicha prestación.

Parágrafo 2°. En la reglamentación que expida el 
Gobierno Nacional en relación con las personas a que 

-

seguridad social por intermedio de agremiaciones o 

actividad, bajo la vigilancia y control del Ministerio de 
la Salud y Protección Social.

al Sistema de Riesgos Laborales del contratista correrá 
por cuenta del contratista; Salvo lo estipulado en el nu-
meral seis (6) de este mismo artículo.
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Artículo 3°. Accidente de trabajo. Es accidente de 
trabajo todo suceso repentino que sobrevenga por cau-
sa o con ocasión del trabajo, y que produzca en el traba-
jador una lesión orgánica, una perturbación funcional o 
psiquiátrica, una invalidez o la muerte.

Es también accidente de trabajo aquel que se pro-
duce durante la ejecución de órdenes del empleador, o 
contratante durante la ejecución de una labor bajo su 
autoridad, aún fuera del lugar y horas de trabajo.

Igualmente se considera accidente de trabajo el que 
se produzca durante el traslado de los trabajadores o 
contratistas desde su residencia a los lugares de trabajo 
o viceversa, cuando el transporte lo suministre el em-
pleador.

También se considerará como accidente de trabajo 
el ocurrido durante el ejercicio de la función sindical 
aunque el trabajador se encuentre en permiso sindical 
siempre que el accidente se produzca en cumplimiento 
de dicha función.

De igual forma se considera accidente de trabajo el 
que se produzca por la ejecución de actividades recrea-
tivas, deportivas o culturales, cuando se actúe por cuen-
ta o en representación del empleador o de la empresa 
usuaria cuando se trate de trabajadores de empresas de 
servicios temporales que se encuentren en misión. 

Artículo 4°. Enfermedad profesional. Es enferme-
dad profesional la contraída como resultado de la ex-
posición a factores de riesgo inherentes a la actividad 
laboral o del medio en el que el trabajador se ha visto 
obligado a trabajar. El Gobierno Nacional, determina-
rá, en forma periódica, las enfermedades que se con-
sideran como profesionales y en los casos en que una 

-
fesionales, pero se demuestre la relación de causalidad 
con los factores de riesgo ocupacionales será reconoci-
da como enfermedad profesional, conforme lo estable-
cido en las normas legales vigentes.

Parágrafo 1º. El Gobierno Nacional, previo concep-
to del Consejo Nacional de Riesgos Laborales, deter-
minará, en forma periódica, las enfermedades que se 
consideran como profesionales.

Parágrafo 2º. Para tal efecto, El Ministerio de la 
Salud y Protección Social y el Ministerio de Trabajo, 
realizará una actualización de la tabla de enfermedades 
profesionales por lo menos cada tres (3) años atendien-

-
cional de Riesgos Laborales.

Artículo 5°. Ingreso base de liquidación. Se entien-
de por ingreso base para liquidar las prestaciones eco-
nómicas lo siguiente:

a) Para accidentes de trabajo
El promedio del ingreso base de cotización (IBC) de 

los seis (6) meses anteriores a la ocurrencia al accidente 
de trabajo, o fracción de meses, si el tiempo laborado 
en esa empresa fuese inferior a la base de cotización 
declarada e inscrita en la Entidad Administradora de 

b) Para enfermedad profesional
El promedio del último año, o fracción de año, del 

ingreso base de cotización (IBC) anterior a la fecha en 

enfermedad profesional.
-

dad se realice cuando el trabajador se encuentre desvin-
culado de la empresa se tomará el promedio del último 

año, o fracción de año si el tiempo laborado fuese in-
ferior, del ingreso base de cotización (IBC) declarada 
e inscrita en la última Entidad Administradora de Ries-

Parágrafo 1°. Las sumas de dinero que las Entidades 
Administradoras de Riesgos Laborales deben pagar por 
concepto de prestaciones económicas deben indexarse, 
con base en el Índice de Precios al Consumidor (IPC) 

Administrativo Nacional de Estadística, DANE.
Parágrafo 2°. Para el caso del pago del subsidio por 

incapacidad temporal, la prestación será reconocida 
con base en el último (IBC) pagado a la Entidad Ad-
ministradora de Riesgos Laborales anterior al inicio 
de la incapacidad médica, salvo que se supere el plazo 
previsto para el pago en cuyo caso deberá reconocerse 
conforme al parágrafo primero del presente artículo. 

Artículo 6º. Monto de las cotizaciones. El monto de 
las cotizaciones para el caso de los trabajadores vincu-
lados mediante contratos de trabajo o como servidores 
públicos no podrá ser inferior al 0.348%, ni superior 
al 8.7%, del ingreso base de cotización (IBC) de los 
trabajadores y su pago estará a cargo del respectivo em-
pleador.

El mismo porcentaje del monto de las cotizaciones 
se aplicará para las personas vinculadas a través de un 
contrato formal de prestación de servicios personales, 

-
pectivo contratista, exceptuándose lo estipulado en lite-
ral a) numeral 6 del artículo primero de esta ley.

El Gobierno Nacional adoptará la tabla de cotiza-
ciones mínimas y máximas para cada clase de riesgo, 
así como las formas en que una empresa pueda lograr 
disminuir o aumentar los porcentajes de cotización de 
acuerdo a su siniestralidad, severidad y cumplimiento 
del programa de salud ocupacional.

Parágrafo. La cobertura del trabajador por el siste-
ma se inicia desde el día calendario siguiente al recibo 
de la novedad de ingreso por la entidad administradora 
respectiva.

Artículo 7°. Efectos por el no pago de aportes al 
Sistema General de Riesgos Laborales. La mora en el 
pago de aportes al Sistema General de Riesgos Labo-
rales durante la vigencia de la relación laboral y del 

-

En el evento en que el empleador y/o contratista se 
encuentre en mora de efectuar sus aportes al Sistema 
General de Riesgos Laborales, será responsable de los 
gastos en que incurra la Entidad Administradora de 
Riesgos Laborales por causa de las prestaciones asis-
tenciales otorgadas, así como del pago de los aportes 
en mora con sus respectivos intereses y el pago de las 
prestaciones económicas a que hubiere lugar.

La liquidación, debidamente soportada, que reali-
cen las Entidades Administradoras de Riesgos Labo-
rales por concepto de Prestaciones otorgadas, cotiza-
ciones adeudadas e intereses por mora, prestará mérito 
ejecutivo.

cuando no ha cumplido con su obligación de pagar los 
aportes correspondientes dentro del término estipula-
do en las normas legales vigentes. Para tal efecto, la 
Entidad Administradora de Riesgos Laborales respec-
tiva, deberá enviar a la última dirección conocida de 
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mes después del no pago de los aportes. La comunica-

mora. Copia de esta comunicación deberá enviarse al 
representante de los Trabajadores en Comité Paritario 
de Salud Ocupacional (COPASO) y a las Direcciones 
Territoriales del Ministerio de Trabajo del domicilio 
principal del empleador o contratista. Si pasados dos 
(2) meses desde la fecha de registro de la comunica-
ción continúa la mora, la Administradora de Riesgos 

nuevos trabajadores de la correspondiente Empresa o 
Entidad en mora, comunicándolo así al Empleador, de 
lo cual dará aviso a la Dirección Territorial correspon-
diente del Ministerio del Trabajo para los efectos perti-
nentes. La administradora deberá llevar el consecutivo 
de registro de radicación de los anteriores avisos.

Parágrafo 1°. Cuando la Entidad Administradora de 
Riesgos Laborales, una vez agotados todos los medios 
necesarios para efectos de recuperar las sumas adeu-
dadas al Sistema General de Riesgos Laborales, com-
pruebe que ha sido cancelado el registro mercantil por 

del empleador y obren en su poder las pruebas perti-
nentes, de conformidad con las normas vigentes sobre 

empresa.
Parágrafo 2°. Sin perjuicio, de la responsabilidad 

del empleador de asumir los riesgos Laborales de sus 
trabajadores en caso de mora en el pago de las primas 
o cotizaciones obligatorias y de la que atañe al propio 
contratista, corresponde a todas las entidades adminis-
tradoras de riesgos Laborales adelantar las acciones de 
cobro, previa constitución de la empresa, empleador o 
contratista en mora y el requerimiento escrito donde se 
consagre el valor adeudado y el número de trabajadores 
afectados.

Para tal efecto, la liquidación mediante la cual la 
administradora de riesgos Laborales determine el valor 
adeudado, prestará mérito ejecutivo.

Artículo 8°. Reporte de información de actividades 
y resultados de promoción y prevención. La Entidad 
Administradora de Riesgos Laborales deberá presen-
tar al Ministerio de Trabajo un reporte de actividades 

año y de los resultados logrados en términos del con-
trol de los riesgos más prevalentes en promoción y de 
las reducciones logradas en las tasas de accidentes y 
enfermedades profesionales como resultado de sus me-
didas de prevención. Dichos resultados serán el refe-
rente esencial para efectos de la variación del monto 
de la cotización, el seguimiento y cumplimiento se rea-
lizará conforme a las directrices establecidas por parte 
del Ministerio de la Protección Social o quien haga sus 
veces.

Este reporte deberá ser presentado semestralmente a 
las Direcciones Territoriales del Ministerio de Trabajo 

El incumplimiento de los programas de promoción 
de la salud y prevención de accidentes y enfermeda-

Social y el Ministerio de Trabajo, acarreará multa de 
hasta quinientos (500) salarios mínimos mensuales le-
gales vigentes a la fecha en que se imponga la misma. 
Las multas serán graduales de acuerdo a la gravedad de 
la infracción y siguiendo siempre el debido proceso, las 

cuales irán al Fondo de Riesgos Laborales, conforme a 
lo establecido en el sistema de garantía de calidad en 
riesgos laborales.

Parágrafo. En caso de incumplimiento de los pro-
gramas de promoción de la salud y prevención de 
accidentes y enfermedades laborales, el empleador o 
contratante informará a la Dirección de Riesgos Profe-

y decisión correspondiente.
Artículo 9°. Modifíquese el artículo 66 del Decreto-

ley 1295 de 1994, el cual quedará así:
Artículo 66. Supervisión de las empresas de alto 

riesgo. Las Entidades Administradoras de Riesgos La-
borales y el Ministerio de Trabajo, supervisarán en for-
ma prioritaria y directamente, a las empresas de alto 
riesgo, especialmente en la aplicación del Programa 
de Salud Ocupacional según el Sistema de Garantía de 
Calidad, los Sistemas de Control de Riesgos Laborales 
y las Medidas Especiales de Promoción y Prevención.

Las empresas donde se procese, manipule o traba-
je con sustancias tóxicas o cancerígenas o con agentes 
causantes de enfermedades incluidas en la tabla de en-
fermedades laborales de que trata el artículo 3° de la 
presente ley, deberán cumplir con un número mínimo 
de actividades preventivas de acuerdo a la reglamenta-
ción que expida el Ministerio de la Salud y Protección 
Social y el Ministerio de Trabajo.

Artículo 10. Fortalecimiento de la prevención de 
los riesgos laborales en las micro y pequeñas empresas 
en el país. Las Entidades Administradoras de Riesgos 
Laborales fortalecerán las actividades de promoción y 
prevención en las micro y pequeñas empresas que pre-

alto riesgo.
El Ministerio de la Protección Social o quien haga 

cuales las Entidades Administradoras de Riesgos Labo-
rales focalizarán sus acciones de promoción y preven-
ción de manera que se fortalezcan estas actividades en 
las micro y pequeñas empresas. Serán criterios técnicos 

a micro y pequeñas empresas y la frecuencia, severidad 
y causa de los accidentes y enfermedades Laborales en 
estas empresas.

Parágrafo. Dentro de las campañas susceptibles de 
reproducción en medios físicos o electrónicos y activi-
dades generales de promoción y prevención de riesgos 
laborales que realizan periódicamente las Entidades 
Administradoras de Riesgos Laborales se involucrarán 
a trabajadores del sector informal de la economía, bajo 
la vigilancia y control del Ministerio de la Protección 
Social o quien haga sus veces.

Artículo 11. Servicios de Promoción y Prevención. 
Las actividades mínimas de promoción y prevención 
en el Sistema General de Riesgos Laborales por parte 
de las Entidades Administradoras de Riesgos Laborales 
serán las siguientes:

1. Actividades básicas programadas y evaluadas 
conforme a los indicadores de Riesgos Laborales para 
las empresas correspondiente al cinco por ciento (5%) 
de la cotización, como mínimo serán las siguientes:

a) Programas, campañas y acciones de educación 
y prevención dirigidas a garantizar que sus empresas 

técnicos en salud ocupacional, expedidos por el Go-
bierno Nacional;
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b) Programas, campañas y acciones de educación 
y prevención, dirigidas a garantizar que sus empresas 

plan de trabajo anual de su Programa de Salud Ocupa-
cional;

c) Asesoría técnica básica para el diseño del Progra-
ma de Salud Ocupacional y el plan de trabajo anual de 
todas las empresas;

d) Capacitación básica para el montaje de la brigada 
de emergencias, primeros auxilios y sistema de calidad 
en salud ocupacional.

e) Capacitación a los miembros del comité parita-
rio de salud ocupacional en aquellas empresas con un 
número mayor de 10 trabajadores, o a los vigías ocupa-
cionales, quienes cumplen las mismas funciones de sa-
lud ocupacional, en las empresas con un número menor 
de 10 trabajadores;

f) Fomento de estilos de trabajo y de vida saluda-

empresas;
g) Investigación de los accidentes de trabajo y en-

fermedades Laborales que presenten los trabajadores 

2. Del noventa y cuatro por ciento (94%) de la coti-
zación, la entidad administradora de riesgos Laborales 
destinará como mínimo el diez por ciento (10%) para 
lo siguiente:

a) Desarrollo de programas regulares de prevención 
y control de riesgos Laborales y de rehabilitación inte-

b) Apoyo, asesoría y desarrollo de campañas en 
-

des para el control de los riesgos, el desarrollo de los 
sistemas de vigilancia epidemiológica y la evaluación 
y formulación de ajustes al plan de trabajo anual de las 
empresas. Los dos objetivos principales de esta obliga-
ción son: el monitoreo permanente de las condiciones 
de trabajo y salud, y el control efectivo del riesgo.

c) Las administradoras de riesgos Laborales deben 
desarrollar programas, campañas, crear o implementar 
mecanismos y acciones para prevenir los daños secun-
darios y secuelas en caso de incapacidad permanente 
parcial e invalidez, para lograr la rehabilitación inte-
gral, procesos de readaptación y reubicación laboral;

d) Diseño y asesoría en la implementación de áreas, 
puestos de trabajo, maquinarias, equipos y herramien-
tas para los procesos de reinserción laboral, con el ob-
jeto de intervenir y evitar los accidentes de trabajo y 
enfermedades Laborales;

e) Suministrar asesoría técnica para la realización 
de estudios evaluativos de higiene ocupacional o in-
dustrial, diseño e instalación de métodos de control de 
ingeniería, según el grado de riesgo, para reducir la ex-
posición de los trabajadores a niveles permisibles.

La Superintendencia Financiera, podrá reducir el 
-
-

cia de la tarifa de cotización, sólo cuando se requiera 
incrementar las reservas para cubrir los siniestros por 
parte de las Entidades Administradoras de Riesgos la-
borales.

3. El 1% se destinará para el Fondo de Riesgos La-
borales.

Parágrafo 1º. Las administradoras de riesgos Labo-
-

ciar las actividades que por ley le corresponden al em-
pleador, y deben otorgar todos los servicios de promo-
ción y prevención sin ninguna discriminación, bajo el 
principio de la solidaridad, sin tener en cuenta el monto 

Parágrafo 2º. En todas las ciudades o municipios 
-

ral de Riesgos Laborales las administradoras de riesgos 
Laborales deben desarrollar las actividades de promo-
ción y prevención con un grupo interdisciplinario ca-
pacitado y con licencia de salud ocupacional propio o 
contratado bajo su responsabilidad. Para ampliar la co-
bertura, la ejecución de dichas actividades podrá reali-
zarse a través de esquemas de acompañamiento virtual 
y de tecnologías informáticas y de la comunicación, sin 
perjuicio del seguimiento personal que respalde dicha 
gestión.

Parágrafo 3º. La Entidad Administradora de Ries-
gos Laborales deberá presentar un plan con programas, 
metas y monto de los recursos que se vayan a desa-
rrollar durante el año en promoción y prevención, al 
Ministerio de Trabajo para efectos de su seguimiento 
y cumplimiento conforme a las directrices establecidas 
por la Dirección de Riesgos Profesionales.

Parágrafo 4º. Los gastos de administración de las 
Entidades Administradoras de Riesgos Laborales serán 

-
cho límite, previo concepto técnico, del Consejo Na-
cional de Riegos Laborales acorde con variables como 
tamaño de empresa, número de trabajadores, clase de 
riesgo, costos de operación necesarios para garantizar 
el cumplimiento de las normas legales vigentes, entre 
otras.

Parágrafo 5°. La labor de intermediación de segu-
ros, será voluntaria en el ramo de riesgos laborales, y 
en caso de que opere se regirá por lo establecido en el 
Estatuto Orgánico del Sistema Financiero y estarán vi-
gilados por la Superintendencia Financiera. Los costos 
de intermediación de seguros tendrán un límite máxi-

-
ra. Quien actúe en el rol de intermediación, no podrá 
prestar directa o indirectamente servicios asistenciales 
o preventivos de salud ocupacional, lo que se constitu-
ye como práctica insegura o doble intermediación, lo 
que será vigilado y controlado por la Superintendencia 
Financiera.

En caso de que la Entidad Administradora de Ries-
gos Laborales utilice algún intermediario, deberá su-
fragar el monto de honorarios o comisión con cargo a 
sus propios recursos, y en ningún caso se utilizarán, 
destinarán o apropiaran recursos del Sistema general 
de Riesgos laborales.

Artículo 12. Objeto del Fondo de Riesgos Labora-
les. Modifíquese el artículo 22 de la Ley 776 de 2002, 
que sustituyó el artículo 88 del Decreto-ley 1295 de 
1994, el cual quedará así:

El Fondo de Riesgos Laborales tiene por objeto:
a) Adelantar estudios, campañas y acciones de edu-

cación, prevención e investigación de los accidentes de 
trabajo y enfermedades profesionales en todo el terri-
torio nacional;

b) Adelantar estudios, campañas y acciones de edu-
cación, prevención e investigación de los accidentes de 
trabajo y enfermedades profesionales en la población 
vulnerable del territorio nacional;
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-
-

ciera, actuarial o técnica se requieran para el desarrollo 
del Sistema General de Riesgos Laborales, así como 
para crear e implementar un sistema único de informa-
ción del Sistema y un Sistema de Garantía de Calidad 
de la Gestión del Sistema de Riesgos Laborales;

d) Otorgar un incentivo económico de subsidio a 
la cotización al sistema general de riesgos laborales, 
de los trabajadores independientes informales, sin nin-

o actividad económica y de acuerdo con la reglamen-
tación que expida el Gobierno Nacional, a efectos de 
promover e impulsar políticas en el proceso de for-
malización laboral y de emprendimiento; el incentivo 
económico de subsidio a la cotización que se otorgue 
no podrá ser mayor a un año. El Consejo Nacional de 
Riesgos Laborales de acuerdo con los recursos dispo-

En ningún caso la aplicación de los recursos del 
fondo que trata el numeral d), podrá superar el treinta 
por ciento (30%) de los ingresos que recauda el Fondo 
de Riesgos Profesionales para la vigencia;

e) Crear un sistema de información de los riesgos 
laborales con cargo a los recursos del Fondo de Riesgos 
Profesionales;

f) Financiar la realización de actividades de promo-
ción y prevención dentro de los programas de Atención 
primaria en salud.

Parágrafo. Los recursos del Fondo de Riesgos La-
borales no pertenecen al Presupuesto General de la 
Nación, no podrán ser destinados a gastos de adminis-
tración y funcionamiento ni a objeto distinto del fondo 
previsto en la presente ley, serán manejados en encargo 

Artículo 13. Sanciones. Modifíquese el numeral 2, 
literal a), del artículo 91 del Decreto-ley 1295 de 1994, 
de la siguiente manera:

El incumplimiento de los programas de salud ocu-
pacional, las normas en salud ocupacional y aquellas 
obligaciones propias del empleador, previstas en el Sis-
tema General de Riesgos Laborales, acarreará multa de 
hasta quinientos (500) salarios mínimos mensuales le-
gales vigentes, graduales de acuerdo a la gravedad de la 
infracción y previo cumplimiento del debido proceso. 
En caso de reincidencia en tales conductas o por in-
cumplimiento de los correctivos que deban adoptarse, 
formulados por la Entidad Administradora de Riesgos 
Laborales o el Ministerio de Trabajo debidamente de-
mostrados, se podrá ordenar la suspensión de activida-
des hasta por un término de ciento veinte (120) días o 

-
ciones Territoriales del Ministerio de Trabajo, garanti-
zando el debido proceso, de conformidad con el artícu-
lo 134 de la Ley 1438 de 2011 en el tema de sanciones.

Adiciónese en el artículo 91 del Decreto-ley 1295 

2150 de 1995, el siguiente inciso:
En caso de accidente que ocasione la muerte del 

trabajador originado en el incumplimiento demostrado 
de las normas de salud ocupacional el Ministerio de 
Trabajo impondrá multa no inferior a veinte (20) sala-
rios mínimos legales mensuales vigentes, ni superior 
a quinientos (500) salarios mínimos legales mensuales 
vigentes; en caso de reincidencia por incumplimiento 

de los correctivos de promoción y prevención formu-
lados por la Entidad Administradora de Riesgos Labo-

circunstancias, se podrá ordenar la suspensión de acti-

las Direcciones Territoriales del Ministerio de Trabajo, 
garantizando siempre el debido proceso.

El Gobierno Nacional reglamentará dentro de un 
plazo no mayor a un (1) año contado a partir de la ex-
pedición de la presente ley, los criterios de graduación 

garantías que se deben respetar para respetar el debido 
proceso.

Artículo 14. Garantía de la Calidad en Salud Ocu-
pacional y Riesgos Laborales. Para efectos de operar el 
Sistema Obligatorio de Garantía de Calidad del Siste-
ma General de Riesgos Laborales que deberán cumplir 
los diferentes actores, entidades, personas jurídicas o 

-
plimiento de los estándares mínimos establecidos en 
el mencionado sistema de garantía de calidad, que se 
realizarán a través de terceros idóneos acreditados para 

de Trabajo.

mínimos se realizará cada año. El costo de las visitas 

respectiva entidad aseguradora de Riesgos Laborales 

ingresos que por multas recaude el Fondo de Riesgos 
Laborales, para fundamentar, soportar y dar un concep-
to técnico a las Direcciones Territoriales del Ministerio 
de Trabajo, a efectos de adelantar las acciones de vigi-
lancia y control a que haya lugar, la cual es indelegable, 
y las visitas deberán contar con una metodología, plan 
de trabajo, mecanismos de recolección de información 
y soportes de conformidad con la reglamentación que 
para tal efecto expida el Ministerio de Trabajo.

mínimos por parte de los prestadores de Salud Ocupa-
cional, será realizada por las Direcciones Departamen-
tales y Distritales de Salud.

Parágrafo 1°. La expresión Salud Ocupacional se 
entenderá en adelante como Seguridad y Salud en el 

la prevención de las lesiones y enfermedades causadas 
por las condiciones de trabajo, y de la protección y pro-
moción de la salud de los trabajadores. Tiene por objeto 
mejorar las condiciones y el medio ambiente de traba-
jo, así como la salud en el trabajo, que conlleva la pro-
moción y el mantenimiento del bienestar físico, mental 
y social de los trabajadores en todas las ocupaciones.

Parágrafo 2°. La expresión Programa de Salud Ocu-
pacional, en lo sucesivo se entenderá como el Siste-
ma de Gestión de la Seguridad y Salud en el Traba-
jo SG-SST. Este sistema consiste en el desarrollo de 
un proceso lógico y por etapas, basado en la memoria 
continua y que incluye la política, la organización, la 

y las acciones de mejora con el objetivo de anticipar, 
reconocer, evaluar y controlar los riesgos que puedan 
afectar la seguridad y la salud en el trabajo.

Artículo 15. Inspección y vigilancia. Frente a las 
-

ra oportunidad sólo procede el envío a las juntas de ca-

52 de la Ley 962 de 2005. Adicional a las competencias 
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establecidas en los artículos 84 y 91 del Decreto 1295 
de 1994, corresponde a la Superintendencia Financiera, 
sancionar a las Administradoras de Riesgos Laborales, 
cuando incumplan los términos y la normatividad que 
regula el pago de las prestaciones económicas.

Las Direcciones Territoriales del Ministerio Trabajo 
por el no pago o dilación del pago de las prestaciones 
económicas, deberán recopilar y remitir las pruebas del 
caso a la Superintendencia Financiera así como ade-
lantar las investigaciones administrativas laborales por 
violación a las normas en riesgos laborales.

Artículo 16. El artículo 42 de la Ley 100 de 1993, 
quedará así:

Artículo 42. Naturaleza, administración y fun-
cionamiento de las Juntas Regionales y Nacional de 
Cali cación de invalidez. Las Juntas Regionales y Na-

Sistema de la Seguridad Social del orden nacional, de 
creación legal, adscritas al Ministerio de la Protección 
Social o quien haga sus veces con personería jurídi-
ca, de derecho privado, sin ánimo de lucro, de carácter 

-
-

les, cuyas decisiones son de carácter obligatorio, sin 
perjuicio de la segunda instancia que corresponde a la 

de las regionales y conforme a la reglamentación que 
determine el Ministerio de la Protección Social o quien 
haga sus veces.

Será conforme a la reglamentación que determine el 
Gobierno Nacional, la integración, administración ope-

-
lancia y control de estos aspectos, así como la regio-
nalización del país para los efectos de funcionamiento 
de las Juntas, escala de honorarios a sus integrantes, 
procedimientos operativos y recursos de reposición y 
apelación.

Parágrafo 1°. Los integrantes de las Juntas Nacional 

la presente ley, actuarán dentro del respectivo período 
y, en caso necesario, permanecerán en sus cargos hasta 
tanto se realice la posesión de los nuevos integrantes 
para el período correspondiente, serán designados me-
diante concurso público y de méritos de conformidad a 
la reglamentación que para tal efecto expida el Gobier-
no Nacional.

Parágrafo 2°. Las entidades de seguridad social y 
los integrantes de las Juntas Regionales y Nacionales 

-
ponsables solidariamente por los dictámenes que pro-

-
res del Sistema de Seguridad Social Integral, cuando 
este hecho esté plenamente probado.

Es obligación de los diferentes actores de los Siste-
mas de Seguridad Social en Salud y Riesgos Laborales 
la entrega oportuna de la información requerida y de la 

al trabajador.
Parágrafo. El Gobierno Nacional deberá organizar 

dentro de los seis (6) meses siguientes a la entrada en 
vigencia de la presente ley, la estructura y funciona-

parte de la estructura del Ministerio de Trabajo. 
Artículo 17. Honorarios Juntas Nacional y Regio-

nales. Los honorarios que se deben cancelar a las Jun-

de manera anticipada, serán pagados por la entidad de 
seguridad social correspondiente en la cual se encuen-

de pérdida de capacidad laboral.
El costo asumido por aquella podrá repetirse contra 

la persona natural o jurídica a quien corresponda o por 
el responsable delegado. Para lo anterior, el dictamen 

-
-
-

ción de invalidez respectiva prestará mérito ejecutivo.
El Gobierno Nacional dentro de los seis (6) meses 

siguientes a la promulgación de la presente ley, regla-
mentará la materia.

recursos de manera anticipada, pero los honorarios de 
los integrantes sólo serán pagados hasta que el respecti-
vo dictamen haya sido expedido y entregado de acuerdo 
a la reglamentación que expida el Gobierno Nacional.

Artículo 18. Adiciónase un inciso al artículo 52 de 
la Ley 962 de 2005.

Sin perjuicio de lo establecido en este artículo, res-
-

instancia la pérdida de capacidad laboral, el estado de 
-

ción Nacional compete la resolución de las controver-
sias que en segunda instancia sean sometidas para su 
decisión por las Juntas Regionales.

discapacidad y minusvalía que hayan generado secue-
las como consecuencia de una enfermedad o accidente. 

Artículo 19. El artículo 43 de la Ley 100 de 1993, 
quedará así:

Artículo 43. Impedimentos, recusaciones y san-
ciones. Los integrantes de las Juntas Regionales y Na-
cional, en número impar, serán designados, mediante 
selección pública y objetiva de méritos, por el Mi-
nisterio de la Protección Social o quien haga sus ve-
ces para el efecto y de acuerdo con la reglamentación 
que expida el Gobierno Nacional. Los integrantes se-
rán particulares que ejercen una función pública en la 
prestación de dicho servicio y mientras sean parte de 

vinculación alguna, ni realizar actividades relacionadas 

capacidad laboral o labores administrativas o comer-
ciales en las Entidades Administradoras del Sistema de 
Seguridad Social Integral, ni con sus entidades de di-
rección, vigilancia y control.

Los integrantes de las Juntas estarán sujetos al régi-
men de impedimentos y recusaciones aplicables a los 
Jueces de la República, conforme a lo dispuesto en el 
Código de Procedimiento Civil y su trámite será efec-
tuado de acuerdo con el artículo 30 del Código Conten-
cioso Administrativo y, como a particulares que ejercen 
funciones públicas, les es aplicable el Código Discipli-
nario Único.

Parágrafo. Los integrantes de la Junta Nacional y 
-
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dez no tienen el carácter de servidores públicos, no de-
vengan salarios, ni prestaciones sociales y sólo tienen 
derecho a los honorarios establecidos por el Gobierno 
Nacional.

Artículo 20. Supervisión, inspección y control de 
 El Ministerio 

de la Protección Social o quien haga sus veces imple-
mentará un Plan Anual de Visitas para realizar la super-
visión, inspección y control administrativo, operativo 

real de las partes involucradas en los procesos, el cum-
plimiento del debido proceso y el respeto de los dere-
chos legales de todas las partes.

Así mismo implementará un sistema de información 
sobre el estado de cada proceso en trámite y podrá im-
poner multas en forma particular a cada integrante de 
las juntas hasta por cien (100) salarios mínimos legales 
mensuales, graduales según la gravedad de la falta, por 
violación a las normas, procedimientos y reglamenta-
ción del Sistema General de Riesgos Laborales. Los re-
caudos por multas serán a favor del Fondo de Riesgos 
Laborales. 

Artículo 21. Salud Ocupacional del Magisterio. El 
Ministerio de Educación Nacional y el Fondo Nacional 
de Prestaciones Sociales del Magisterio establecerán el 

-

fondo. Igualmente establecerá la implementación de los 
programas de salud ocupacional, los comités paritarios 
de salud ocupacional, las actividades de promoción y 
prevención y los sistemas de vigilancia epidemiológi-
ca. La adopción y puesta en marcha de lo anterior no 
afectará en nada el régimen especial de excepción en 
salud que de acuerdo con el artículo 279 de la Ley 100 

-
cional de Prestaciones Sociales del Magisterio. Las an-
teriores actividades se implementarán y reglamentarán 
en el término de un año, contado a partir de la vigencia 
de la presente ley.

Artículo 22. Licencias en Salud Ocupacional. El Go-
bierno Nacional reglamentará en el término de seis (6) 
meses, contados a partir de la vigencia de la presente ley, 
el procedimiento y requisitos para el otorgamiento de las 
licencias en salud ocupacional a las personas naturales y 
jurídicas, que como mínimo deben comprender: requisi-
tos, experiencia, campo de acción de acuerdo a su pro-
fesión, cobertura nacional y departamental, formación 
académica, y vigencia de la licencia.

Se reconocerá la expedición y renovación de las li-
cencias de salud ocupacional a los profesionales uni-
versitarios con especialización en salud ocupacional, 
a los profesionales universitarios con especialización 
tecnológica en salud ocupacional, a los profesionales 
universitarios en un área de salud ocupacional, tecnólo-
gos en salud ocupacional y técnicos en salud ocupacio-
nal, todos ellos con títulos obtenidos en una institución 
de educación superior debidamente aprobada por el 
Ministerio de Educación Nacional. 

Artículo 23. Flujo de recursos entre el Sistema de 
Riesgos Laborales y el Sistema General de Seguridad 
Social en Salud. Para garantizar el adecuado y opor-

Laborales y de Seguridad Social en Salud, se aplicarán 
las siguientes reglas, sin perjuicio de lo dispuesto por el 
artículo 6° del Decreto-ley 1295 de 1994:

1. Las Administradoras de Riesgos Laborales - ARL 
pagarán a las Entidades Promotoras de Salud - EPS el 
valor de las prestaciones asistenciales y económicas de 

origen profesional incluidas las pagadas dentro de los 

sido asumidas por las Entidades Promotoras de Salud 
- EPS, el reembolso se efectuará dentro de los 30 días 
calendario posteriores a la presentación de la solicitud, 
siempre que la misma cumpla con los requisitos que 
señale el reglamento que para el efecto haya expedido 
o expida el Gobierno Nacional y sin que se haya formu-
lado objeción o glosa seria y fundada en cuanto al ori-
gen atinente a la solicitud de reembolso por parte de la 
Administradora de Riesgos Laborales ARL. En caso de 

de solución de controversias previstos en las normas 
legales vigentes y en todo caso, en el evento en que no 

2. Cuando las Administradoras de Riesgos Labora-
les ARL no paguen dentro de los plazos establecidos 
en el numeral anterior a las Entidades Promotoras de 
Salud EPS, estando las Administradoras de Riesgos 
Laborales ARL obligadas a hacerlo, o si las glosas for-
muladas resultan infundadas deberán reconocer inte-
reses de mora a favor de las EPS, desde la fecha de 
presentación de la solicitud de reembolso, liquidados 
a la tasa moratoria máxima legal vigente que rige para 

-
ridad social.

La EPS deberá compensar de igual manera al pres-
tador del servicio o al proveedor del bien, cuando su 
pago se haya visto condicionado, sin perjuicio de los 
derechos legales del condicionamiento.

3. La presentación de la solicitud de reembolso efec-
tuada por la Entidad Promotora de Salud EPS ante la 
Administradora de riesgos Laborales ARL, interrumpe 
la prescripción de la cuenta de cobro, siempre y cuando 
se reúnan los requisitos que señale el reglamento que 
haya expedido o expida el Gobierno Nacional. Los tér-
minos de prescripción continuarán rigiéndose por las 
normas legales vigentes. Lo dispuesto en este numeral 
no revivirá situaciones ya prescritas.

El derecho a solicitar reembolsos entre los siste-
mas de salud y riesgos profesionales y viceversa por 
el costo de las prestaciones en salud derivadas de una 
enfermedad profesional o de un accidente de trabajo, 
prescribe en el término de cinco (5) años, a partir de la 
última de las fechas enunciadas a continuación:

-
dad del origen profesional del evento o de la secuela 

susceptible de controversia por las administradoras o 
por el usuario.

del evento o de la secuela por parte de la Junta Regional 

no sea susceptible de recurso ante la Junta Nacional de 

del evento o de la secuela por parte de la Junta Nacio-

d) La fecha de presentación de la factura de la IPS a 
la EPS, cumpliendo con los requisitos exigidos.
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No obstante lo anterior, será de tres (3) años la pres-
cripción cuando se trate del pago de subsidios por in-
capacidad temporal, para lo cual el término se contará 
desde la fecha de pago de dicho subsidio por parte de la 
EPS al empleador o trabajador en los términos de ley.

Artículo 24. Adiciónase el artículo 4º del Decreto 
1295 de 1994, características del Sistema, con el si-
guiente parágrafo:

Parágrafo. Toda ampliación de cobertura tendrá 

sostenibilidad general del Sistema General de Riegos 
Laborales.

Artículo 25. Modifíquese el literal g) al artículo 21 
del Decreto 1295 de 1994 así:

Literal g) Facilitar los espacios y tiempos para la 
capacitación de los trabajadores a su cargo en materia 
de salud ocupacional y para adelantar los programas de 
promoción y prevención a cargo de las Administrado-
ras de Riesgos Laborales.

Artículo 26. Modifíquese el literal d) al artículo 22 
del Decreto 1295 de 1994 así:

Literal d) Cumplir las normas, reglamentos e ins-
trucciones de los programas de salud ocupacional de 
la empresa y asistir periódicamente a los programas de 
promoción y prevención adelantados por las Adminis-
tradoras de Riesgos Laborales.

Artículo 27. Adiciónese al artículo 51 del C.S.T. 
subrogado por el artículo 4º de la Ley 50 de 1990, el 
siguiente numeral:

8. Por suspensión de actividades o clausura tempo-
ral de la empresa, establecimiento o negocio, en todo o 
en parte, hasta por ciento veinte (120) días, ordenado 
por las Direcciones Territoriales del Ministerio de Tra-
bajo, por razones de reincidencia en el incumplimiento 
de los programas de salud ocupacional y aquellas obli-
gaciones propias del empleador, previstas en el Siste-
ma de Riesgos Profesionales, o por incumplimiento de 
los correctivos que deban adoptarse, formulados por la 
Entidad Administradora de Riesgos Laborales o el Mi-
nisterio de Trabajo.

Artículo 28. Adiciónese el artículo 61 del C.S.T. 
subrogado por el artículo 5º de la Ley 50 de 1990, el 
siguiente literal:

j)
ordenado por parte de las Direcciones Territoriales del 
Ministerio de Trabajo, por razones de reincidencia en el 
incumplimiento de los programas de salud ocupacional 
y aquellas obligaciones propias del empleador, previs-
tas en el Sistema de Riesgos Profesionales, o por in-
cumplimiento de los correctivos que deban adoptarse, 
formulados por la Entidad Administradora de Riesgos 
Profesionales o el Ministerio de Trabajo.

Artículo 29. Modifíquese el artículo 40 del Decreto 
2463 de 2001, el cual quedará así:

Artículo 40. Controversias sobre los dictámenes 
de cali cación de invalidez. Las controversias que se 
susciten en relación con los dictámenes emitidos por 
las entidades de que trata el artículo 52 de la Ley 962 
de 2005, serán dirimidas por la justicia laboral ordi-
naria de conformidad con lo previsto en el Código de 
Procedimiento Laboral, mediante demanda promovida 

contra el dictamen de la entidad correspondiente. Para 
efectos del proceso judicial, el secretario representará 
a la junta como entidad privada del régimen de Se-

Grupo de Medicina Laboral de las demás entidades las 

Los procedimientos, recursos y trámites de las jun-

al presente decreto y sus actuaciones no constituyen 
actos Administrativos.

Artículo 30. El Instituto Nacional de Salud como 
-

dinación, dirección y ejecución de las políticas de in-
-

ción en salud laboral, evaluará el impacto y asumirá 
el ejercicio de priorización de los problemas de mayor 
incidencia y prevalencia en la salud de los trabajadores.

El Instituto Nacional de Salud convocará de mane-
ra activa y obligatoria a todos los actores del Sistema a 
participar en proyectos de investigación en salud laboral.

Artículo 31. Las fuentes de recursos que serán asig-
nados al Instituto Nacional de Salud para investigación 
en salud laboral serán las siguientes:

1. Un porcentaje de lo que recibe el fondo de riesgos 
profesionales.

2. Un porcentaje de los recursos provenientes de 
regalías al sistema nacional de ciencia y tecnología e 

tecnología en salud de Colciencias.
3. Un porcentaje de las administradoras de riesgos 

laborales como aporte de empresas que cumplan requi-
sitos.

4. Por las multas que se generen en el Sistema.
5. Por recursos de cooperación internacional.
Artículo 32. Vigencia y derogatorias. La presente 

ley rige a partir de la fecha de su publicación y deroga 
todas las disposiciones que le sean contrarias.

De los honorables Representantes,
Alba Luz Pinilla Pedraza,

Representante a la Cámara.
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